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SECRETARIA GENERAL DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados. 
José Humberto Ducoudray, Primer Suátituto •de Presidente, 
en funciones de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se- . 
gundo Sustituto de Presidente; Joaquín E. Salazar hijo, 
Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Lluberes Valera, asis-
tidos tidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 
Domingo, hoy día siete del mes de febrero de mil novecien-
tos cuarenta y seis, año 102o. de la Independencia, 83o.' de la 
Restauración y 16o. de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por "Propie. 
dades Dominicanas, C. por A.", compañía por acciones, cons-
tituida de acuerdo con las leyes de la República, con su prin-
cipal establecimiento y domicilio en esta ciudad, represen-
tada por el señor Joaquín F. Ravelo, dominicano, comercian- 
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133 y 687 del Código de Procedimiento Civil, y lo., 24, 25 y 
71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

te, portador de la cédula personal de identidad No. 555, serie 
1, renovada con el sello No. 2, contra sentencia de la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha veintiseis c e fe-
brero de mil novecientos cuarenta y cinco, cuyo dispositivo 
se indicará después ; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el abo-
gado de la recurrente, Licenciado Quírico Elpidio Pérez B., 1 

 portador de la cédula personal de identidad No. 3726, serie 
1, renovada con el sello de Rentas Internas No. 144, año. 
1945, memorial en que se alegan las violaciones de la lex 
que luego se dirán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Licen-
ciado Julio A. Cuello, portador de la cédula personal de iden? 
tidad N9 1425, serie 1, renovada con sello de Rentas Internas 
No. 213, abogado de la parte intimada, señor Luis Aníbal 
Tejeda, propietario y rentista, domiciliado y residente en 
Ciudad Trujillo, portador de la cédula personal de identidad . 

 No. 13, serie 26, con sello de Rentas Internas No. 97; 

Oido el Magistrado Juez Relator ; 

Oido el Licenciado Quírico Elpidio Pérez B., abogado de 
la parte intimante, quien dió lectura a sus conclusiones y 
depositó un memorial de ampliación ; 

Oido el Dr. Felipe A. Noboa García, portador de la cé-
dula personal de identidad No. 32329, serie 1, con sello de 
renovación No. 4596, en representación del Licenciado Ju -
lio A. Cuello, abogado de la parte intimada, quien dió lectu-
ra a sus conclusiones y depositó un memorial de ampliación; 

Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbiica, 
Licenciado Víctor Garrido, en la lectura de su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1131 y 1377 del Código Civil; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: a) que en el curso de un embargo practicado por 
el señor Luis Aníbal Tejeda contra la señora Lottie María 
Farrand, deudora hipotecaria, y contra el señor Charlie Mc- 
Farlane Farrand, tercer detentador, este último enajenó, 
con el concurso de su causante, a la compañía Propiedades 
Dominicanas, C. por A., en fecha veinticinco de junio de mil 
novecientos cuarenta y dos, por medio de un acto que fué 
denominado "promesa de venta", por el precio de $11.800.00, 
que debía ser pagado en el término de un año, el inmueble 
embargado, que lo era la casa que forma la esquina sudeste 
del cruce de las calles "Duarte" y "Arzobispo Nouel", de 
Ciudad Trujillo; b) que en el momento de la enajenación, ya 
había sido transcrito el embargo, y el tercero detentador 
había interpuesto incidentalmente una demanda tendiente a 
que se declarase perimida la inscripción de la hipoteca que 
servía de título a la ejecución; c) que esta demanda fuá de-
cidida por sentencia de la cámara civil y comercial del juz-
gado de primera instancia de Santo Domingo de fecha siete 
de septiembre de mil novecientos cuarenta y dos, que desea-
timó las pretensiones del tercero detentador y condenó a 
éste al pago de las costas, con distracción en provecho del 
licenciado Julio A . Cuello, abogado del ejecutante; d) que, 
sobre la alzada promovida por el tercero detentador, la corte 
de apelación de Ciudad Trujillo dictó en fecha dieciocho de 
noviembre de mil novecientos cuarenta y dos un fallo por el 
cual rechazó diversos medios de inadmisión propuestos por 
Tejeda, confirmó la sentencia de primer grado, y condenó 
al apelante, Charlie Mc-Farlane Farrand, al pago de las cos-
tas del recurso, con distracción en provecho del licenciado 
Julio A. Cuello, abogado del intimado; e) que contral- este 
fallo de la corte de apelación de Ciudad Trujillo interpusieron 
sendos recursos de casación el tercero detentador, de modo 
principal, y el ejecutante, de modo incidental; f) que antes 
de ser decididos los mencionados recursos de casación, o sea 
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Licenciado Víctor Garrido, en la lectura de su dictamen ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1131 y 1377 del Código Civil; 

133 y 687 del Código de Procedimiento Civil, y lo., 24, 25 y 11111 
 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: a) que en el curso de un embargo practicado por 
el señor Luis Aníbal Tejeda contra la señora Lottie María 
Farrand, deudora hipotecaria, y contra el señor Charlie Mc- 
Farlane Farrand, tercer detentador, este último enajenó, 
con el concurso de su causante, a la compañía Propiedades 
Dominicanas, C. por A., en fecha veinticinco de junio de mil 
novecientos cuarenta y dos, por medio de un acto que fué 
denominado "promesa de venta", por el precio de $11.800.00, 
que debía ser pagado en el término de un año, el inmueble 
embargado, que lo era la casa que forma la esquina sudeste 
del cruce de las calles "Duarte" y "Arzobispo Nouel", de 
Ciudad Trujillo ; b) que en el momento de la enajenación, ya 
halla sido transcrito el embargo, y el tercero detentador 
había interpuesto incidentalmente una demanda tendiente a 
que se declarase perimida la inscripción de la hipoteca que 
servía de título a la ejecución; c) que esta demanda fué de-
cidida por sentencia de la cámara civil y comercial del juz-
gado de primera instancia de Santo Domingo de fecha siete 
de septiembre de mil novecientos cuarenta y dos, que deses-
timó las pretensiones del tercero detentador y condenó a 
éste al pago de las costas, con distracción en provecho del 
licenciado Julio A. Cuello, abogado del ejecutante; d) que, 
sobre la alzada promovida por el tercero detentador, la corte 
de apelación de Ciudad Trujillo dictó en fecha dieciocho de 
noviembre de mil novecientos cuarenta y dos un fallo por el 
cual rechazó diversos medios de inadmisión propuestos por 
Tejeda, confirmó la sentencia de primer grado, y condenó 
al apelante, Charlie Mc-Farlane Farrand, al pago de las cos-
tas del recurso, con distracción en provecho del licenciado 
Julio A. Cuello, abogado del intimado; e) que contrAi- este 
fallo de la corte de apelación de Ciudad Trujillo interpusieron 
sendos recursos de casación el tercero detentador, de modo 
princ;pal, y el ejecutante, de modo incidental; f) que antes 
de ser decididos los mencionados recursos de casación, o sea 



74 	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN -JUDICIAL 75 "111 

el diez de diciembre de mil novecientos cuarenta y dos, la 
compañía Propiedades Dominicanas, C. por A., obraneo de 
conformidad con lo que dispone el artículo 687 del código de 
procedimiento civil, consignó en la colecturía de rentas in-
ternas de Ciudad Trujillo, la suma de $11.683.17, y en la 
misma fecha les notificó al embargante, Luis Aníbal Teje-
da, y a su abogado, licenciado Julio A. Cuello, que la suma 
consignada era destinada a cubrir el capital, los intereses y 
las costas "debidamente justificadas", a fin de consolidar 
la propiedad del inmueble adquirido por la compañía al -te-
nor de la "promesa de venta" del veinticinco de junio de mil 
novecientos cuarenta y dos; g) que de la suma consignada, 
Tejeda retiró, personalmente, $9.600.00 por concepto 
capital, intereses y reembolso del pago de impuestos, y el 
licenciado Cuello, retiró, a su vez, $1.066.70, a que ascendían 
las costas de primera instancia y las de la apelación, distraí-

das en su provecho por las citadas sentencias del siete de 
septiembre de mil novecientos cuarenta y dos y del diecio-
che de noviembre del mismo año; h) que, luego de consuma- 

-
dos estos actos, o sea el veintinueve de julio de mil nove-

-
cientos cuarenta y tres, la Suprema Corte de Justicia casó 
totalmente la sentencia de la corte de apelación de Ciudad 
Trujillo de fecha dieciocho de noviembre de mil novecientos 
cuarenta y dos ; i) que en fecha veinte de septiembre de mil 
novecientos cuarenta y tres, la compañía Propiedades Domi-
nicanas, C. por A., demandó a Luis Aníbal Tejeda en.restitu-
ción de la suma de $1.066.70 pagada por concepto de costas al 
licenciado Julio A. Cuello, "como consecuencia" de la casa -
ción pronunciada por la Suprema Corte de Justicia; j) que 
esta demanda fué decidida por sentencia de la cámara civil 
y, comercial del juzgado de primera instancia de Santo Do -
mingo, de fecha veintiocho de marzo de mil novecientos cua-
renta y cuatro, cuyo dispositivo dice así: "Falla:—Primero: -  
Que debe rechazar, como al efecto rechaza, por falta de in. 
terés, la demanda en devolución de dineros, de que se trata, 
Intentada por la Propiedades Dominicanas, C. por A., contra 
Luis Aníbal Tejeda, según acto de emplazamiento de fecha : 

 veinte de septiembre del año mil novecientos cuarentitres, 

instrumentado y notificado por el ministerial Manuel Gil 
Martínez ; y Segundo :— Que debe condenar, como al efecto 
condena, a la dicha Propiedades Dominicanas, C. por A., par 
te que sucumbe, al pago de todas las costas causadas y por 
causarse en la presente instancia"; k) que sobre el recurso 
de alzada interpuesto contra esta sentencia, la corte de ape-
lación de Ciudad Trujillo pronunció en fecha veintiseis de 
febrero de mil novecientos cuarenta y cinco el fallo cuyo dis- 
positivo se copia a continuación, y que es el atacado por el 
presente recurso de casación: "PRIMERO :— Que debe re- 
chazar, como al efecto rechaza, el recurso de apelación inter ;  
puesto por la compañía PROPIEDADES DOMINICANAS, 
C. por A., contra la sentencia dictada en perjuicio suyo y a 
favor de LUIS ANIBAL TEJEDA, por la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju- 
dicial de Santo Domingo, en atribuciones civiles, el día vein- 
tiocho de marzo del año mil novecientos cuarenticuatro:— 
SEGUNDO :— Que, en consecuencia, debe confirmar, como 
al efecto confirma, por los motivos enunciados, la antes men-
cionada sentencia ; y TERCERO :— Que debe condenar, co-
mo al efecto condena, a la compañía PROPIEDADES DO-
MINICANAS, C. por A., parte que sucumbe, al pago de las 
costas"; 

Considerando que la compañía Propiedades Dominica-
nas, C. por A., funda su recurso de casación en los medios si-
guientes: "PRIMER MEDIO:— Violación y falsa aplicación 
de los Arts. 687 del Código de Procedimiento Civil, 1131 y 
1377 del Código Civil.— Violación de las reglas de la prueba 
en materia civil, y desconocimiento en la sentencia recurrida, 
deI principio y efectos de la casación, consagrados en los 
Arts. 24 y 25 de la Ley sobre Procedimiento ¿e Casación"; 
y "SEGUNDO MEDIO:-- Violación de los Arts. 1236 del 
Código Civil, y 133 del Código de Procedimiento Civil,— en 
la sentencia recurrida"; 

SOBRE LOS DOS MEDIOS, ACUMULADOS: 

Considerando que, para rechazar la demanda en repeti- 
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el diez de diciembre de mil novecientos cuarenta y dos, la 
compañía Propiedades Dominicanas, C. por A., obrando de 
conformidad con lo que dispone el artículo 687 del código de 
procedimiento civil, consignó en la colecturía de rentas in-
ternas de Ciudad Trujillo, la suma de $11.683.17, y en la 
misma :'echa les notificó al embargante, Luis Aníbal Teje-
da, y a su abogado, licenciado Julio A. Cuello, que la suma 
consignada era destinada a cubrir el capital, los intereses y 
las costas "debidamente justificadas", a fin de consolidar 
la propiedad del inmueble adquirido por la compañía al té-
nor de la "promesa de venta" del veinticinco de junio de mil, 
novecientos cuarenta y dos; g) que de la suma consignada, 
Tejeda retiró, personalmente, $9.600.00 por concepto dl 
capital, intereses y reembolso del pago de impuestos, y el 
:licenciado Cuello, retiró, a su vez, $1.066.70, a que ascendían 
las costas de primera instancia y las de la apelación, distraí-

das en su provecho por las citadas sentencias del siete de 
septiembre de mil novecientos cuarenta y dos y del diecio-

-
che de noviembre del mismo año; h) que, luego de egnsurna- -  

-
dos estos actos, o sea el veintinueve de julio de mil aove•
cientos cuarenta y tres, la Suprema Corte de Justicia casó 
totalmente la sentencia de la corte de apelación de Ciudad 
Trujillo de fecha dieciocho de noviembre de mil novecientos 
cuarenta y dos ; i) que en fecha veinte de septiembre de mil 
novecientos cuarenta y tres, la compañía Propiedades Domi-
nicanas, C. por A., demandó a Luis Aníbal Tejeda en.,restitu-
ción de la suma de $1.066.70 pagada por concepto de costas al 
licenciado Julio A. Cuello, "como consecuencia" de la casa -
ción pronunciada por la Suprema Corte de Justicia; j) que 
esta demanda fué decidida por sentencia de la cámara civil 
y comercial del juzgado de primera instancia de Santo Do -
mingo, de fecha veintiocho de marzo de mil novecientos cua-
renta y cuatro, cuyo dispositivo dice así: "Falla:—Primero: -
Que debe rechazar, como al efecto rechaza, por falta de in-
terés„ la demanda en devolución de dineros, de que se trata, 
intentada por la Propiedades Dominicanas, C. por A., contra 
Luis Aníbal Tejeda, según acto de emplazamiento de fechó 
veinte de septiembre del año mil novecientos cuarentitres, 

instrumentado y notificado por el ministerial Manuel Gil 
Martínez; y Segundo:— Que debe condenar, como al efecto 
condena, a la dicha Propiedades Dominicanas, C. por A., par 
te que sucumbe, al pago de todas las costas causadas y por 
causarse en la presente instancia"; k) que sobre el recurso 
de alzada interpuesto contra esta sentencia, la corte de ape- 
lación de Ciudad Trujillo pronunció en fecha veintiseis de 
febrero de mil novecientos cuarenta y cinco el fallo cuyo dis-
positivo se copia a continuación, y que es el atacado por el 
presente recurso de casación: "PRIMERO :— Que debe re-
chazar, como al efecto rechaza, el recurso de apelación inter ; 

 puesto por la compañía PROPIEDADES DOMINICANAS, 
C. por A., contra la sentencia dictada en perjuicio suyo y a 
favor de LUIS ANIBAL TEJEDA, por la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju- 

', dicial de Santo Domingo, en atribuciones civiles, el día vein-
tiocho de marzo del año mil novecientos cuarenticuatro:— 
SEGUNDO:— Que, en consecuencia, debe confirmar, como 
al efecto confirma, por los motivos enunciados, la antes men-
cionada sentencia; y TERCERO :— Que debe condenar, co 
mo al efecto condena, a la compañía PROPIEDADES DO -
MINICANAS, C. por A., parte que sucumbe, al pago de las 
costas"; 

Considerando que la compañía Propiedades Dominica-
nas, C. por A., funda su recurso de casación en los medios si-
guientes: "PRIMER MEDIO:— Violación y falsa aplicación 
de los Arts. 687 del Código de Procedimiento Civil, 1131 y 
1377 del Código Civil.— Violación de las reglas de la prueba 
en materia civil, y desconocimiento en la sentencia recurrida, 
del principio y efectos de la casación, consagrados en los 
Arts. 24 y 25 de la Ley sobre Procedimiento ¿e Casación"; 
Y "SEGUNDO MEDIO:— Violación de los Arts. 1236 del 
Código Civil, y 133 del Código de Procedimiento Civil,— en 
la sentencia recurrida"; 

SOBRE LOS DOS MEDIOS, ACUMULADOS: 

Considerando que, para rechazar la demanda en repetí- 
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ción por pago de lo indebido, de la compañía Propiedades 
Dominicanas, C. por A., la Corte a quo ha apreciado en de-
recho: lo. que la consignación que efectuó la compañía Pro-
piedades Dominicana, C. por A., en virtud del artículo 687 
del código de procedimiento civil, "no es ni el pago del pre. 
cio de la venta (del inmueble embargado), ni tampoco el pa-
go de los créditos que tenían el persiguiente y su abogado, 
sino una suma ofrecida por el comprador para consolidar un• 
contrato que halló ventajoso y cuyo mantenimiento quiso 
asegurar"; 2o. que "dicha consignación es el precio de la re- , 

 nuncia del persiguiente al embargo, e implica, en cierto mo-
do, la ejecución de un contrato tácitamente formado entre 
el comprador que pide el consentimiento de los acreedores 
para la enajenación y los acreedores que lo otorgan a cam-
bio de la consignación de lo que les es debido"; 3o. que, "en 
este orden de ideas, es evidente que la cantidad de $1.066.70, 
que fué retirada por el licenciado Julio A. Cuello, en su cali-
dad de abogado distraccionario de las costas causadas en el 
procedimiento de embargo inmobiliario iniciado por Luis 
Aníbal Tejeda en perjuicio de Lottie Farrand y Charlie Mc-
Farlane Farrand y en la demanda incidental en perención 
de inscripción hipotecaria promovida por el embargado (léa-
se tercero detentador), de la suma consignada por la con• 
pafiía Propiedades Dominicanas, C. por A., no puede implicar 
un pago de lo indebido; pues se trata del precio de la renun-
cia del persiguiente al embargo, que fué pagado consciente. 
mente, y cuya causa jurídica se explica por el deseo de la com-
pañía intimante de consolidar una situación que le era ven-
tajosa"; 4o. que, "por otra parte, la obligación de reembol-
sar a la cual el pago de lo indebido da nacimiento, sea que 
se haya pagado lo que no se debía o que el pago tenga por 
objeto una deuda no existente porque descanse sobre un 
título nulo, revocado o extinguido de una manera cualquie -
ra, tiene siempre por causa el pago indebido abstracción he-
cha de todo lazo anterior entre las partes" ;5o. que, "por con-
siguiente, la obligación de reembolsar sólo puede ser puesta , 

 a cargo de aquél que ha recibido directa o indirectamente el 
pago, o de aquél que se ha beneficiado del pago de lo inde - 

bido"; Y 6o. que, "en la especie, como el pago que se pretera-  
de indebido no ha sido hecho al intimado Luis Aníbal Teje 
da, quien, en efecto, no lo ha recibo directa ni indirectamen-
te, y quien, por tanto, no ha podido beneficiarse de él, la 
obligación de restituir no le incumbe a ningún título"; 

Considerando que el tercero adquiriente de un inmue-
ble embargado no puede oponer sus derechos al ejecutante 
cuando la adquisición es hecha después de la transcripción 
del embargo, salvo el caso en que, antes del día fijado para 
la adjudicación, consigne una suma suficiente para el pago 
en capital, intereses y costas de lo adeudado al acreedor em-
bargante; que la consignación efectuada en estas circuns-
tancias, y oportunamente denunciada, constituye un verda-
dero pago, no del precio de la renuncia del acreedor a su de-
recho de proseguir la ejecución, como erradamente lo admite 
la Corte a quo, sino de los créditos, en capital, intereses y 
gastos, de que es beneficiario en virtud de sus títulos ; y 
ello es así, por estas razones: lo. porque la renuncia a un 
derecho, lejos de poderse establecer por meras presunciones, 
requiere siempre el consentimiento de la persona titular del 
derecho, y de la economía del artículo 687 del código de pro-
cedimiento civil resulta que el tercero adquiriente puede poner 
fin al procedimiento de expropiación a despecho de la volun-
tad contraria del embargante y de los acreedores inscritos; y 
2o. porque los términos mismos del artículo 687 hacen evi-
dente que la suma consignada por el tercero adquiriente no 
es destinada a pagar el precio de una renuncia, cuya cuantía 
podría en todo caso ser susceptible de más o de menos, sino 
a pagar exactamente "lo que se adeudare" al persiguiente 
y a los acreedores inscritos "en capital, intereses y costas"; 
que, siendo así, se debe reconocer que está sujeto a repeti-
ción todo lo consignado por el tercero adquiriente en exceso 
de lo que tienen derecho a. recibir el embargante y los acree-
dores inscritos, especialmente cuando lo consignado en exce- 
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ción por pago de lo indebido, de la compañía Propiedades 
Dominicanas, C. por A., la Corte a quo ha apreciado en de-
recho: lo. que la consignación que efectuó la compañía Pro-
piedades Dominicana, C. por A., en virtud del artículo 687 
del código de procedimiento civil, "no es ni el pago del pre-
cio de la venta (del inmueble embargado), ni tampoco el pa-
go de los créditos que tenían el persiguiente y su abogado, 
sino una suma ofrecida por el comprador para consolidar un -
contrato que halló ventajoso y cuyo mantenimiento quiso 
asegurar"; 2o. que "dicha consignación es el precio de la re• , 

 nuncia del persiguiente al embargo, e implica, en cierto mo-
do, la ejecución de un contrato tácitamente formado entre 
el comprador que pide el consentimiento de los acreedores 
para la enajenación y los acreedores que lo otorgan a cam-
bio de la consignación de lo que les es debido"; 3o. que, "en 
este orden de ideas, es evidente que la cantidad de $1.066.70, 
que fué retirada por el licenciado Julio A. Cuello, en su cali-
dad de abogado distraccionario de las costas causadas en el . 

 procedimiento de embargo inmobiliario iniciado por Luis 
Aníbal Tejeda en perjuicio de Uttie Farrand y Charlie Mc-
Farlane Farrand y en la demanda incidental en perención 
de inscripción hipotecaria promovida por el embargado (léa-
se tercero detentador), de la suma consignada por la com -
pañía Propiedades Dominicanas, C. por A., no puede implicar 
un pago de lo indebido; pues se trata del precio de la renun-
cia del persiguiente al embargo, que fué pagado consciente-
mente, y cuya causa jurídica se explica por el deseo de la com-
paí-iía intimante de consolidar una situación que le era ven-
tajosa"; 4o. que, "por otra parte, la obligación de reembol-
sar a la cual el pago de lo indebido da nacimiento, sea que 
se haya pagado lo que no se debía o que el pago tenga por 
objeto una deuda no existente porque descanse sobre un 
título nulo, revocado o extinguido de una manera cualquie -
ra, tiene siempre por causa el pago indebido abstracción he-
cha de todo lazo anterior entre las partes" ;5o. que, "por cgn-
siguiente, la obligación de reembolsar sólo puede ser puesta, 
a cargo de aquél que ha recibido directa o indirectamente el 
pago, o de aquél que se ha beneficiado del pago de lo inde - 

bido"; y 6o. que, "en la especie, como el pago que se pretex-  
de indebido no ha sido hecho al intimado Luis Aníbal Teje-
da, quien, en efecto, no lo ha recibo directa ni indirectamen-
te, y quien, por tanto, no ha podido beneficiarse de él, la 
obligación de restituir no le incumbe a ningún título"; 

Considerando que el tercero adquiriente de un inmue-
ble embargado no puede oponer sus derechos al ejecutante 
cuando la adquisición es hecha después de la transcripción 
del embargo, salvo el caso en que, antes del día fijado para 
la adjudicación, consigne una suma suficientepara el pago 
en capital, intereses y costas de lo adeudado al acreedor em-
bargante; que la consignación efectuada en estas circuns-
tancias, y oportunamente denunciada, constituye un verda-
dero pago, no del precio de la renuncia del acreedor a su de-
recho de proseguir la ejecución, como erradamente lo admite 
la Corte a quo, sino de los créditos, en capital, intereses y 
gastos, de que es beneficiario en virtud de sus títulos ; y 
ello es así, por estas razones: lo. porque la renuncia a un 
derecho, lejos de poderse establecer por meras presunciones, 
requiere siempre el consentimiento de la persona titular del 
derecho, y de la economía del artículo 687 del código de pro-
cedimiento civil resulta que el tercero adquiriente puede poner 
fin al procedimiento de expropiación a despecho de la volun-
tad contraria del embargante y de los acreedores inscritos; y 
2o. porque los términos mismos del artículo 687 hacen evi-
dente que la suma consignada por el tercero adquiriente no 
es destinada a pagar el precio de una renuncia, cuya cuantía 
podría en todo caso ser susceptible de más o de menos, sino 
a pagar exactamente "lo que se adeudare" al persiguienté. 
y a los acreedores inscritos "en capital, intereses y costas"; 
que, siendo así, se debe reconocer que está sujeto a repeti-
ción todo lo consignado por el tercero adquiriente en exceso 
de lo que tienen derecho a recibir el embargante y los acree-
dores inscritos, especialmente cuando lo consignado en exce- 
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Iso ha tenido como fundamento una causa que ha dejado de 
existir o un título que ha sido resuelto o anulado retroacti-
vamente; 

Considerando que entre los valores consignados por la 
comañía recurrente a favor de Luis Aníbal Tejeda y Julio 
A . Cuello, figuraba una partida de $1.066.70 correspon-
diente a las costas causadas con motivo de la demanda en 
perención de inscripción hipotecaria del señor Mc-Farlane 
Farrand, las cuales fueron puestas a cargo de ésta, y dis -
traídas en provecho del licenciado Cuello, por el juez de pri-
mer grado y por los de la apelación; que, por consiguiente, 
en dicha partida de $1.066.70, que el licenciado Cuello retiró 
de la colecturía de rentas internas de Ciudad Trujillo, están 
incluidas las costas que fueron puestas a cargo de Mc-Farla -
ne Farrand por la sentencia de la Corte de Apelación de Ciu-
dad Trujillo de fecha dieciocho de noviembre de mil nove-
cientos cuarenta y dos, que fué totalmente casada por la de 
la Suprema Corte de Justicia de fecha veintinueve de julio 
de mil novecientos cuarenta y tres; 

Considerando que la casación tiene como efecto y conse-
cuencia necesarios aniquilar la sentencia casada y restituir 
las partes al estado en que se encontraban antes de ser pro-
nunciada esta última ; que, consecuentemente, la casación 
'de la sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo 
de fecha dieciocho de noviembre de mil novecientos cuarenta 
y dos' , que condenó a Mc -Farlane Farrand al pago de las cos-
tas de la alzadas, dejó sin efecto tal condenación; de lo cual 
resulta que el pago de dichas costas, hecho por la compañía 
Propiedades Dominicanas, C. por A., en favor del abogado 
del señor Luis Aníbal Tejeda, constituye en las circunstan-
cias actuales un pago sine causa o pago de lo indebido; que, 
por lo tanto, y contrariamente a lo decidido por los jueces 
del fondo, el solvens, o sea la compañía recurrente, puede 
ejercer el derecho de repetición para que le sea restituído el 
monto de las costas mencionadas ; 

Considerando que el alegato del señor Tejeda, admitido 

por la p 	Corte a quo, de que la acción en repetición de la com- 
pañía- 	recurrente sólo ha podido ser intentada en la especie 
Contra el licenciado Julio A. Cuello, porque fué éste quien re-
cibió el pago de que se trata, carece de todo fundamento por 
las razone s que se enuncian a continuación: lo. porque es de 
principio que la acción en repetición por pago de lo indebido 
puede ser intentada contra toda persona que se haya bene -
ficiado con el pago, y es evidente que el pago de las costas 
hecho por la parte que sucumbe en provecho del abogado 
que ha obtenido la distracción, extingue el crédito que por el 
mismo concepto tiene dicho abogado contra su cliente; y 2o. 
porque también es de principio que en caso de anulación del 
fallo que ordenó la distracción de costas en provecho de un 
abogado, no es contra éste, sino contra su cliente, c9nt;•a 
quien debe ser intentada la acción en restitución; 

Considerando que, por lo expuesto, se hace manifiesto 
que la Corte a quo ha interpretado erradamente en la sen-
tencia impugnada, los artículos 133 y 687 del código de proce-
dimiento civil, y ha violado los artículosc 1131 y 1377 del 
código civil. 

Por tales motivos, casa la sentencia de la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, de fecha veintiseis de febrero de 
mil novecientos cuarenta y cinco, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en otro lugar del presente fallo; envía el asunto ante 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís y condena a 
la parte intimada al pago de las costas. 

(Firmados) : J. H. Ducoudray.— F. Tavares hijo.— 
Joaq. E. Salazar h.— Pedro Troncoso Sánchez.— Raf. A . 
Lluberes V.— Eug. A . Alvarez— Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) :— Eug. A. Alvarez. 
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,so ha tenido como fundamento una causa que ha dejado de 
existir o un título que ha sido resuelto o anulado retroacti-
vamente; 

'Considerando que entre los valores consignados por la 
comañía recurrente a favor de Luis Aníbal Tejeda y Julio 
A . Cuello, figuraba una partida de $1.066.70 correspon-
diente a las costas causadas con motivo de la demanda en 
perención de inscripción hipotecaria del señor Mc-Farlane 
Farrand, las cuales fueron puestas a cargo de ésta, y dis -
traídas en provecho del licenciado Cuello, por el juez de pri-
mer grado y por los de la apelación; que, por consiguiente, 
en dicha partida de $1.066.70, que el licenciado Cuello retiró 
de la colecturía de rentas internas de Ciudad Trujillo, están 
incluidas las costas que fueron puestas a cargo de Mc-Farla -
ne Farrand por la sentencia de la Corte de Apelación de Ciu-
dad Trujillo de fecha dieciocho de noviembre de mil nove-
cientos cuarenta y dos, que fué totalmente casada por la de 
la Suprema Corte de Justicia de fecha veintinueve de julio 
de mil novecientos cuarenta y tres; 

Considerando que la casación tiene como efecto y conse-
cuencia necesarios aniquilar la sentencia casada y restituir 
las partes al estado en que se encontraban antes de ser pro-
nunciada esta última ; que, consecuentemente, la casación 
"de la sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo 
de fecha dieciocho de noviembre de mil novecientos cuarenta 
y do's, que condenó a Mc -Farlane Farrand al pago de las cos-
tas de la alzadas, dejó sin efecto tal condenación; (le lo cual 
resulta que el pago de dichas costas, hecho por la compañía 
Propiedades Dominicanas, C. por A., en favor del abogado 
del señor Luis Aníbal Tejeda, constituye en las circunstan-
cias actuales un pago sine causa o pago de lo indebido; que, 
por lo tanto, y contrariamente a lo decidido por los jueces 
del fondo, el solvens, o sea la compañía recurrente, puede 
ejercer el derecho de repetición para que le sea restituído el 
monto de las costas mencionadas; 

Considerando que el alegato del señor Tejeda, admitido 

por la Corte a quo, de que la acción en repetición de la com-

pañía  recurrente sólo ha podido ser intentada en la especie 

contra el licenciado Julio A. Cuello, porque fué éste quien re-

cibió el pago de que se trata, carece de todo fundamerito por 

las 	 que se enuncian a continuación: lo. porque es de p 	
que la acción en repetición por pago de lo indebido 

Puede 

razones 
cl 

intentada contra toda persona que se haya bene- 
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 l pago, y es evidente que el pago de las costas 
hecho por la parte que sucumbe, en provecho del abogado 
que ha obtenido la distracción, extingue el crédito que por el 
mismo concepto tiene dicho abogado contra su cliente; y 2o. 
porque también es de principio que en caso de anulación del 
fallo que ordenó la distracción de costas en provecho de un 
abogado, no es contra éste, sino contra su cliente, (mitra 
quien debe ser intentada la acción en restitución; 

Considerando que, por lo expuesto, se hace manifiesto 
que la Corte a quo ha interpretado erradamente en la sen-
tencia impugnada, los artículos 133 y 687 del código de proce-
dimiento civil, y ha violado los artículosc 1131 y 1377 del 
código civil.. 

Por tales motivos, casa la sentencia de la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, de fecha veintiseis de febrero de 
mil novecientos cuarenta y cinco, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en otro lugar del presente fallo; envía el asunto ante 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís y condena a 
la parte intimada al pago de las costas. 

(Firmados) : J. H. Ducoudray.— F. Tavares hijo.• 
Joaq . E . Salazar h.— Pedro Troncoso Sánchez.— Raf . A . 
Lluberes V.— Eug. A . Alvarez— Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
eert4fico.— (Firmado) Eug. A. Alvarez. 
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DIOS, PATRIA. Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jim. 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se.. 
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín 
Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Lluberes 
Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en fá 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Difs 
trito de Santo Domingo, hoy día diecinueve del mes de fe-
brero de mil novecientos cuarenta y seis, año 102o. de la 
Independencia, 83o. de la Restauración y 16o. de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Doctor 
Manuel R . Sosa Vassallo, portador de la cédula personal de 
identidad No. 15802, serie 47, sello No. 2384, en nombre y 
representación de los señores Simeón Basilio, mayor de edad, 
casado, agricultor, sin referencias en lo concerniente a la 
cédula; Gregorio Basilio, mayor de edad, casado, agricultor, 
portador de la cédula personal de identidad No. 2505, serie 
40 ; Santiago Basilio, mayor de edad, casado, agricultor, por-
tador de la cédula personal de identidad No. 528, serie 40, 
y Juan Isidro Morel, mayor de edad, soltero, agricultor, por-
tador de la cédula personal de identidad No. 490, serie 40, 
todos dominicanos, domiciliados y residentes en la sección 
de Estero Hondo, común de Luperón, provincia de Puerto 
Plata, contra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago, 
de fecha veintiseis de septiembre de mil novecientos cuaren -
ta y cinco ; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada, en 
la Secretaría de la Corte a quo, en fecha veintinueve del mes' 

de septiembre de mil novecientos cuarenta y cinco; 

Oido el Magisfrado Juez Relator; 

Oido el Doctor Manuel R. Sosa Vassallo, abogado de 

los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oida la lectura del dictamen del Magistrado Procurador 
General de la República, Licenciado Víctor Garrido, hecha 
por el Abogado Ayudante del mismo, Licenciado Alvaro A . 
Arvelo, que legalmente lo representaba; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos lo. de la Ley No. 43 de fecha 15 
de diciembre de 1930, y lo. y 24 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: a) que en fecha catorce de junio de mil novecien-
tos cuarenta y cinco el señor Gerardo Pichardo compareció 
por ante el cabo del Ejército Nacional señor Nepomuceno 
R. Hernández, Jefe de puesto de Estero Hondo, sección de 
la común de Luperón, y presentó querella contra los señores 
Simeón Basilio, Santiago Basilio, Gregorio Basilio y Juan 
Isidro Morel "por el hecho de que estos señores, sin su pre-
via autorización ni haber tenido con él ninguna clase (le en-
tendido, entraron con un número de peones o de hombres a 
un cuadro de terreno que en calidad de arrendamiento posee 
hace tres años y ocho meses, destruyendo las empalizadas 
con miras de reponerlas e incautarse o posesionarse del re-
ferido cuadro de terreno según lo hicieron"; b) que sometido 
el ea% al Juzgado de Primera Instancia de Puerto Plata, és-
te 1) decidió por sentencia de fecha diez de julio de mil no-
vecientos cuarenta y ciner, cuyo es el siguiente dispositivo: 
"FALLA: PRIMERO: que debe declarar y DECLARA a los 
nombrados SIMEON BASILIO, de generales ignoradas, pro-
nunciándose el defecto contra éste por no haber compareci-
do a la audiencia a pesar de haber sido legalmente citado; 
SANTIAGO BASILIO, GREGORIO BASILIO y JUAN ISI-
DRO MOREL, de generales que constan, CULPABLES del 
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Oido el Magislado Juez Relator; 

Oido el Doctor Manuel R. Sosa Vassallo, abogado de 
los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se. 
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E. 
Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Lluberes 
Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
trito de Santo Domingo, hoy día diecinueve del mes de fe-
brero de mil novecientos cuarenta y seis, año 102o. de la 
Independencia, 83o. de la Restauración y 16o. de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Doctor 
Manuel R . Sosa Vassallo, portador de la cédula personal de 
identidad No. 15802, serie 47, sello No. 2384, en nombre y 
representación de los señores Simeón Basilio, mayor de edad, 
casado, agricultor, sin referencias en lo concerniente a la 
cédula; Gregorio Basilio, mayor de edad, casado, agricultor, 
portador de la cédula personal de identidad No. 2505, serie 
40 ; Santiago Basilio, mayor de edad, casado, agricultor, por-
tador de la cédula personal de identidad No. 528, serie 40, 
y Juan Isidro Morel, mayor de edad, soltero, agricultor, por-
tador de la cédula personal de identidad No. 490, serie 40, 
todos dominicanos, domiciliados y residentes en la sección 
de Estero Hondo, común de Luperón, provincia de Puerto 
Plata, contra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago, 
de fecha veintiseis de septiembre de mil novecientos cuaren -
ta y cinco; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada, en 
la Secretaría de la Corte a quo, en fecha veintinueve del mes' 

de septiembre de mil novecientos cuarenta y cinco ; 

Oida la lectura del dictamen del Magistrado Procurador 
General de la República, Licenciado Víctor Garrido, hecha 
por el Abogado Ayudante del mismo, Licenciado Alvaro A . 
Arvelo, que legalmente lo representaba; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos lo. de la Ley No. 43 de fecha 15 
de diciembre de 1930, y lo. y 24 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: a) que en fecha catorce de junio de mil novecien-
tos cuarenta y cinco el señor Gerardo Pichardo compareció 
por ante el cabo del Ejército Nacional señor Nepomuceno 
R. Hernández, Jefe de puesto de Estero Hondo, sección de 
la común de Luperón, y presentó querella contra los señores 
Simeón Basilio, Santiago Basilio, Gregorio Basilio y Juan 
Isidro Morel "por el hecho de que estos señores, sin su pre-
via autorización ni haber tenido con él ninguna clase de en-
tendido, entraron con un número de peones o de hombres a 
un cuadro de terreno que en calidad de arrendamiento posee 
hace tres años y ocho meses, destruyendo las empalizadas 
con miras de reponerlas e incautarse o posesionarse del re-
ferido cuadro de terreno según lo hicieron" ; b) que sometido 
el caco al Juzgado de Primera Instancia de Puerto Plata, és-
te h decidió por sentencia, de fecha diez de julio de mil no-
vecientos cuarenta y cinco, cuyo es el siguiente dispositivo: 
"FALLA: PRIMERO: que debe declarar y DECLARA a los 
nombrados SIMEON BASILIO, de generales ignoradas, pro-
nunciándose el defecto contra éste por no haber compareci-
do a la audiencia a pesar de haber sido legalmente citado; 
SANTIAGO BASILIO, GREGORIO BASILIO y JUAN ISI-
DRO MOREL, de generales que constan, CULPABLES del 
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Considerando,  en cuanto al primero y al segundo me- 
que los recurrentes lo fundan, esencialmente, en que 

Corte a quo incurre en una seria contradicción al decir: 
"el querellante Pichardo, como arrendatario ha ~te-

;liclo la posesión de una porción de terreno, y luego reconocer 
que el contrato de arrendamiento estaba vencido, sino que 
asienta un principio que desnaturaliza por completo el sen-
tido de la Ley No. 43, estableciento que el simple poseedor 
que no es ni dueño, ni arrendatario, ni usufructuario de un 
predio rural" y "puede ser víctima de una violación de pro-
piedad"; 

Considerando que según el artículo primero de la Ley 
No. 43 del 15 de diciembre del año 1930, "toda persona que 
se introduzca en una' heredad, finca o plantación sin permi-
so del dueño, arrendatario o usufructuario, será castigada 
con prisión correccional no menor de tres meses ni mayor 
de un año y multa de cinco a cien pesos"; 

Considerando que, como se ve, uno de los elementos 
constitutivos del delito de violación de propiedad, es que la 
persona que se introduzca en la "heredad, finca o planta-
ción", lo haga sin el "permiso del dueño, arrendatario o usu-
fructuario"; y que, por consiguiente, la víctima del delito, 
debe tener una de esas tres calidades, o ser un mandatario 
o representante de aquellos; 

Considerando, que en el presente caso, el querellante, 
; señor Gerardo Pichardo, alegó en la querella, que los incul-
pados, "sin su autorización,... entraron.... a un cuadro de 
terreno que" posee "hacen tres años", terreno que le "fué 
arrendado por el señor Julio Simón Zeller".... ; 

Considerando que, en lo referente a la calidad de arren-
datario de la víctima, expresa la Corte a quo en el quinto 
considerando, "que en la especie, el querellante Pichardo, 
como arrendatario, ha mantenido la posesión de una por-
ción de terreno que arrendó a Julio Simón, y aún cuando     
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delito de violación de propiedad en perjuicio del señor Ge-
rardo Pichardo (Tito) y, en consecuencia, debe condenarlos 
y los CONDENA a pagar cada uno una multa de TREINTA 
PESOS ($30.00) acogiéndose circunstancias atenuantes; y 
SEGUNDO: que debe condenarlos y los CONDENA, ade-
más, a todos, al pago solidario de las costas"; c) que, incon-
formes con esta sentencia, los inculpados interpusieron sen-
dos recursos de alzada contra ella por ante la Corte de Ape-
lación de Santiago, la cual estatuyó sobre dichos recursos 
por su fallo de fecha veintiseis de septiembre de mil nove-
cientos cuarenta y cinco, que es el impugnado en el presenteP .! 
recurso de casación, y cuyo dispositivo es del tenor siguierl 
te: "FALLA :— PRIMERO: que debe acoger y acoge en 
cuanto a la forma, el recurso de apelación intentado por los 
inculpados SIMEON BASILIO, SANTIAGO BASILIO, GRE-
GORIO BASILIO y JUAN ISIDRO MOREL, de generales 
expresadas ;  contra sentencia dictada, en atribuciones co-
rreccionales, por el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Puerto Plata, en fecha diez del mes de julio 
del año mil novecientos cuarenta y cinco, que los condenó a 
la pena de TREINTA PESOS DE MULTA, y al pago solida-
rio de las costas, como autores del delito de violación de pro-
piedad en perjuicio del señor Gerardo Pichardo (a) Tito, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes ;— SEGUNDO: 
que debe confirmar y confirma la antes expresada sentencia ; 
y TERCERO:— que debe condenar a los referidos inculpados 
al pago de las costas"; 

Considerando que los recurrentes, señores Simeón Ba-
silio, Gregorio Basilio, Santiago Basilio y Juan Isidro Mo -
rel, fundan su recurso de casación en los siguientes medios: 
"PRIMER MEDIO DE CASACION: VIOLACION DEL AR-
TICULO PRIMERO DE LA LEY No. 43, DEL 15 DE DI-
CIEMBRE DE 1930"; "SEGUNDO MEDIO DE CASACION: 
FALTA DE BASE LEGAL" y "TERCER MEDIO DE CA-
SACION: VIOLACION DEL PRINCIPIO CUESTION PER-
JUDICIAL A LA SENTENCIA": 
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delito de violación de propiedad en perjuicio del señor Ge-
rardo Pichardo (Tito) y, en consecuencia, debe condenarlos 
y los CONDENA a pagar cada uno una multa de TREINTA 
PESOS ($30.00) acogiéndose circunstancias atenuantes; y 

SEGUNDO: que debe condenarlos y los CONDENA, ade-
más, a todos, al pago solidario de las costas"; c) que, incon-
formes con esta sentencia, los inculpados interpusieron sen-
dos recursos de alzada contra ella por ante la Corte de A pe-
la ción de Santiago, la cual estatuyó sobre dichos recursos 
por su fallo de fecha veintiseis de septiembre de mil nove-
cientos cuarenta y cinco, que es el impugnado en el presenta: ► . 
recurso de casación, y cuyo dispositivo es del tenor siguiera; 
te: "FALLA :— PRIMERO: que debe acoger y acoge en 
cuanto a la forma, el recurso de apelación intentado por los 
inculpados SIMEON BASILIO, SANTIAGO BASILIO, GRE-
GORIO BASILIO y JUAN ISIDRO MOREL, de generales 
expresadas., contra sentencia dictada, en atribuciones co-
rreccionales, por el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Puerto Plata, en fecha diez del mes de julio 
del año mil novecientos cuarenta y cinco, que los condenó a 
la pena de TREINTA PESOS DE MULTA, y al pago solida-
rio de las costas, como autores del delito de violación de pro-
piedad en perjuicio del señor Gerardo Pichardo (a) Tito, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes ;— SEGUNDO: 
que debe confirmar y confirma la antes expresada sentencia; 
y TERCERO:— que debe condenar a los referidos inculpados' 
al pago de las costas"; 

Considerando que los recurrentes, señores Simeón Ba-
silio, Gregorio Basilio, Santiago Basilio y Juan Isidro Mo-
rel, fundan su recurso de casación en los siguientes medios: 
"PRIMER MEDIO DE CASACION: VIOLACION DEL AR-
TICULO PRIMERO DE LA LEY No. 43, DEL 15 DE DI-
CIEMBRE DE 1930"; "SEGUNDO MEDIO DE CASACION: 
FALTA DE BASE LEGAL" y "TERCER MEDIO DE CA* 
SACION: VIOLACION DEL PRINCIPIO CUESTION PER-
JUDICIAL A LA SENTENCIA":  
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I 
 Considerando, en cuanto al primero y al segundo me-

que los recurrentes n .funda, esencialmente, en que 
Corte a quo incurre en una seria contradicción al decir: 

• querellante Pichardo, como arrendatario ha mante- , 
iiido la posesión de una porción de terreno, y luego reconocer 
que el contrato de arrendamiento estaba vencido, sino que 
asienta un principio que desnaturaliza por completo el sen-
tido de la Ley No. 43, estableciento que el simple poseedor 
que no es ni dueño, ni arrendatario, ni usufructuario de un 
predio rural" y "puede ser víctima de una violación de pro-
piedad" n; 

Considerando siderando que según el artículo primero de la Ley 
No. 43 del 15 de diciembre, ,del año 1930, "toda persona que 
se introduzca en una' heredad, finca o plantación sin permi-

.So del dueño, arrendatario o usufructuario, será castigada 

.con prisión correccional no menor de tres meses ni mayor 
de un año y multa de cinco a cien pesos"; • 

Considerando que, como se ve, uno de los elementos 
constitutivos del delito de violación de propiedad, es que la 
persona que se introduzca en la "heredad, finca o planta-
ción", lo haga sin el "permiso del dueño, arrendatario o usu-
fructuario"; y que, por consiguiente, la víctima del delito, 
debe tener una de esas tres calidades, o ser un mandatario 
o representante de aquellos; 

. 	Considerando, que en el presente caso, el querellante, 
,señor Gerardo Pichardo, alegó en la querella, que los incul-
..pados, "sin su autorización,. . . entraron.... a un cuadro de 
terreno que" posee "hacen tres años", terreno que le "fué 
arrendado por el señor Julio Simón Zeller".... ; 

Considerando que, en lo referente a la calidad de arren-
datario de la víctima, expresa la Corte a quo en el quinto 
considerando, "que en la especie, el querellante Pichardo, 
como arrendatario, ha mantenido la posesión de una por-
ción de terreno que arrendó a Julio Simón, y aún cuando 

; 1 



a la fecha de la violación de que fué víctima, su contrato ha• 
bía vencido, él mantenía no obstante esa posesión a la espe. 
ra de las nuevas instrucciones o de nuevo convenio con el 
arrendador y mantenía como signo ostensible de su posesión, 
los animales de su propiedad"; que, asimismo, en el sexto 
considerando del fallo impugnado, se expresa que, en el caso, 
"no se ventila sino el hecho de violación de propiedad frente 
al arrendatario, Gerardo Pichardo".... y "que han queda, 
do claramente establecidos los hechos puestos a cargo de los 
prevenidos de haber violado la propiedad que posee como 
arrendatario Gerardo Pichardo".... ; 

Considerando, que, como se ve, los motivos dados pór 
la Corte de la cual proviene la sentencia, son contradictorios 
sobre el principal fundamento de su sentencia, con lo cual 
la ha dejado sin motivos en ese aspecto, todo ello, en viola-
ción de los artículos 195 del Código de Procedimiento Crimi-
nal y 27-5o. de la Ley sobre Procedimiento de Casación, de 
orden público ; 

Considerando, que, por otra parte, aún cuando el señor 
Gerardo Pichardo hubiese sido arrendatario del predio en el 
que se dice se introdujeron los inculpados, consta el fallo 
impugnado que, entre la madre de los inculpados, señora 
Encarnación Basilio, —quien según se alega fué quien les 
autorizó a reparar las empalizadas— y el señor Julio Simón, 
quien, según se alega también, fué el arrendador del querer 
liante, existe una litis pendiente ante el tribunal de Puerto 
Plata, y que ambos presentaron en la audiencia de lo penal, 
los documentos en que cada uno apoya su derecho de propie• 
dad sobre el predio referido, con el fin, la primera, de soli-
citar el sobreseimiento de lo penal hasta se resolviese la ex' 
cepción prejudicial fundada en el derecho de propiedad; y 
el segundo, para que el juez de lo correccional, fallase sobre 
tal derecho; 

Considerando, que situado así el asunto planteado al 
juez, no podía rechazar la solicitud de sobreseimiento de los 

inculpados, fundándose en que el querellante era . un arren-
datario, pues que el arrendamiento de la cosa de otro no es 
válido frente al verdadero propietario, sino cuando median-
te las condiciones requeridas, el arrendador, caso de no ser 
propietario, haya podido ser tenido, por un arrendatario de 
buena fé, como un propietario aparente; 

Considerando, que al carecer de motivos el fallo im- 
pugnado sobre uno de los fundamentos esenciales de la in-
fracción, y no contener tampoco motivos de hecho y de de-
recho suficientes acerca de si el arrendador era o no un pro-
pietario aparente, y el querellante un arrendatario de buena 
fé, el fallo impugnado debe ser casado ; 

Por tales motivos, y sin necesidad de examinar los de-
más medios del recurso, Primero: casa la sentencia de la 
Corte de Apelación de Santiago de fecha veintiseis del mes 
de septiembre de mil novecientos cuarenta y cinco, cnyo dis-
positivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, y 
envía el asunto ante la Corte de Apelación de La Vega ; y 
Segundo: declara las costas de oficio. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaq. E. Salazar h.—Pe-
dro Troncoso Sánchez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Al-
varez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 



a la fecha de la violación de que fué víctima, su contrato ha• 
bía vencido, él mantenía no obstante esa posesión a la espe. 
ra de las nuevas instrucciones o de nuevo convenio con el 
arrendador y mantenía como signo ostensible de su posesión, 
los animales de su propiedad"; que, asimismo, en el sexto 
considerando del fallo impugnado, se expresa que, en el caso, 
"no se ventila sino el hecho de violación de propiedad freiste 
al arrendatario, Gerardo Pichardo".... y "que han queda• 
do claramente establecidos los hechos puestos a cargo de los 
prevenidos de haber violado la propiedad que posee como 
arrendatario Gerardo Pichardo".... ; 

Considerando, que, como se ve, los motivos dados plr 
la Corte de la cual proviene la sentencia, son contradictorios 
sobre el principal fundamento de su sentencia, con lo cual 
la ha dejado sin motivos en ese aspecto, todo ello, en viola• 
ción de los artículos 195 del Código de Procedimiento Crimi-
nal y 27-5o. de la Ley sobre Procedimiento de Casación, de 
orden público; 

Considerando, que, por otra parte, aún cuando el señor 
Gerardo Pichardo hubiese sido arrendatario del predio en el 
que se dice se introdujeron los inculpados, consta el fallo 
impugnado que, entre la madre de los inculpados, señora 
Encarnación Basilio, —quien según se alega fué quien les 
autorizó a reparar las empalizadas— y el señor Julio Simón, 
quien, según se alega también, fué el arrendador del quer• 
liante, existe una litis pendiente ante el tribunal de Puerto 
Plata, y que ambos presentaron en la audiencia de lo penal, 
los documentos en que cada uno apoya su derecho de propie-
dad sobre el predio referido, con el fin, la primera, de soli-
citar el sobreseimiento de lo penal hasta se resolviese la ex• 
cepción prejudicial fundada en el derecho de propiedad; y 
el segundo, para que el juez de lo correccional, fallase sobre 
tal derecho; 

Considerando, que situado así el asunto planteado al 
juez, no podía rechazar la solicitud de sobreseimiento de los 

ulpados, fundándose en que el querellante era . un arren-
datario, pues que el arrendamiento de la cosa de otro no es 
válido frente al verdadero propietario, sino cuando median- 

las condiciones requeridas, el arrendador, caso de no ser 
propietario, haya podido ser tenido, por un arrendatario de 
buena fé, como un propietario aparente; 

Considerando, que al carecer de motivos el fallo im-
pugnado sobre uno de los fundamentos esenciales de la in-
fracción, contener tampoco motivos de hecho y de de-
recho suficientes acerca de si el arrendador era o no un pro-
pietario aparente, y el querellante un arrendatario de buena 
fé, el fallo impugnado debe ser casado; 

Por tales motivos, y sin necesidad de examinar los de-
más medios del recurso, Primero: casa la sentencia de la 
Corte de Apelación de Santiago de fecha veintiseis del mes 
de septiembre de mil novecientos cuarenta y cinco, cnyo dis-
positivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, y 
envía el asunto ante la Corte de Apelación de La Vega ; y 
Segundo: declara las costas de oficio. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaq. E. Salazar 
dro Troncoso Sánchez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Al-
varez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 



a la fecha de la violación de que fué víctima, su contrato ha• 
bía vencido, él mantenía no obstante esa posesión a la espe. 
ra de las nuevas instrucciones o de nuevo convenio con el 
arrendador y mantenía como signo ostensible de su posesión, 
los animales de su propiedad"; que, asimismo, en el sexto 
considerando del fallo impugnado, se expresa que, en el caso, 
"no se ventila sino el hecho de violación de propiedad frente 
al arrendatario, Gerardo Pichardo".... y "que han queda. 
do claramente establecidos los hechos puestos a cargo de los 
prevenidos de haber violado la propiedad que posee como 
arrendatario Gerardo Pichardo".... ; 

Considerando, que, como se ve, los motivos dados plr 
la Corte de la cual proviene la sentencia, son contradictorios 
sobre el principal fundamento de su sentencia, con lo cual 
la ha dejado sin motivos en ese aspecto, todo ello, en viola-
ción de los artículos 195 del Código de Procedimiento Crimi-
nal y 27-5o. de la Ley sobre Procedimiento de Casación, de 
orden público; 

Considerando, que, por otra parte, aún cuando el señor 
Gerardo Pichardo hubiese sido arrendatario del predio en el 
que se dice se introdujeron los inculpados, consta el fallo 
impugnado que, entre la madre de los inculpados, señora 
Encarnación Basilio, —quien según se alega fué quien les 
autorizó a reparar las empalizadas— y el señor Julio Simón, 
quien, según se alega también, fué el arrendador del quere• 
llante, existe una litis pendiente ante el tribunal de Puerto 
Plata, y que ambos presentaron en la audiencia de lo penal, 
los documentos en que cada uno apoya su derecho de propio• 
dad sobre el predio referido, con el fin, la primera, de soli-
citar el sobreseimiento de lo penal hasta se resolviese la ex-
cepción prejudicial fundada en el derecho de propiedad; y 
el segundo, para que el juez de lo correccional, fallase sobre 
tal derecho; 

Considerando, que situado así el asunto planteado al 
juez, no podía rechazar la solicitud de sobreseimiento de los  

culpados, fundándose en que el querellante era . un arren-
datario, pues que el arrendamiento de la cosa de otro no es 
válido frente al verdadero propietario, sino cuando median- 

las condiciones requeridas, el arrendador, caso de no ser 
propietario, haya podido ser tenido, por un arrendatario de 
buena fé, como un propietario aparente; 

Considerando, que al carecer de motivos el fallo inv 
pugnado sobre uno de los fundamentos esenciales de la in-
fracción, y no contener tampoco motivos de hecho y de de-
recho suficientes acerca de si el arrendador era o no un pro-
pietario aparente, y el querellante un arrendatario de buena 
fé, el fallo impugnado debe ser casado; 

Por tales motivos, y sin necesidad de examinar los de-
más medios del recurso, Primero: casa la sentencia de la 
Corte de Apelación de Santiago de fecha veintiseis del mes 
de septiembre de mil novecientos cuarenta y cinco, cnyo dis-
positivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, y 
envía el asunto ante la Corte de Apelación de La Vega ; y 
Segundo: declara las costas de oficio. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaq. E. Salazar h.—Pe-
dro Troncoso Sánchez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Al-
varez--Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 



Sobre el recurso de casación interpuesto, por órgano del 
Licenciado J. R. Cordero Infante, abogado dómiciliado 'en 
Ciudad Trujillo, portador de la cédula personal de identidad 
número 214, serie 1, renovada con el sello de R. I. No. 203, 
por Aurelio Cabrera (a) Lelo, dominicano, mayor de edad, 

_ casado, chófer, domiciliado en Castañuelas, sección de la co-
mún de. Villa Isabel, portador de la cédula personal de identi-
dad número 3214, serie 31, renovada para el año 1945 con el 
sello de R. I. No. 453715, y Arturo Bisonó Toribio, dominica. 
no, industrial, domiciliado y residente en la ciudad de Santia-
go de los Caballeros, portador de cédula personal número 3, 
serie 37, renovada con el sello No. 387, contra sentencia penal 

• de la Corte de Apelación de Santiago de fecha treinta de ma-
yo de mil novecientos cuarenta y . cinco, cuyo dispositivo se 
indicará después ; 

Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humbero Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, S e, 
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E . 

 Salazar hijo y Rafael A. Lluberes Valera, asistidos del ji¡„ 
frascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día veinticinco del mes de febrero de mil novecientos 
cuarenta y seis, año 102o. de la Independencia, 83o. de la 
Restauración y 16o. de la Era de Trujillo, dieta en audieu• 
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 
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los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 
Oido en la lectura de sus 'conclusiones, el Licenciado. 

Eduardo Sánchez Cabral, portador de la cédula personal de 
identidad número 4018, serie 31, renovada para el año 1946 j 

 con el sello de R. I. No. 501, abogado de la parte civil señora 
Pura o Prudencia Pimentel Viuda de la Rosa, dominicana, 
de oficios domésticos, domiciliada y residente en Castañue-, 
las, sección de la común de Villa Isabel, provincia de. Monte., 
Cristy, portadora de la cédula personal número 1043, serie . 
41, renovada con sello N 9  585486, quien actúa en su calidad 
de cónyuge superviviente del finado Félix Domingo de la , 
Rosa, y de tutora legal de sus hijos menores Rafael Nican-
dro, Fernando Enrique, Silvio de Jesús, Dilia Argentina, 
Francia, Víctor Félix y Neri Domingo de la Rosa Pimentel; , 
abogado que depositó un memorial de defensa; 

Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli-. 
ca, Licenciado Víctor Garrido, en la lectura de sus conclu-
siones; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 319 y 463 del Código Penal, 10 , 
(párrafo i) de la Ley de Carreteras y Tránsito por las mis-- 
mas; 1382, 1383 y 1384 del Código Civil; 177 a 211 del Códi-
go de Procedimiento Criminal; lo., 27 y 71 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

E1115JUDIU.t AL 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada, en 
la Secretaría de la Corte ya dicha, el veinte de junio de mil 
novecientos cuarenta 'y Cinco; 

Visto el memorial contentivo de medios del recurso, 
depositado en la Secretaría de esta Suprema Corte por el 
Licenciado J. R . Cordero Infante, abogado de los recurren' 
tes 

Oido el Magistrado Juez Relator ; 

Oido el Licenciado J. R. Cordero Infante, abogado de 

Considerando, que en la sentencia impugnada se expre-_ 
sa "que son hechos constantes, y establecidos aún por pro-
pia confesión del inculpado: a) que en fecha veinticinco de 
febrero del año mil novecientos cuarenta y cinco, yendo el 
finado Félix Domingo de la Rosa (a) Fello, acompañado de 
los señores Ramón Gómez, José de la Cruz (a) Hermógenes, 
Y a quien se les reunió, al llegar al rancho de una propiedad 
del Sr. Arturo Bisonó Toribio, el señor Pedro Román, a poco 
de salir de allí, vieron el camión placa No. 5533 propiedad 
del señor Arturo Bisonó Toribio, guiado por el motorista 
Aurelio Cabrera (a) Lelo; b) que al ver el camión, José de 
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Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humbero Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, S e, 
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E, 
Salazar hijo y Rafael A. Lluberes Valera, asistidos del ir. 
frascrito Secretario General. en la Sala donde celebra su s 

 audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día veinticinco del mes de febrero de mil novecientos 
cuarenta y seis, año 102o. de la Independencia, 83o. de la 
Restauración y 16o. de la Era de Trujillo, dicta en audieu. 
cia pública, corno corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto, por órgano del 
Licenciado J. R. Cordero Infante, abogado dómiciliado 'en 
Ciudad. Trujillo, portador de la cédula personal de identidad 
número 214, serie 1, renovada con el sello de R. I. No. 203, 
por Aurelio Cabrera (a) Lelo, dominicano, mayor de edad, 
casado, chófer, domiciliado en Castañuelas, sección de la co-
mún de. Villa Isabel, portador de la cédula personal de identi-
dad número 3214, serie 31, renovada para el año 1945 con el 
sello de R. I. No. 453715, y Arturo Bisonó Toribio, dominica-
no, industrial, domiciliado y residente en la ciudad de Santia-
go de los Caballeros, portador de cédula personal número 3, 
serie 37, renovada con el sello No. 387, contra sentencia penal 

. de la Corte de Apelación de Santiago de fecha treinta de ma-
yo de mil novecientos cuarenta y . cinco, cuyo dispositivo se 
indicará después;  

los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 
Oido en la lectura de sus 'conclusiones, el Licenciado. 

'Eduardo Sánchez Cabral, portador de la cédula personal de 
identidad número 4018, serie 31, renovada para el año 1946, 
con el sello de R. I. No. 501, abogado de la parte civil señora 
Pura o Prudencia Pimentel Viuda de la Rosa, dominicana,=, 
de oficios domésticos, domiciliada y residente en Castañue.., 
las, sección de la común de Villa Isabel, provincia de. Monte,, 
Cristy, portadora de la cédula personal número 1043, serie 
41, renovada con sello N° 585486, quien actúa en su calidad 
de cónyuge superviviente del finado Félix Domingo de .la 
Rosa, y de tutora legal de sus hijos menores Rafael Nican-,. 
dro, Fernando Enrique, Silvio de Jesús, Dilia Argentina, ,, 
Francia, Víctor Félix y Neri Domingo de la Rosa Pimentel; , 
abogado que depositó un memorial de defensa; 

Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli-.. 
ca, Licenciado Víctor Garrido, en la lectura de sus conclu-
siones; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 319 y 463 del Código Penal, 10 , 
(párrafo i) de la Ley de Carreteras y Tránsito por las mis-- 
mas; 1382, 1383 y 1384 del Código Civil; 177 a 211 del Códi-
go de Procedimiento Criminal ; lo., 27 y 71 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada, en 
la Secretaría de la Corte ya dicha, el veinte de junio de mil 
novecientos cuarenta "y Cinco; 

Visto el memorial contentivo de medios del recurso, 
depositado en la Secretaría de esta Suprema Corte por el 
Licenciado J. R. Cordero Infante, abogado de los recurren* 
tes 

Oido el Magistrado Juez Relator ; 

Oido el Licenciado J. R. Cordero Infante, abogado d 

Considerando, que en la sentencia impugnada se expre-., 
sa "que son hechos constantes, y establecidos aún por pro-
pia confesión del inculpado: a) que en fecha veinticinco de 
febrero del año mil novecientos cuarenta y cinco, yendo el 
finado Félix Domingo de la Rosa (a) Fello, acompañado de 
los señores Ramón Gómez, José de la Cruz (a) Hermógenes, 
Y a quien se les reunió, al llegar al rancho de una propiedad 
del Sr. Arturo Bisonó Toribio, el señor Pedro Román, a poco 
de salir de allí, vieron el camión placa No. 5533 propiedad 
del señor Arturo Bisonó Toribio, guiado por el motorista 
Aurelio Cabrera (a) Lelo; b) que al ver el camión, José de 
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la Cruz tomó la delantera, porque de la Rosa le dijo que su 
bestia se espantaba ; e) que la porción afirmada de este' ca-
mino carretero, es de cinco metros con veinticinco centíme -
tros (5.25 cmts.), y las cunetas son de un metro diez cen-
tímetros (1.10 cmts.), según acta instrumentada con motivo 
del levantamiento del cadáver, por el Juez Alcalde de Vi-
lla Isabel, ciudadano Miguel B. Patzot; d) que para pasar 
frente a los jinetes, el camión se ladeó excesivamente hacia 
su izquierda, pues el accidente ocurrió a dos metros o menos 
de la cuneta de ese lado, quedando del lado opuesto tres me-
tros francos de la vía ; e) que, aunque el motorista redujo 
un poco su velocidad, es lo cierto que antes de pasar a la 
víctima, aceleró el motor, creyendo, dice, "que todo peligro 
había pasado"; f) que el inculpado no aplicó los frenos ni la 
emergencia, cuando notara que la bestia que montaba Félix 
Domingo de la Rosa se había espantado, sino que se detuvo 
a dos metros más o menos del lugar de la colisión; g) que 
el cabión, a la velocidad que llevaba, haciendo uso de los fre-
nos, podía detenerse a un metro cincuenta centímetros y a 
un metro solamente, haciendo uso de frenos y emergencia, 
según la propia afirmación del inculpado; h) que antes de 
pasar el camión cerca de la víctima, a dos metros más o me-
nos de la cuneta, la bestia dió un salto atrás, momentos en 
que recibe un golpe en la nalga, se encabrita y lanza a de 
la 'Rosa sobre el bompe del camión, el cual muere en el ac-
to; i) que en el acta instrumentada por el Juez Alcalde de 
Villa Isabel, se afirma: "que de las investigaciones sobre el 
terreno de la tragedia, se pudo establecer que la colisión se 
originó cuatro metros antes del lugar donde cayó el cadá-
ver"; j) que aunque los testigos Ramón Gómez y José Gó-
mez, el primero, dice haber hecho señales, y el segundo ha-
berlas visto, pero como tales testimonios no coinciden ente -
rainente, la Corte prefiere descartar el hecho y atenerse a 
los antes enumerados" ; 

Considerando, que en la misma sentencia consta A), que 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Monte Cristy, apoderado correccionalmente del caso, dictó  

sobre éste, en fecha seis de abril de mil novecientos curen-
ta  y cinco, una sentencia con este dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: que debe declarar y DECLARA regular en la 
forma la constitución de parte civil hecha por la Sra. PURA 
PIMENTEL o PRUDENCIA PIMENTEL Vda. DE LA RO- 
SA, en su calidad de cónyuge superviviente de Félix Domin. 
go de la Rosa, y como tutora legal de sus hijos menores, RA- 
FAEL NICANDRO, FERNANDO ENRIQUE, SILVIO DE 
JESUS, DILIA ARGENTINA, FRANCIA, NICTOR FELIX 
y NERI DOMINGO DE LA ROSA PIMENTEL, contra los 
nombrados AURELIO  CABRERA y ARTURO BISONO TO- 
RIBIO, persona civilmente responsable; SEGUNDO: que de-
be declarar, como en efecto DECLARA al nombrado AURE-
LIO CABRERA (A) LELO, de generales anotadas, culpable 
del delito de homicidio involuntario, por imprudencia e in-
observancia de los reglamentos, en perjuicio del nombrado 
FELIX DOMINGO DE LA ROSA, previsto y sancionado por 
el Art. 319 del Código Penal, hecho ocurrido en el paraje de 
"Lozano" del barrio de Villa Copa, Común de Villa Isabel 
de esta Provincia, el día veinticinco del mes de Febrero del 
año mil novecientos cuarenticinco, y en CONSECUENCIA, lo 
condena, acogiendo en su favor el beneficio de circunstancias 
atenuantes, a sufrir la pena de un mes (1) de prisión correc-
cional; TERCERO: que debe declarar, como en efecto DE-
CLARA al nombrado AURELIO CABRERA (A) LELO y 
al señor ARTURO BISONO TORIBIO, éste último como co-
mitente de su preposé, o persona civilmente responsable, 
solidariamente responsable de los daños materiales y mora-
les que el hecho de homicidio involuntario cometido por el 
inculpado AURELIO CABRERA, en la persona de FELIX 
DOMINGO DE LA ROSA, le ha ocasionado a la señora PU-
RA PIMENTEL O PRUDENCIA PIMENTEL VIUDA DE 
LA ROSA, y a sus hijos menores RAFAEL NICANDRO, 
FERNANDO ENRIQUE, SILVIO DE JESUS, DILIA AR-
GENTINA, FRANCIA, NICTOR FELIX Y NERI DOMIN-
GO DE LA ROSA PIMENTEL, y en CONSECUENCIA, los 
condena al pago solidario de una indemnización de SEIS MIL 
PESOS ($6.000.00) en favor de la parte civil legalmente 
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la Cruz tomó la delantera, porque de la Rosa le dijo que su 
bestia se espantaba ; e) que la porción afirmada de este' ca-
mino carretero, es de cinco metros con veinticinco centíme -
tros (5.25 cmts.), y las cunetas son de un metro diez cen-
tímetros (1.10 cmts.), según acta instrumentada con motivo 
del levantamiento del cadáver, por el Juez Alcalde de Vi-

lla Isabel, ciudadano Miguel B. Patzot; d) que para pasar 
frente a los jinetes, el camión se ladeó excesivamente hacia 
su izquierda, pues el accidente ocurrió a dos metros o menos 
de la cuneta de ese lado, quedando del lado opuesto tres me-
tros francos de la vía ; e) que, aunque el motorista redujo 
un poco su velocidad, es lo cierto que antes de pasar a la 
víctima, aceleró el motor, creyendo, dice, "que todo peligro 
había pasado"; f) que el inculpado no aplicó los frenos ni la 
emergencia, cuando notara que la bestia que montaba Félix 
Domingo de la Rosa se había espantado, sino que se detuvo 
a dos metros más o menos del lugar de la colisión; g) que 
el cabión, a la velocidad que llevaba, haciendo .uso de los fre-
nos, podía detenerse a un metro cincuenta centímetros y a 
un metro solamente, haciendo uso de frenos y emergencia, 
según la propia afirmación del inculpado; h) que antes de 
pasar el camión cerca de la víctima, a dos metros más o me-
nos de la cuneta, la bestia dió un salto atrás, momentos en 
que recibe un golpe en la nalga, se encabrita y lanza a de 
la Rosa sobre el bompe del camión, el cual muere en el ac-
to; i) que en el acta instrumentada por el Juez Alcalde de 
Villa Isabel, se afirma: "que de las investigaciones sobre el 
terreno de la tragedia, se pudo establecer que la colisión se 
originó cuatro metros antes del lugar donde cayó el cadá-
ver"; j) que aunque los testigos Ramón Gómez y José Gó-
mez, el primero, dice haber hecho señales, y el segundo ha-
berlas visto, pero como tales testimonios no coinciden ente -
ramente, la Corte prefiere descartar el hecho y atenerse a 
los antes enumerados" ; 

Considerando, que en la misma sentencia consta A), que 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Monte Cristy, apoderado correccionalmente del caso, dictó  

ay 

sobre éste, en fecha seis de abril de mil novecientos cuaren- 
ta, y cinco, una sentencia con este dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: que debe declarar y DECLARA regular en la 
forma la constitución de parte civil hecha por la Sra. PURA 
PIMENTEL o PRUDENCIA PIMENTEL Vda. DE LA RO- 
SA, en su calidad de cónyuge superviviente de Félix Domin. 
go de la Rosa, y como tutora legal de sus hijos menores, RA- 
FAEL NICANDRO, FERNANDO ENRIQUE, SILVIO DE 
JESUS, DILIA ARGENTINA, FRANCIA, NICTOR FELIX 
y NERI DOMINGO DE LA ROSA PIMENTEL, contra los 
nombrados AURELIO  CABRERA y ARTURO BISONO TO- 
RIBIO, persona civilmente responsable; SEGUNDO: que de-
be declarar, como en efecto DECLARA al nombrado AURE-
LIO CABRERA (A) LELO, de generales anotadas, culpable 
del delito de homicidio involuntario, por imprudencia e in-
observancia de los reglamentos, en perjuicio del nombrado 
FELIX DOMINGO DE LA ROSA, previsto y sancionado por 
el Art. 319 del Código Penal, hecho ocurrido en el paraje de 
"Lozano" del barrio de Villa Copa, Común de Villa Isabel 
de esta Provincia, el día veinticinco del mes de Febrero del 
año mil novecientos cuarenticinco, y en CONSECUENCIA, lo 
condena, acogiendo en su favor el beneficio de circunstancias 
atenuantes, a sufrir la pena de un mes (1) de prisión correc-
cional; TERCERO: que debe declarar, como en efecto DE-
CLARA al nombrado AURELIO CABRERA (A) LELO y 
al señor ARTURO BISONO TORIBIO, éste último como co-
mitente de su preposé, o persona civilmente responsable, 
solidariamente responsable de los daños materiales y mora-
les que el hecho de homicidio involuntario cometido por el 
inculpado AURELIO CABRERA, en la persona de FELIX 
DOMINGO DE LA ROSA, le ha ocasionado a la señora PU-
RA PIMENTEL O PRUDENCIA PIMENTEL VIUDA DE 
LA ROSA, y a sus hijos menores RAFAEL NICANDRO, 
FERNANDO ENRIQUE, SILVIO DE JESUS, DILIA AR-
GENTINA, FRANCIA, NICTOR FELIX Y NERI DOMIN-GO DE LA ROSA PIMENTEL, y en CONSECUENCIA, los 
condena al pago solidario de una indemnización de SEIS MIL 
PESOS ($6.000.00) en favor de la parte civil legalmente 
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constituida como reparación a los perjuicios sufridos ; CUAR-
TO: que debe condenar y CONDENA al inculpado AURELIO 
CABRERA (A) LELO y a ARTURO BISONO TORIBIO, 
persona civilmente responsable, al pago solidario de las cos -
tas,, las cuales se declaran distraídas en favor del Licdo. 
Eduardo Sánchez Cabral y el Dr. Jacobo D. Helú Bencosme, 
por haber expresado ellos avanzarlas en su totalidad"; B), 
que tanto el prevenido Aurelio Cabrera (a) Lelo como la par-
te civilmente responsable Arturo Bisonó Toribio, apelaron 
contra la sentencia que queda indicada ; C), que la Corte de 
Apelación de Santiago conoció del asunto en audiencia pabli-
ca del veintiocho de mayo de mil novecientos cuarenta y cin-
co, en la cual el abogado de la parte civil concluyó así: "Por 
las razones expuestas y las que supliréis con vuestra cultura 
jurídica y celo por la dignidad de la justicia, la señora PU -
RA o PRUDENCIA PIMENTEL VIUDA DE LA ROSA, 
en su calidad de cónyuge superviviente del finado Félix Do-
mingo de la Rosa y como tutora legal de sus hijos menores 
Rafael Nicandro, Fernando Enrique, Silvio de Jesús, Dilia 
Argentina, Francia, Níctor Félix y Neri Domingo de la Rosa 
Pimentel, por mediación del infrascrito abogado, concluye 
snplicándoos: PRIMERO: que confirméis la sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Mon-
te Cristy, dictada en fecha 6 de abril del año en curso, en 
atribuciones correccionales, en cuanto dicha sentencia con -
dena solidariamente el inculpado Aurelio Cabrero (a) Lelo 
y al señor Arturo Bisonó Toribio, persona civilmente respon-
sable, al pago de una indemnización de SEIS MIL PESOS 
en favor de la concluyente, como reparación de los perjuicios 
sufridos por ella y sus hijos con motivo de la muerte de su 
esposo Félix Domingo de la Rosa y en cuanto dicha senten -
cia condena a los referidos señores Aurelio Cabrera (a) Le -
lo y Arturo Bisonó Toribio al pago solidario de las costas, 
las cuales fueron distraídas en provecho del Licenciado E . 
Sánchez Cabral y del Doctor Jacobo Helú Bencosme; y SE -
GUNDO: que condenéis, además, solidariamente al inculpa -
do Aurelio Cabrera (a) Lelo y al señor Arturo Bisonó Tori -
bio, al pago de las costas de la presente alzada, distrayén - 
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dalas en favor del abogado infrascrito, quien afirma haber' 
I: avanzado en su mayor parte"; y el abogado del inculpado 
y de  la persona civilmente resonsable presentó estas conclu-
siones: "POR LAS RAZONES EXPUESTAS y por las que 
indudablemente supliréis, el señor AURELIO CABRERA, 
en su calidad de prevenido a los fines de la persecución penal, 
y el señor ARTURO BISONO TORIBIO, en su pretendida 
calidad de comitente del primero, condenados ambos solida-
riamente, al pago de una indemnización por la sentencia ape-
lada, a los fines de la acción en responsabilidad civil deriva-
da, accesoriamente, del hecho punible que se le imputa al 
pretendido preposé Aurelio Cabrera, concluyen, en lo que a 
cada uno concierne, por mediación del abogado que suscribe, 
del modo más respetuoso, pidiéndoos que: admitáis esta ape-
lación por ser correcta en su forma y fondo, y Primero: En 
cuanto a la acción penal, y a la acción civil, de modo principal, 
que revoquéis totalmente la sentencia apelada de fecha 6 de 
abril del año en curso pronunciada por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Monte Cristy en razón 
de que: a)—el prevenido no pudo incurrir en ninguna de las 
faltas que señala el artículo 319 del Código Penal, puesto 
que, como lo ha evidenciado el plenario, al ocurrir el acciden-
te lamentable en que perdió la vida el señor Félix Domingo 
de la Rosa, no sólo no cometió ninguna de las faltas indica-
das por dicho artículo, sino que se condujo con absoluta dis-
creción, es decir, con señalada prudencia, sin haber cometido 
ninguna torpeza, inadvertencia, negligencia y sin saber in 
observado ningún reglamento ; b) que el prevenido no pudo, 
como señala la sentencia impugnada, haber violado, inobser-
vado el párrafo i) del Art . 10 de la Ley de Carreteras y 
Tránsito por las mismas, ya que se ha comprobado que ac-
tuó, antes y durante la ocurrencia del acciden, adoptando to-
das las precauciones razonables en el manejo y dirección del 
camión que accionaba y porque el animal en que cabalgaba 
el jinete víctima del accidente desgraciado, no dió señales os-
tensibles de estar asustado, sino en el momento mismo en 
que ocurrió el accidente siendo la causa de éste evidentemen-
te imprevisible ; c)— porque el jinete ni hizo ni pudo hacer 
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constituida como reparación a los perjuicios sufridos ; CUAR-

TO: que debe condenar y CONDENA al inculpado AUREI40 
CABRERA (A) LELO y a ARTURO BISONO TORIBIO, 
persona civilmente responsable, al pago solidario de las cos-
tas,. las cuales se declaran distraídas en favor del Licdo. 
Eduardo Sánchez Cabral y el Dr. Jacobo D. Helú Bencosme, 
por haber expresado ellos avanzarlas en su totalidad"; B), 

que tanto el prevenido Aurelio Cabrera (a) Lelo como la par-
te civilmente responsable Arturo Bisonó Toribio, apelaron 
contra la sentencia que queda indicada ; C), que la Corte de 
Apelación de Santiago conoció del asunto en audiencia pábli-
ca del veintiocho de mayo de mil novecientos cuarenta y cin-
co, en la cual el abogado de la parte civil concluyó así : "Por 
las razones expuestas y las que supliréis con vuestra cultura 
jurídica y celo por la dignidad de la justicia, la señora PU -
RA o PRUDENCIA PIMENTEL VIUDA DE LA ROSA, 
en su calidad de cónyuge superviviente del finado Félix Do-
mingo de la Rosa y como tutora legal de sus hijos menores 
Rafael Nicandro, Fernando Enrique, Silvio de Jesús, Dilia 
Argentina, Francia, Níctor Félix y Neri Domingo de la Rosa 
Pimentel, por mediación del infrascrito abogado, concluye 
snplicándoos: PRIMERO: que confirméis la sentencia del 
.Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Mon-
te Cristy, dictada en fecha 6 de abril del año en curso, en 
atribuciones correccionales, en cuanto dicha sentencia con-
dena solidariamente el inculpado Aurelio Cabrero (a) Lelo 
y al señor Arturo Bisonó Toribio, persona civilmente respon-
sable, al pago de una indemnización de SEIS MIL PESOS 
en favor de la concluyente, como reparación de los perjuicios 
sufridos por ella y sus hijos con motivo de la muerte de su 
esposo Félix Domingo de la Rosa y en cuanto dicha senten -
cia condena a los referidos señores Aurelio Cabrera (a) Le-
lo y Arturo Bisonó Toribio al pago solidario de las costas, 
las cuales fueron distraídas en provecho del Licenciado E . 
Sánchez Cabral y del Doctor Jacobo Helú Bencosme; y SE -
GUNDO: que condenéis, además, solidariamente al inculpa -
do Aurelio Cabrera (a) Lelo y al señor Arturo Bisonó Tori -

bio, al pago de las costas de la presente alzada, distrayén• 

dolas en favor del abogado infrascrito, quien afirma haber 
 avanzado  vanzado en su mayor parte"; y el abogado del inculpado 

las la persona civilmente resonsable presentó estas concia-
-
siones: "POR LAS RAZONES EXPUESTAS y por las que 
indudablemente supliréis, el señor AURELIO CABRERA, 
en su calidad de prevenido a los fines de la persecución penal, 
y el señor ARTURO BISONO TORIBIO, en su pretendida 
calidad de comitente del primero, condenados ambos solida-
riamente, al pago de una indemnización por la sentencia ape-
lada, a los fines de la acción en responsabilidad civil deriva-
da, accesoriamente, del hecho punible que se le imputa al 
pretendido preposé Aurelio Cabrera, concluyen, en lo que a 
cada uno concierne, por mediación del abogado que suscribe, 
del modo más respetuoso, pidiéndoos que: admitáis esta ape-
lación por ser correcta en su forma y fondo, y Primero: En 
cuanto a la acción penal, y a la acción civil, de modo principal, 
que revoquéis totalmente la sentencia apelada de fecha 6 de 
abril del año en curso pronunciada por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Monte Cristy en razón 
de que: a)—el prevenido no pudo incurrir en ninguna de las 
faltas que señala el artículo 319 del Código Penal, puesta 
que, como lo ha evidenciado el plenario, al ocurrir el acciden-
te lamentable en que perdió la vida el señor Félix Domingo 
de la Rosa, no sólo no cometió ninguna de las faltas indica-
das por dicho artículo, sino que se condujo con absoluta dis-
creción, es decir, con señalada prudencia, sin haber cometido 
ninguna torpeza, inadvertencia, negligencia y sin saber in 
observado ningún reglamento ; b) que el prevenido no pudo, 
como señala la sentencia impugnada, haber violado, inobser-
vado el párrafo i) del Art. 10 de la Ley de Carreteras y 
Tránsito por las mismas, ya que se ha comprobado que ac-
tuó, antes y durante la ocurrencia del acciden, adoptando to-
das las precauciones razonables en el manejo y dirección del 
camión que accionaba y porque el animal en que cabalgaba 
el jinete víctima del accidente desgraciado, no dió señales os-
tensibles de estar asustado, sino en el momento mismo en 
que ocurrió el accidente siendo la causa de éste evidentemen-
te imprevisible ; c)— porque el jinete ni hizo ni pudo hacer 
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en razón de la subitaneidad en que ocurrió el hecho, ninguna 
seña con el fin de que el conductor del vehículo permaneciera ' 
inmóvil y parara el motor ; d)— porque la interpretación ra- 

cional que se le debe dar a la parte in fine del párrafo i) del 
Art. 10 preindicado, conduce necesariamente a descartar la 
posibilidad de que el prevenido hubiese estado en falta, toda 
vez que dicho texto legal supone que, en el momento en que 
el jinete debe hacer la seña, es precisamente cuando el animal 
está ostensiblemente asustado y cuando la moderación de la 
velocidad se considera una medida insuficientemente pre. 
cautoria o prudente y se hace necesario poner inmóvil el ve• 
hículo y apagar el motor a fin de que el jinete pueda dominar 
el animal sobre que cabalga, puesto que sería absurdo, iló-
gico y pueril, darle otra interpretación a la Ley, que es muy 
clara y precisa al respecto; e) —porque las pruebas que arre-

Itja el plenario evidencian que el accidente fué, exclusivamen, 
te, generado por la falta de la víctima, por su imprudencia, 
por su torpeza, por su inadvertencia, puesto que no debió 
transitar por las vías públicas cabalgando un animal irre-
frenable, incontrolable, irregible; puesto que un hombre avi- . 

sado no habría actuado en la forma externa en que actuó la 
víctima, lo que constituye, según afirman los autores y la 
jurisprudencia, la comisión de una falta por lo menos cuasi-
delictuosa, cuando la obligación de prudencia genera un acci-
dente, como en el caso en que nos ocupamos ; f)—porque es 
constante en doctrina y en jurisprudencia que, cuando el ac-
cidente se debe exclusivamente a la falta de la víctima, es 
necesario, ineludible, exonerar totalmente de responsabilidad 
al prevenido. Por esas razones debe ser revocada totalmen-
te la sentencia, tanto desde el punto de vista penal, como 
desde el punto de vista de la responsabilidad civil, puesto 
que no existiendo la falta personal del pretendido preposé, 
jam'is puede existir la presunción de responsabilidad que re -
cae sobre el comitente en razón del hecho que se le imputa 
al primero ; Segundo: Subsidiariamente, que en el improba-
ble y raro caso , de que admitáis que 111 prevenido se le puede 
imputar la comisión de alguna falta, se admita al propio 
tiempo que la falta de la víctima fué de tal gravedad que 
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, puede considerarse como la eficiente causa del accidente y 
que, en ese caso, debe exonerarse también de responsabilidad 
anto penal como civil a los concluyentes, o que, si conside- 

,4js que la concomitancia de ambas partes fué la causa ge- 
neradora del accidente, en este caso revoquéis también la 
sentencia recurrida sancionando el hecho como una contra-
vención de simple policía, admitiendo circunstancias ate-
nuan te  y que en cuanto al cuantum de la reparación en daños 
y perjuicios modifiquéis la condenación considerando que la 
reparación debe ser dividida y apreciada de acuerdo con la 
gravedad de la falta cometida por cada uno, es decir, de 
acuerdo con la gravedad de la falta cometida cometida por 
la víctima, reduciendo, por lo mismo, con s iderablemente el 
cuantum de la reparación que debe satisfacer el comitente, 
a los justos límites que señalan los principios en semejantes 
casos ; Tercero: que si acogéis los pedimentos formulados 
que se refieren a la absoluta exoneración de responsabilidad, 
condenéis en costas a la parte civil y que, si acogéis el pedi-. 
mento fundado en la repartición de responsabilidades, en la 
existencia de la falta común, en ese caso, compenséis las 
costas. Bajo reservas"; D), que, en la misma audiencia, el 
Magistrado Procurador General de la Corte a quo, después 
de resumir el hecho, concluyó en su dictamen en el sentido 
de que debía ser declarado bueno y válido en la forma el re-
curso de apelación de que se conocía, y debía ser confirmada 
la sentencia del primer grado, en lo penal y condenados los 
apelantes al pago de una indemnización en favor de la par- , 

 te civil, que se justificara por estado "teniendo en cuenta 
para el monto de la misma, que en la comisión del hecho" 
había "habido concurrencia de falta de parte del inculpado y 
de parte de la víctima", y "al pago solidario de las costas"; 
E), que posteriormente, en audiencia de fecha treinta de ma-
yo de mil novecientos cuarenta y cinco, la Corte de Apela-
ción de Santiago dictó, en la indicada fecha, la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo es el que en seguida se 
copia: "FALLA: Primero: declara bueno y válido, en cuan-
to a la forma, el recurso de apelación ,interpuesto por el in-
culpado AURELIO CABRERA (a) LELO, y la persona ci- 
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en razón de la subitaneidad en que ocurrió el hecho, ninguna 
seña con el fin de que el conductor del vehículo permaneciera 
inmóvil y parara el motor ; d)— porque la interpretación ra-
cional que se le debe dar a la parte in fine del párrafo i) del 
Art. 10 preindicado, conduce necesariamente a descartar la 
posibilidad de que el prevenido hubiese estado en falta, toda 
vez que dicho texto legal supone que, en el momento en que 
el jinete debe hacer la seña, es precisamente cuando el animal 
está ostensiblemente asustado y cuando la moderación de la 
velocidad se considera una medida insuficientemente pre-
cautoria o prudente y se hace necesario poner inmóvil el ve-
hículo y apagar el motor a fin de que el jinete pueda dominar 
el animal sobre que cabalga, puesto que sería absurdo, iló-
gico y pueril, darle otra interpretación a la Ley, que es muy 
clara y precisa al respecto; e)—porque las pruebas que arro-

ija el plenario evidencian que el accidente fué, exclusivameni 
te, generado por la falta de la víctima, por su imprudencia, 
por su torpeza, por su inadvertencia, puesto que no debió 
transitar por las vías públicas cabalgando un animal irre-
frenable, incontrolable, irregible; puesto que un hombre avi-. 
sado no habría actuado en la forma externa en que actuó la 
víctima, lo que constituye, según afirman los autores y la 
jurisprudencia, la comisión de una falta por lo menos cuasi-
delictuosa, cuando la obligación de prudencia genera un acci• 
dente, como en el caso en que nos ocupamos ; f)—porque es 
constante en doctrina y en jurisprudencia que, cuando el ac-
cidente se debe exclusivamente a la falta de la víctima, es 
necesario, ineludible, exonerar totalmente de responsabilidad 
al prevenido. Por esas razones debe ser revocada totalmen-
te la sentencia, tanto desde el punto de vista penal, como 
desde el punto de vista de la responsabilidad civil, puesto 
que no existiendo la falta personal del pretendido preposé: 
jamás puede existir la presunción de responsabilidad que re -
cae sobre el comitente en razón del hecho que se le imputa 
al primero ; Segundo: Subsidiariamente, que en el improba-
ble y raro caso de que admitáis que dl prevenido se le puede 
imputar la comisión de alguna falta, se admita al propio 
tiempo que la falta de la víctima fué de tal gravedad que 
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puede considerarse como la eficiente causa del accidente y 
que, en ese caso, debe exonerarse también de responsabilidad 
tanto penal corno civil a los concluyentes, o que, si conside- 
ráis que la concomitancia de ambas partes fué la causa ge- 
n'  eradora del accidente, en este caso revoquéis también la 
sentencia recurrida sancionando el hecho como una contra- 
vención de simple policía, admitiendo circunstancias ate- 
nuan t e  y que en cuanto al cuantum de la reparación en daños 
y perjuicios modifiquéis la condenación considerando que la 
reparación debe ser dividida y apreciada de acuerdo con la 
gravedad de la falta cometida por cada uno, es decir, de 
acuerdo con la gravedad de la falta cometida cometida por 
la víctima, reduciendo, por lo mismo, considerablemente el 
cuantum de la reparación que debe satisfacer el comitente, 
a los justos límites que señalan los principios en semejantes 
casos ; Tercero: que si acogéis los pedimentos formulados 
que se refieren a la absoluta exoneración de responsabilidad, 
condenéis en costas a la parte civil y que, si acogéis el pedi-
mento fundado en la repartición de responsabilidades, en la 
existencia de la falta común, en ese caso, compenséis las 
costas. Bajo reservas"; D), que, en la misma audiencia, el 
Magistrado Procurador General de la Corte a quo, después 
de resumir el hecho, concluyó en su dictamen en el sentido 
de que debía ser declarado bueno y válido en la forma el re-
curso de apelación de que se conocía, y debía ser confirmada 
la sentencia del primer grado, en lo penal y condenados los 
apelantes al pago de una indemnización en favor de la par- , 

 te civil, que se justificara por estado "teniendo en cuenta 
para el monto de la misma, que en la comisión del hecho" 
había "habido concurrencia de falta de parte del inculpado y 
de parte de la víctima", y "al pago solidario de las costas"; 
E), que posteriormente, en audiencia de fecha treinta de ma-
yo de mil novecientos cuarenta y cinco, la Corte de Apela 
ción de Santiago dictó, en la indicada fecha, la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo es el que en seguida se 
copia: "FALLA: Primero: declara bueno y válido, en cuan-
to a la forma, el recurso de apelación interpuesto por el in-
culpado AURELIO CABRERA (a) LELO, y la persona ci- 
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vilmente responsable, señor Arturo Bisonó Toribio, Contra 
.sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
,Distrito Judicial de Monte Cristy, en fecha seis de abril de 
mil novecientos cuarenta y cinco; Segundo: confirma, en 
cuanto a la pena impuesta, la sentencia apelada, y en conse-
cuencia condena al inculpado AURELIO CABRERA (a) LE-
LO, de generales anotadas, a sufrir la pena de UN MES DE 
PRISION CORRECCIONAL, por su delito de homicidio in-
voluntario en la persona de Félix Domingo de la Rosa, aco-

. giendo en su favor circunstancias atenuantes ; Tercero: de-

..clara que en el acidente desgraciado en que perdió la vida 
Félix Domingo de la Rosa., hubo falta recíproca, es decir, 
tanto de falta del inculpado Aurelio Cabrera (a) Lelo, corno 
.de parte de la propia víctima, pero sin compensarlas total-
mente ; Cuarto: en consecuencia, condena a AURELIO CA-
BRERO (a) LELO, inculpado, y ARTURO BISONO TORI-
BIO, comitente, al pago solidario de DOS MIL PESOS 
($2.000.00), a título de reparación de los daños materiales 
y morales ocasionados por el hecho de homicidio involunta-
rio cometido en la persona de Félix Domingo de la Rosa, y 
provecho de la señora PURA PIMENTEL o PRUDENCIA 
PIMENTEL VIUDA DE LA ROSA, parte civil constituida, 
.en su doble calidad de cónyuge superviviente y tutora legal 
de sus hijos menores RAFAEL NICANDRO, SILVIO DE 
JESUS, FERNANDO ARTURO, LIDIA ARGENTINA, 
FRANCIA CERDEVA, NICTOR FELIX y NERI DOMIN-
GO DE LA ROSA ; Quinto: compensa parcialmente las cos-
tas. y en consecuencia condena a AURELIO CABRERA (a) 
LELO, inculpado, y ARTURO BISONO TORIBIO, comiten-
te, al pago de dos tercios de las costas de ambas instancias, 
distrayendo las de esta alzada en favor del Licenciado Pablo 
M. Paulino, abogado, quien afirma haberlas avanzado en su 
mayor parte"; 

Considerando, que el abogado que declaró el presente 
recurso expone, en el acta correspondiente, que sus represen-
tados lo interponen por no estar conformes con la sentencia 
atacada "en razón de que ésta ha desnaturalizado los hechos  

v  y.  lado otras disposiciones de derecho"; y en el memorial 
depositado más tarde, invoca los medios de casación siguien-

tés . "PRIMER MEDIO: Desnaturalización de los hechos, 
contradicción de motivos y falta de base legal"; "SEGUNDO 

MEDIO: Violación de los artículos 319 del Código Penal, ar-
tículo 10 párrafo i de la Ley de Carreteras y Tránsito por 

las mismas, artículos 1382, 1383 y 1384 del Código Civil"; 

Considerando, en cuanto al primer medio: que en este 
se expone que la "sentencia recurrida deduce de hechos que 
ha desnaturalizado y de algunos que no fueron comprobados, 
la existencia de la falta del prevenido"; que "no es cierto, 
como afirma la sentencia recurrida, porque lo desmienten 

.. las hojas de audiencias, que los hechos que tienen por cons-
, tantes y por establecidos lo hubiesen sido aún por la propia 

confesión del inculpado", y se trata de ponderar diversas de-
claraciones de testigos, comparándolas con las expresiones 
del fallo; pero, 

Considerando, que el examen de las alegaciones de los 
recurrentes pone de manifiesto que lo que éstos pretenden es 
que, porque la interpretación que ellos hacen de los hechos 
no coincide con la de la sentencia impugnada, tales hechos 
han sido desnaturalizados por dicho fallo ; que como en el 
primer considerando de éste se expresa "que son hechos 
constantes, y establecidos aún por propia confesión del in-
culpado" los que en seguida son enumerados allí, basta que 
algún hecho no esté consignado en la declaración del incul-
pado Aurelio Cabrera, para que haya la desnaturalización 
.que se pretende ; y 

Considerando, que en lugar de encontrarse, en el exa-
men de la sentencia atacada, desnaturalización alguna, en el 
expediente se encuentran las actas de audiencia y las otras -
piezas de donde tomó la Corte a quo la base para el estable-
cimiento de los hechos, tal como ella los presenta ; que en el 
Considerando sexto de su fallo, resume ahí, la Corte a quo, los fundamentos de lo decidido por ella: "que del análisis de 
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vilmente responsable, señor Arturo Bisonó Toribio, Contra 
sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
,Distrito Judicial de Monte Cristy, en fecha seis de abril de 
mil novecientos cuarenta y cinco ; Segundo: confirma, en 
cuanto a la pena impuesta, la sentencia apelada, y en conse-
cuencia condena al inculpado AURELIO CABRERA (a) LE-
LO, de generales anotadas, a sufrir la pena de UN MES DE 
PRISION CORRECCIONAL, por su delito de homicidio in-
voluntario en la persona de Félix Domingo de la Rosa, aco-

. giendo en su favor circunstancias atenuantes ; Tercero: de-

..clara que en el acidente desgraciado en que perdió la vida 
Félix Domingo de la Rosa, hubo falta recíproca, es decir, 
tanto de falta del inculpado Aurelio Cabrera (a) Lelo, cpmo 
de parte de la propia víctima, pero sin compensarlas total-
mente ; Cuarto: en consecuencia, condena a AURELIO CA-
BRERO (a) LELO, inculpado, y ARTURO BISONO TORI -
BIO, comitente, al pago solidario de DOS MIL PESOS 
($2 .000.00), a título de reparación de los daños materiales 
y morales ocasionados por el hecho de homicidio involunta-
rio cometido en la persona de Félix Domingo de la Rosa, y 
provecho de la señora PURA PIMENTEL o PRUDENCIA 
PIMENTEL VIUDA DE LA ROSA, parte civil constituida, 
,en su doble calidad de cónyuge superviviente y tutora legal 
de sus hijos menores RAFAEL NICANDRO, SILVIO DE 
JESUS, FERNANDO ARTURO, LIDIA ARGENTINA, 
FRANCIA CERDEVA, NICTOR FELIX y NERI DOMIN-
GO DE LA ROSA; Quinto: compensa parcialmente las cos-
tas, y en consecuencia condena a AURELIO CABRERA (a) 
LELO, inculpado, y ARTURO BISONO TORIBIO, comiten-
te, al pago de dos tercios de las costas de ambas instancias, 
distrayendo las de esta alzada en favor del Licenciado Pablo 
M. Paulino, abogado, quien afirma haberlas avanzado en su 
mayor parte"; 

Considerando, que el abogado que declaró el presente 
recurso expone, en el acta correspondiente, que sus represen-
tados lo interponen por no estar conformes con la sentencia 
atacada "en razón de que ésta ha desnaturalizado los hechos  

y 
violado otras disposiciones de derecho" ; y en el memorial 

depositado ositado más tarde, invoca los medios de casación siguien-
tés:  «PRIMER MEDIO: Desnaturalización de los hechos, 
c,ontradicción de motivos y falta de base legal" ; "SEGUNDO 

MEDIO: Violación de los artículos 319 del Código Penal, ar-
tículo 10 párrafo i de la Ley de Carreteras y Tránsito por 
las  mismas, artículos 1382, 1383 y 1384 del Código Civil"; 

- Considerando, en cuanto al primer medio: que en este 
se  expone que la "sentencia recurrida deduce de hechos que 
ha desnaturalizado y de algunos que no fueron comprobados, 
la  existencia de la falta del prevenido" ; que "no es cierto, 
como afirma la sentencia recurrida, porque lo desmienten 
las hojas de audiencias, que los hechos que tienen por cons-
tantes y por establecidos lo hubiesen sido aún por la propia 
confesión del inculpado", y se trata de ponderar diversas de-
claraciones de testigos, comparándolas con las expresiones 
del fallo; pero, 

Considerando, que el examen de las alegaciones de los 
recurrentes pone de manifiesto que lo que éstos pretenden es 
que, porque la interpretación que ellos hacen de los hechos 
no coincide con la de la sentencia impugnada, tales hechos 
han sido desnaturalizados por dicho fallo ; que como en el 
primer considerando de éste se expresa "que son hechos 
constantes, y establecidos aún por propia confesión del in-
culpado" los que en seguida son enumerados allí, basta que 
algún hecho no esté consignado en la declaración del incul-
pado Aurelio Cabrera, para que haya la desnaturalización 
que se pretende; y 

Considerando, que en lugar de encontrarse, en el exa-
men de la sentencia atacada, desnaturalización alguna, en el 
expediente se encuentran las actas de audiencia y las otras 
piezas de donde tomó la Corte a quo la base para el estable-
cimiento de los hechos, tal como ella los presenta ; que en el 
Considerando sexto de su fallo, resume así, la Corte a quo, los fundamentos de lo decidido por ella : "que del análisis de 

111, 
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los hechos admitidos por la Carte, se desprende que, si - bie 
intervino una imprudencia de parte de la víctima Félix D o, 
mingo de la Rosa, —al no apearse de la bestia en que cabal, 
gaba, a sabiendas de que gsta se espantaba—, intervino  del 
mismo modo en aquel accidente desgraciado otra falta much o 

 más grave, a cargo del motorista Aurelio Cabrera (a) Lelo;  
porque, cargar su vehículo excesivamente hacia su izquierda, 
acelerar el motor, creyendo que todo peligro había pasado, y 
no aplicar los frenos y la emergencia antes de la colisión, 
han sido factores concurrentes, aunque predominantes, en el 
fatal accidente ocurrido en la tarde del veinticinco de fehre• 
ro del año mil novecientos cuarr_ticinco; que, si el inculpa, 
do había reducido su velocidad, 1. pesar de la manifi,sta 
prucleneib de cargarse hacia ese lado precisamente, ciando 
había tres metros o más casi libres de obstáculos a su dere-4 
cha, solo puede interpretarse como una nueva y grave 
prudencia, el hecho de haber acelerado el motor antes de 
as ,:., gurarse plenamente de haber dejado detrás a los tres ji. 
netes ; porque, ha debido prever razonablemente que aque-
llos animales, como seres irracionales al fin, podían asustar 
se con el ruido y la excesiva proximidad del vehículo, y en es-
te caso, de haber sido dueño del manejo y dirección del mis-
mo, hubiese podido, por inmediato uso de los frenos y de la 
emergencia, evitar la desgraciada colisión que produjo la 
muerte a Félix Domingo de la Rosa; pero, lejos de esto, es 
constante, y de manera de agravación de su propia falta, que 
apesar de advertir que la bestia que montaba la víctima se 
había espantado, o no pudo al instante hacer uso de los frenos, 
"por tener metido un cambio", dijo el testigo José Gómez, o 
cometido la enorme equivocación de creer, que acelerando, 
dejaría detrás indemnes a bestia y jinete ; en la primera 
pótesis, sería evidente una inobservancia de los reglamen-
tos, ya que el motorista debe ser dueño del manejo y direc-
ción de su vehículo, y no lo sería, cuando por su propia tor 
peza se colocara en la imposibilidad de hacer uso inmediato 
de los instrumentos destinados a prevenir los accidentes que 
parecen inminentes, y en la otra, constituye una grave im- 
prudencia, como se ha dicho antes"; que en lo transcrito, en  

lo cual no aparece desnaturalización alguna, se encuentran 
motivos no contradictorios y sí suficientes para fundamen-
tar lo decidido penalmente, sin omisión de hechos que pudiera 
constituir el vicio, en realidad inexistente, de falta de base 
legal ; que, por todo los dicho, el primer medio debe ser re-
chazado por falta de fundamento; 

Considerando, acerca del segundo medio: que si bien es 
cierto que, como lo aducen los recurrentes, "corresponde a la 
Corte de Casación apreciar en derecho si los hechos que los 
jueces del fondo han declarado constitutivos de una falta, 
caen bajo la aplicación del Art. 1382 C. Civ.", lo que se pre-
tende en este medio no es meramente, que se haga lo que se 
indica en la cita de doctrina que queda copiada, sino que la 
Suprema Corte varíe el establecimiento de hecho que apare-
ce realizado por los jueces del fondo, y que a los hechos que 
en un nuevo aspecto así aparezcan, se les aplique el derecho 
para verificar si el accidente en el cual perdió la vida Félix 
Domingo de la Rosa se debió o nó, principalmente, a la falta 
de Aurelio Cabrera ; que de ese modo se está aspirando, en 
contra de los principios que rigen la casación, a que la Supre-
ma Corte conozca de cuestiones en que se encuentran mez-
clados puntos de derecho con puntos de hecho, para dictar 
su decisión, contraviniendo lo dispuesto en el artículo lo. de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación ; que en el conside-
rando sexto de la sentencia atacada, copiado en el presente 
fallo, en las consideraciones concernientes al primer medio, 
pe encuentran los fundamentos de lo decidido en cuanto a lo 
penal por la Corte a quo, y se evidencia que ésta, en vez de 
violar los artículos 1382, 1383 y 1384 del Código Civil, hizo 
una correcta aplicación de los mismos; que lo dicho no es 
alterado por la circunstancia de que se hubiera estado o nó 
en el caso previsto del párafo i del artículo 10 de la Ley de 
Carreteras, pues a un chófer, obligado como está a tomar 
todas las precauciones posibles para que con la máquina 
que él maneje no se atente contra la vida de las personas, no 
le basta demostrar que tomó ésta o aquella precaución espe-
cificada en la Ley de Carreteras, si se comprueba, como en 
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los heChos admitidos por la Carte, se desprende que, si - bie 
intervino una imprudencia de parte de la víctima Félix Do 
mingo de la Rosa, —al no apearse de la bestia en que cabal, 
gaba, a sabiendas de que gsta se espantaba—, intervino del 
mismo modo en aquel accidente desgraciado otra falta much o 

 más grave, a cargo del motorista Aurelio Cabrera (a) Lelo; 
porque, cargar su vehículo excesivamente hacia su izquierda, 
acelerar el motor, creyendo que todo peligro había pasado, y 
no aplicar los frenos y la emergencia antes de la colisión, 
han sido factores concurrentes, aunque predominantes, en el 
fatal accidente ocurrido en la tarde del veinticinco de febre-
ro del año mil novecientos cua rPrticinco ; que, si el inculpa, 
do había reducido su velocidad, pesar de la manifi: sta in 
prudeneil; de cargarse hacia ese lado precisamente, cuando 
había tres metros o más casi libres de obstáculos a su dere, 

 cha, solo puede interpretarse como una nueva y grave inr 
prudencia, el hecho de haber acelerado el motor antes de 
ase,gurarse plenamente de haber dejado detrás a los .ores ji-
netes ; porque, ha debido prever razonablemente que aque-
llos animales, como seres irracionales al fin, podían asustar 
se con el ruido y la excesiva proximidad del vehículo, y en es-
te caso, de haber sido dueño del manejo y dirección del mis-
mo, hubiese podido, por inmediato uso de los frenos y de la 
emergencia, evitar la desgraciada colisión que produjo la 
muerte a Félix Domingo de la Rosa; pero, lejos de esto, es 
constante, y de manera de agravación de su propia falta, que 
apesar de advertir que la bestia que montaba la víctima se 
había espantado, o no pudo al instante hacer uso de los frenos, 
"por tener metido un cambio", dijo el testigo José Gómez, o 
cometido la enorme equivocación de creer, que acelerando, 
dejaría detrás indemnes a bestia y jinete ; en la primera 
pótesis, sería evidente una inobservancia de los reglamen-
tos, ya que el motorista debe ser dueño del manejo y direc-
ción de su vehículo, y no lo sería, cuando por su propia tor 
peza se colocara en la imposibilidad de hacer uso inmediato 
de los instrumentos destinados a prevenir los accidentes que 
parecen inminentes, y en la otra, constituye una grave im-
prudencia, como se ha dicho antes"; que en lo transcrito, en 
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lo cual no aparece desnaturalización alguna, se encuentran 

motivos no contradictorios y sí suficientes para fundamen-

t-ar lo decidido penalmente, sin omisión de hechos que pudiera 
constituir el vicio, en realidad inexistente, de falta de base 
legal ; que, por todo los dicho, el primer medio debe ser re-
chazado por falta de fundamento; 

Considerando, acerca del segundo medio: que si bien es 
cierto que, como lo aducen los recurrentes, "corresponde a la 
Corte de Casación apreciar en derecho si los hechos que los 
jueces del fondo han declarado constitutivos de una falta, 
caen bajo la aplicación del Art. 1382 C. Civ.", lo que se pre-
tende en este medio no es meramente, que se haga lo que se 
indica en la cita de doctrina que queda copiada, sino que la 
Suprema Corte varíe el establecimiento de hecho que apare-
ce realizado por los jueces del fondo, y que a los hechos que 
en un nuevo aspecto así aparezcan, se les aplique el derecho 
para verificar si el accidente en el cual perdió la vida Félix 
Domingo de la Rosa se debió o nó, principalmente, a la falta 
de Aurelio Cabrera; que de ese modo se está aspirando, en 
contra de los principios que rigen la casación, a que la Supre-
ma Corte conozca de cuestiones en que se encuentran mez-
clados puntos de derecho con puntos de hecho, para dictar 
su decisión, contraviniendo lo dispuesto en el artículo lo. de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación ; que en el conside-
rando sexto de la sentencia atacada, copiado en el presente 
fallo, en las consideraciones concernientes al primer medio, 
se encuentran los fundamentos de lo decidido en cuanto a lo 
penal por la Corte a quo, y se evidencia que ésta, en vez de 
violar los artículos 1382, 1383 y 1384 del Código Civil, hizo 
una correcta aplicación de los mismos; que lo dicho no es 
alterado por la circunstancia de que se hubiera estado o nó 
en el caso previsto del párafo i del artículo 10 de la Ley de 
Carreteras, pues a un chófer, obligado como está a tomar 
todas las precauciones posibles para que con la máquina 
que él maneje no se atente contra la vida de las personas, no 
le basta demostrar que tomó ésta o aquella precaución espe-
cificada en la Ley de Carreteras, si se comprueba, como en 
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la especie lo han hecho los jueces del fondo, que incurrió, por 
torpeza, en omisiones que ocasionaron un homicidio involun. 
tario ; que por otra parte, en la decisión que es objeto del 
presente recurso, especialmente en los considerandos nova, 
no, décimo y undécimo, se encuentran clara y suficiente. 
mente expuestos los fundamentos que tuvo la Corte a quo pa. 
ra lo que decidió respecto a la indemnización que reclamaba 
la parte civil, todo lo cual se encuentra de acuerdo con lo pre. 
visto en los artículos 1382, 1383 y 1384 del Código Civil; 
que por esto y por las demás razones que quedan externa. 
das en las presentes consideraciones, el segundo y último 
medio del memorial de los recurrentes debe ser rechazado; 

Considerando, que no sólo en los aspectos que han sido 
examinados, sino tampoco en ningún otro, presenta el fallo 
impugnado vicios, de forma o de fondo, que pudieran condu-
cir a su anulación, por lo que el recurso del cual se viene 
tratando debe ser rechazado íntegramente ; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa• 
ción interpuesto, por Aurelio Cabrera (a) Lelo y Arturo 
Bisonó Toribio, contra sentencia de la Corte de Apelación de 
Santiago, de fecha treinta de mayo de mil novecientos cua-
renta y cinco, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar 
del presente fallo ; Segundo: condena a los recurrentes al 
pago de las costas, con distracción en favor del abogado de 
la parte civil, Licenciado E. Sánchez Cabral, quien ha afir-
mado haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaq. E. Salazar h.— 
Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Alvarez—Secretario Gene -
ral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

BCTEE'rIN 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicl;rra. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciack -s 
Juan Tomás Mejía, Presidente ; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente ; Leoncio Ramos, Joaquín E. 
Salázar hijo y Rafael A. Lluberes Valera, asistidos del in-
frascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día veinticinco del mes de febrero de mil novecientos cua-
renta y seis, año 102o. de la Independencia, 83o. de la Res -
tauración y 16o. de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia : 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Anadina 
Payano, dominicana, de 18 años de edad, soltera, de queha-
haceres domésticos, domiciliada y residente en Ciudad Tru-
jillo, portadora de la cédula personal de identidad No. 11795, 
serie 56, como parte civil constituida, contra sentencia dicta-
da en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo de fecha treinta y,uno de agosto de mil 
novecientos cuarenta y cinco; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en fe-
, cha treinta y uno de agosto de mil novecientos cuarenta y 
, seis, en,  la Secretaría de la Corte a quo; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República, Licenciado Víctor Garrido, quien estuvo repre-
sentado en la audiencia por su Abogado Ayudante el Licen-
ciado Alvaro A. Arvelo; 

La Suprema Corte de Juscticia, después de haber deli- 
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la especie lo han hecho los jueces del fondo, que incurrió, por 
torpeza, en omisiones que ocasionaron un homicidio involuir 
tario ; que por otra parte, en la decisión que es objeto del 
presente recurso, especialmente en los considerandos nove. 
no, décimo y undécimo, se encuentran clara y suficiente-
mente expuestos los fundamentos que tuvo la Corte a quo pa., 
ra lo que decidió respecto a la indemnización que reclamaba 
la parte civil, todo lo cual se encuentra de acuerdo con lo pre, 
visto en los artículos 1382, 1383 y 1384 del Código Civil; 
que por esto y por las demás razones que quedan externa. 
das en las presentes consideraciones, el segundo y último 
medio del memorial de los recurrentes debe ser rechazado; 

Considerando, que no sólo en los aspectos que han sido 
examinados, sino tampoco en ningún otro, presenta el fallo 
impugnado vicios, de forma o de fondo, que pudieran condu-
cir a su anulación, por lo que el recurso del cual se viene 
tratando debe ser rechazado íntegramente ; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa• 
ción interpuesto, por Aurelio Cabrera (a) Lelo y Arturo 
Bisonó Toribio, contra sentencia de la Corte de Apelación de 
Santiago, de fecha treinta de mayo de mil novecientos cua-
renta y cinco, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar 
del presente fallo ; Segundo: condena a los recurrentes al 
pago de las costas, con distracción en favor del abogado de 
la parte civil, Licenciado E. Sánchez Cabral, quien ha afir-
mado haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaq. E. Salazar h.— 
Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Alvarez—Secretario Gene -
ral 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A . Alvarez.  

^ETIN 	 99-- 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente ; Froilán Tavares hijo, Se -
gundo Sustituto de Presidente ; Leoncio Ramos, Joaquín E. 
Salázar hijo y Rafael A. Lluberes Valera, asistidos del in-
frascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día veinticinco del mes de febrero de mil novecientos cua-
renta y seis, año 102o. de la Independencia, 83o. de la Res -
tauración y 16o. de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Anadina 
Payano, dominicana, de 18 años de edad, soltera, de queha-
haceres domésticos, domiciliada y residente en Ciudad Tru-
jillo, portadora de la cédula personal de identidad No. 11795, 
serie 56, como parte civil constituida, contra sentencia dicta-
da en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo de fecha treinta y uno de agosto de mil 
novecientos cuarenta y cinco; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en fe-
, cha treinta y uno de agosto de mil novecientos cuarenta y 
, seis, en' la Secretaría de la Corte a quo; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República, Licenciado Víctor Garrido, quien estuvo repre-
sentado en la audiencia por su Abogado Ayudante el Licen-
ciado Alvaro A. Arvelo; 

La Suprema Corte de Juscticia, después de haber deli- 



berado, y vistos los artículos 194 y 212 del Código de Proce.. 
dimiento Criminal y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: a) que en fecha diez y ocho de junio de mil no-
vecientos cuarenta y cinco, Anadina Payano presentó que-
rella ante el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judi-
cial de Santo Domingo contra Arquímedes Pérez por haberla 
difamado en el Mercado Modelo de Ciudad Trujillo; b) que 
apoderada del caso la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del mismo Distrito Judicial y constituida en par-
te civil la querellante, aquel tribunal dictó en fecha veinte y 
siete de julio de mil novecientos cuarenta y cinco una sen-
tencia cuyo dispositivo dice: "FALLA; lo.— Que ha de de-
clarar como al efecto declara, al nombrado Arquímedes Pé-
rez, de generales conocidas, culpable del delito de DIFAMA-
CION, en perjuicio de la señora Anadina Payano, que se le 
imputa, y en consecuencia, lo condena al pago de una multa, 
de TREINTA PESOS ORO ($30.00) moneda de curso legal, 
que en caso de insolvencia compensará con prisión a razón 
de un día por cada peso, y al pago de las costas. 2o.—Que ha 
de condenar, como al efecto condena al mencionado Arquí-
medes Pérez, de generales conocidas, al pago de una indem-
nización de CINCUENTA PESOS ORO ($50.00), moneda 
de curso legal, como justa reparación de los daños morales 
causados, a consecuencia de las palabras que éste profirió 
públicamente en su perjuicio. 3o.—Que ha de declarar como 
al efecto declara, que las costas causadas por esta Instancia 
sean distraídas en favor del Lic. Eduardo Bon, represen-
tante de la Parte Civil constituida, por haber asegurado ha -
berlas avanzado en su totalidad" ; c) que tanto el condenado 
como la parte civil interpusieron recursos de alzada contra 
esta sentencia, y con este motivo la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo dictó el fallo contra el cual se recurre en ca-
sación y cuyo dispositivo dice: 'FALLA; PRIMERO: Decla -
ra regulares y válidos, en cuanto a la forma, los presentes 
recursos de apelación; SEGUNDO: Revoca la sentencia ape- 

dictada en atribuciones correccionales por la Cámara 
penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Jucii-

ei
-ai,de  Santo Domingo, el día 27 de Julio del presente año; 
 TERCERO: Obrando por propia autoridad, declara al pre-

venido ARQUIMEDES PEREZ, cuyas generales constan, no 
culpable del delito de INJURIAS en perjuicio de Anadina Pa-
vano, parte civil constituida, por insuficiencia de pruebas; 

consecuencia, lo descarga de toda responsabilidad pe-

-a..1;-.._ CUARTO: Declara, por consiguiente, la inccmpeten-
. cía del tribunal correccional para estatuir sobre los intereses 
privados de la parte civil; y QUINTO: Condena a Anadina 
payano, parte que sucumbe, al pago de las costas"; 

Considerando que según consta en el acta levantada al 
efecto en la secretaría de la Corte a quo, Anadina. Payano 
ha recurrido en casación "por no estar conforme con la sen-
tencia".; 

Consciderando que al tenor del artículo 212 del Código 
de Procedimiento Criminal, "si la sentencia se reformare 
porque el hecho no se reputa delito ni contravención de po-
licía por ninguna ley, la Corte absolverá al acusado"; 

Considerando que en el presente caso los jueces del fon-
do estiman que "no se han aportado elementos de prueba sus-
ceptibles de llevar" a su ánimo "la convición de que el pre-
venido Arquímedes Pérez haya dicho realmente las expre-
siones a que se refiere en su querella Anadina Payano, parte 
civil constituida", y apoyan esta estimación en las circuns-
tancias comprobadas por ellos de que "si... algunos testi-
kos han,afirmado haber oído tales expresiones, en cambio 
otros testigos niegan rotundamente el hecho de que el pre-
venido.... insultara de palabras" a la recurrente, y de que 
"los testigos a cargo... no han podido justificar su presen-
cia en el lugar de los hechos", "en tanto que los otros ....son 
Personas establecidas allí de un modo más o menos perma-
nente"; que además consideran "inconcebible que existien-
do... muy cercana al sitio en donde se dice acaeció el hecho 
una estación de policía ... no se percataran" de aquél "las 



berado, y vistos los artículos 194 y 212 del Código de Proce-
dimiento Criminal y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: a) que en fecha diez y ocho de junio de mil no-
vecientos cuarenta y cinco, Anadina Payano presentó que-
rella ante el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judi-
cial de Santo Domingo contra Arquímedes Pérez por haberla 
difamado en el Mercado Modelo de Ciudad Trujillo; b) que 
apoderada del caso la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del mismo Distrito Judicial y constituida en par 
te civil la querellante, aquel tribunal dictó en fecha veinte y 
siete de julio de mil novecientos cuarenta y cinco una sen-
tencia cuyo dispositivo dice: "FALLA: lo.— Que ha de de-
clarar como al efecto declara, al nombrado Arquímedes Pé-
rez, de generales conocidas, culpable del delito de DIFAMA-
CION, en perjuicio de la señora Anadina Payano, que se le 
imputa, y en consecuencia, lo condena al pago de una multa 
de TREINTA PESOS ORO ($30.00) moneda de curso legal, 
que en caso de insolvencia compensará con prisión a razón 
de un día por cada peso, y al pago de las costas. 2o.—Que ha 
de condenar, como al efecto condena al mencionado Arquí-
medes Pérez, de generales conocidas, al pago de una indem-
nización de CINCUENTA PESOS ORO ($50.00), moneda 
de curso legal, como justa reparación de los daños morales 
causados, a consecuencia de las palabras que éste profirió 
públicamente en su perjuicio. 3o.—Que ha de declarar como 
al efecto declara, que las costas causadas por esta Instancia 
sean distraídas en favor del Lic. Eduardo Bon, represen-
tante de la Parte Civil constituida, por haber asegurado ha-
berlas avanzado en su totalidad"; c) que tanto el condenado 
como la parte civil interpusieron recursos de alzada contra 
esta sentencia, y con este motivo la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo dictó el fallo contra el cual se recurre en ca-
sación y cuyo dispositivo dice: 'FALLA: PRIMERO: Decla -
ra regulares y válidos, en cuanto a la forma, los presentes 
recursos de apelación; SEGUNDO: Revoca la sentencia ape- 

a dictada en atribuciones correccionales por la Cámara 

renal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-

. cial.de  Santo Domingo, el día 27 de Julio del presente año; 
TERCERO: Obrando por propia autoridad, declara al pre-

venido ARQUIMEDES PEREZ, cuyas generales constan, no 
culpable del delito de INJURIAS en perjuicio de Anadina Pa-
yano, Parte civil constituida, por insuficiencia de pruebas; 

ir, en.  consecuencia, lo descarga de toda responsabilidad pe-
nal ;— CUARTO: Declara, por consiguiente, la inc(mpeten-

- cia del tribunal correccional para estatuir sobre los intereses 
privados de la parte civil; y QUINTO: Condena a Anadina 
payano, parte que sucumbe, al pago de las costas"; 

Considerando que según consta en el acta levantada al 
efecto en la secretaría de la Corte a quo, Anadina Payano 
ha recurrido en casación "por no estar conforme con la .sen-
teneia".; 

Consciderando que al tenor del artículo 212 del Código 
de Procedimiento Criminal, "si la sentencia se reformare 
porque el hecho no se reputa delito ni contravención de po-
licía por ninguna ley, la Corte absolverá al acusado"; 

Considerando que en el presente caso los jueces del fon-
do estiman que "no se han aportado elementos de prueba sus -
ceptibles de llevar" a su ánimo "la convición de que el pre-
venido Arquímedes Pérez haya dicho realmente las expre-

. siones a que se refiere en su querella Anadina Payano, parte 
civil constituida", y apoyan esta estimación en las circuns-
tancias comprobadas por ellos de que "si... algunos testi-
gos han,,afirmado haber oído tales expresiones, en cambio 
otros testigos niegan rotundamente el hecho de que el pre-
venido.... insultara de palabras" a la recurrente, y de que 
"los testigos a cargo... no han podido justificar su presen-
cia en el lugar de los hechos", "en tanto que los otros . . . .son 
Personas establecidas 'allí de un modo más o menos perma-
nente"; que además consideran "inconcebible que existien-
do... muy cercana al sitio en donde se dice acaeció el hecho 
una estación de policía... no se percataran" de aquél "las 
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autoridades policiales", e "inexplicable la actitud de la que: 
rellante, quien" —agrega la Corte a quo"— "en vez de pro. 
sentarse en queja en la estación de policía instalada en el 
Mercado, inmediatamente después del hecho, esperase cuatro 
días para hacerlo ante el fiscal"; 

Considerando que al producirse de este modo, los jue. 
ces del fondo han hecho uso de su poder soberano para apre-
ciar la materialidad de los hechos puestos a cargo del in-
culpado, y para determinar el sentido y el alcance de los me-
dios de prueba legalmente sometidos al debate; 

Considerando, por otra parte, que la sentencia impugna-
da hace asimismo una correcta aplicación de la ley al esta-
blecer "que cuando la jurisdicción correccional declara la no 
culpabilidad del prevenido y lo descarga.... de toda respon-
sabilidad penal, dicha jurisdicción no puede estatuir sobre la 
acción civil, ejercida accesoriamente a la acción pública"; 

Considerando por último que en ningún otro aspecto« 
contiene tampoco el fallo atacado vicios que lo hagan anu-
iable y, en consecuencia, el presente recurso de casación de-
be ser rechazado ; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Anadina Payano como parte civil cons-
tituida, contra sentencia dictada en atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha 
treinta y uno de agosto de mil novecientos cuarenta y cinco, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo; y Segundo: condena a dicha recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— F. Tavares hijo.-
Leoncio Ramos .— Joaq. E . Salazar h.— Rafael A. nube-
res V.— Eug. A . Alvarez .— Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la .au-, 

, dienc ia  pública del día, mes y año en él expresados, y fué , 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de. Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados, 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, , 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo,. Se-, 
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E ., , 
Salazar hijo, y Rafael A. Lluberes Valera, asistidos del in-. 
frascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus. 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, , 
hoy día veinticinco del mes de febrero de mil novecientos 
cuarenta y seis, año 102o. de la Independencia, 83o. de la 
Restauración y 16o. de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gerónimo 
Castillo, dominicano, mayor de edad, empleado público, do-
miciliado y residente en la Común de Higüey, portado de la , 
cédula personal de identidad No. 5831, serie No. 28, con se-; . 
llo de Rentas Internas No. 203622, para su renovación co-. 
rrespondiente al año 1945, contra sentencia de la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís, dictada en fecha cinco 
del mes de octubre del año mil novecientos cuarenta y cinco 
en sus tribuciones criminales, cuyo dispositivo se indicará 
luego; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada en 
la Secretaría de la Corte a quo, en fecha cinco del mes de. 
octubre del año mil novecientos cuarenta y cinco; 

Oido el Magistrado Juez Relator ; 
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autoridades policiales", e "inexplicable la actitud de la que. 
rellante, quien" —agrega la Corte a quo"— "en vez de pre. 
sentarse en queja en la estación de policía instalada en el 
Mercado, inmediatamente después del hecho, esperase cuatro 
días para hacerlo ante el fiscal" ; 

Considerando que al producirse de este modo, los jue. 
ces del fondo han hecho uso de su poder soberano para apre. 
ciar la materialidad de los hechos puestos a cargo del in-
culpado, y para determinar el sentido y el alcance de los me-
dios de prueba legalmente sometidos al debate; 

Considerando, por otra parte, que la sentencia impugna-
da hace asimismo una correcta aplicación de la ley al esta-
blecer "que cuando la jurisdicción correccional declara la no , 

culpabilidad del prevenido y lo descarga .... de toda respon-
sabilidad penal, dicha jurisdicción no puede estatuir sobre la 
acción civil, ejercida accesoriamente a la acción pública" ; 

Considerando por último que en ningún otro aspecto ,. 
contiene tampoco el fallo atacado vicios que lo hagan anu-
lable y, en consecuencia, el presente recurso de casación de-, 
be ser rechazado ; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Anadina Payano como parte civil cons-
tituida, contra sentencia dictada en atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha 
treinta y uno de agosto de mil novecientos cuarenta y cinco, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo; y Segundo: condena a dicha recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— F. Tavares hijo. 
Leoncio Ramos.— Joaq. E. Salazar h.— Rafael A. nube-
res V .— Eug. A . Alvarez .— Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-, 
.diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de. Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados, 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, , 
Primer Sustituto de Presidente ; Froilán Tavares hijo,. Se-, 
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E ., 
Salazar hijo , y Rafael A . Lluberes Valera, asistidos del in- . 
frascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, , 
hoy día veinticinco del mes de febrero de mil novecientos 
cuarenta y seis, año 102o. de la Independencia, 83o. de la , 

 Restauración y 16o. de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gerónimo 
Castillo, dominicano, mayor de edad, empleado público, do-
miciliado y residente en la Común de Higüey, portado de la , 
cédula personal de identidad No. 5831, serie No. 28, con se-:. 
lln de Rentas Internas No. 203622, para su renovación co-. 
rrespondiente al año 1945, contra sentencia de la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís, dictada en fecha cinco 
del mes de octubre del año mil novecientos cuarenta y cinco 
en sus tribuciones criminales, cuyo dispositivo se indicará 
luego; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada en 
la Secretaría de la Corte a quo, en fecha cinco del mes de. 
octubre del año mil novecientos cuarenta y cinco ; 

Oido el Magistrado Juez Relator ; 
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autoridades policiales", e "inexplicable la actitud de la que. 
rellante, quien" —agrega la Corte a quo"— "en vez de pre , 

sentarse en queja en la estación de policía instalada en el 
Mercado, inmediatamente después del hecho, esperase cuatro 
días para hacerlo ante el fiscal"; 

Considerando que al producirse de este modo, los jue-
ces del fondo han hecho uso de su poder soberano para apre-
ciar la materialidad de los hechos puestos a cargo del in-
culpado, y para determinar el sentido y el alcance de los me-
dios de prueba legalmente sometidos al debate; 

Considerando, por otra parte, que la sentencia impugna-
da hace asimismo una correcta aplicación de la ley al esta-
blecer "que cuando la jurisdicción correccional declara la no 
culpabilidad del prevenido y lo descarga.... de toda respon-
sabilidad penal, dicha jurisdicción no puede estatuir sobre la 
acción civil, ejercida accesoriamente a la acción pública"; 

Considerando por último que en ningún otro aspecto. 
contiene tampoco el fallo atacado vicios que lo hagan anu-
iable y, en consecuencia, el presente recurso de casación de-
be ser rechazado; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Anadina Payano corno parte civil cons-
tituida, contra sentencia dictada en atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha 
treinta y uno de agosto de mil novecientos cuarenta y cinco, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo; y Segundo: condena a dicha recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— F. Tavares hijo.— 
Leoncio Ramos .— Joaq. E. Salazar h Rafael A. Llube-
res V.— Eug. A . Alvarez.— Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la .aq- ; 

 •diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué , 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez . 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-, 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados, 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo,. Se-, 
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E .., 
Salazar hijo y Rafael A. Lluberes Valera, asistidos del in- , 
frascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, , 
hoy día veinticinco del mes de febrero de mil novecientos : 

cuarenta y seis, año 102o. de la Independencia, 83o. de la' 
Restauración y 16o. de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gerónimo , 	1 
Castillo, dominicano, mayor de edad, empleado público, do-
miciliado y residente en la Común de Higüey, portado de la , 
cédula personal de identidad No. 5831, serie No. 28, con se-: 
11.o de Rentas Internas No. 203622, para su renovación co-
rrespondiente al año 1945, contra sentencia de la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís, dictada en fecha cinco 
del mes de octubre del año mil novecientos cuarenta y cinco 
en sus tribuciones criminales, cuyo dispositivo se indicará 
luego; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada en 
la Secretaría de la Corte a quo, en fecha cinco del mes de. 
octubre del año mil novecientos cuarenta y cinco; 

Oido el Magistrado Juez Relator ; 
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Oido el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Manuel M. Guerrero, en la lectura de su dicta-
men ; 

La Surema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 33, 34 y 71 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación ; 

Considerando, que en la sentencia impugnada o en la de 
primera instancia y en los documentos en que ambas se ba-
san, consta lo que sigue: A) que en la causa seguida contra 
los nombrados Juan Núñez (a) Simona, Guillermo Núñez, 
Israel Núñez, Adela de Jesús Núñez y Gregorio Núñez, el 
primero por el "crimen de rebelión contra un curial carac-
terizada por golpes y heridas con intención de dar muerte 
al agraviado ; y los demás, del delito de rebelión con armas 
por más de tres personas y menos de veinte personas", el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Altagracia al cual fueron enviados por la providencia de ca-
lificación correspondiente, dictó en fecha diez y siete de ju-
lio del año mil novecientos cuarenta y cinco, en sus atribu-
ciones criminales, la sentencia cuyo es el siguiente dispositi-
vo: "FALLA: PRIMERO: que debe declarar y al efecto de-
clara al procesado JUAN NUÑEZ (a) Simona, cuyas gene-
rales constan en autos, culpable del crimen de haber ejerci-
do violencias y vías de hechos contra el Alguacil de Estra-
dos de la Alcaldía Comunal de Higüey, señor Gerónimo Cas-
tillo en momentos en que éste se encontraba en el ejercicio 
de sus funciones, violencias y vías de hechos que dieron por 
resultado efusión de sangre y que fueron cometidos con in -
tención de dar la muerte al ofendido; hecho ocurrido el día 
12 de Enero del año 1945, en la Sección "Los Ríos" de la Có -
mún de Higüey ; SEGUNDO: que a la vista de la reconocida 
culpabilidad del agente del crimen y ponderando en su favor 
el beneficio de circunstancias atenuantes, debe condenarlo 
y al efecto lo condena a sufrir CINCO AÑOS DE RECLU-
SION;— TERCERO: que debe declarar y al efecto declara 
a los nombrados GUILLERMO NUÑEZ, ISRAEL NUÑEZ, 

APELA DE JESUS NUÑEZ y GREGORIO NUÑEZ, cuyas 
generales también constan en el expediente, culpables del de-
lito de rebelión con armas en perjuicio del mencionado Mi-
nisterial Gerónimo Castillo, de Estrados de la Alcal-
día Comunal de Higüey, en momentos en que éste se encon-
traba en el ejercicio legal de sus funciones, hecho cometido 

simultáneamente con el crimen que por esta misma senten-
cia se ha puesto a cargo del procesado Juan Núñez (a) Si-
mona ;— CUARTO: que a la vista de la reconocida culpabi-
lidad de los agentes del delito, debe condenarlos y al efecto 
los condena a sufrir, cada uno, DIEZ Y OCHO MESES DE 
prisión correccional:— QUINTO: que debe declarar y al 
efecto declara a los dichos procesados Juan Núñez (a) Si-
mona, Guillermo Núñez, Israel Núñez, Adela de Jesús Nú-
ñez y Gregorio Núñez, culpables simultáneamente de un de -
lito civil en perjuicio del señor Gerónimo Castillo, manifies-
to por daños corporales y morales a cuya reparación están 
obligados con arreglo a los principis de responsabilidad qtie 
entrañan los hechos del hombre que originan perjuicios a 
otros, y en consecuencia, declarando regular y ajustada a de-
recho la constitución en parte civil hecha en audiencia por 
el Licdo. Amable Botello, a nombre é interés del señor Geró-
fimo Castillo, que es la parte perjudicada, debe condenar, y 
al efecto condena a los referidos procesados Juan Núñez (a) 
Simona, Guillermo Núñez, Israel Núñez, Adela de Jesús Nú-
ñez y Gregorio Núñez, al pago de una indemnización de UN 
MIL PESOS ($1 .000.00), moneda de curso legal, en favor 
del señor Gerónimo Castillo, condenación esta que se decla-
ra, solidaria entre los procesados, y que se perseguirá por 
apremio en caso de insolvencia, con una prisión compensato-
ria de UN AÑO, en consonancia con lo prescrito en el DE-
CRETO No. 2435 del Congreso Nacional de fecha 7 de Mayo 
del año 1886 ;—SEXTO:— que debe condenar y al efecto con-
dena a los mismos procesados, al pago de las costas penales 
y civiles, ordenando la distracción de las últimas en favor 
del Licdo. Amable Botella, quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad SEPTIMO: se dispone la devolución de las 
armas que se han presentado como cuerpos del delito, en la 
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Oido el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Manuel M. Guerrero, en la lectura de su dicta-
men; 

La Surema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 33, 34 y 71 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada o en la de 
primera instancia y en los documentos en que ambas se ba-
san, consta lo que sigue: A) que en la causa seguida contra 
los nombrados Juan Núñez (a) Simona, Guillermo Núñez, 
Israel Núñez, Adela de Jesús Núñez y Gregorio Núñez, el 
primero por el "crimen de rebelión contra un curial carac-
terizada por golpes y heridas con intención de dar muerte 
al agraviado ; y los demás, del delito de rebelión con armas 
por más de tres personas y menos de veinte personas", el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Altagracia al cual fueron enviados por la providencia de ca-
lificación correspondiente, dictó en fecha diez y siete de ju-
lio del año mil novecientos cuarenta y cinco, en sus atribu-
ciones criminales, la sentencia cuyo es el siguiente dispositi-
vo: "FALLA: PRIMERO: que debe declarar y al efecto de-
clara al procesado JUAN NUÑEZ (a) Simona, cuyas gene-
rales constan en autos, culpable del crimen de haber ejerci-
do violencias y vías de hechos contra el Alguacil de Estra-
dos de la Alcaldía Comunal de Higüey, señor Gerónimo Cas-
tillo en momentos en que éste se encontraba en el ejercicio 
de sus funciones, violencias y vías de hechos que dieron por 
resultado efusión de sangre y que fueron cometidos con in-
tención de dar la muerte al ofendido; hecho ocurrido el día 
12 de Enero del año 1945, en la Sección "Los Ríos" de la Co -
mún de Higüey ; SEGUNDO: que a la vista de, la reconocida 
culpabilidad del agente del crimen y ponderando en su favor 
el beneficio de circunstancias atenuantes, debe condenarlo 
y al efecto lo condena a sufrir CINCO AÑOS DE RECLU-
SION;— TERCERO: que debe declarar y al efecto declara 
a los nombrados GUILLERMO NUÑEZ, ISRAEL NUÑEZ, 

ADELA DE JESUS NUÑEZ y GREGORIO NUÑEZ, cuyas 
minerales también constan en el expediente, culpables del de-
lito de rebelión con armas en perjuicio del mencionado Mi-
-nisterial Gerónimo Castillo, de Estrados de la Alcal-
día Comunal de Higüey, en momentos en que éste se encon-
traba en el ejercicio legal de sus funciones, hecho cometido 
simultáneamente con el crimen que por esta misma senten-
cia se ha puesto a cargo del procesado Juan Núñez (a) Si-
mona  que a la vista de la reconocida culpabi-
lidad ;---- de los agentes del delito, debe condenarlos y al efecto 
los condena a sufrir, cada uno, DIEZ Y OCHO MESES DE 
;prisión correccional:— QUINTO: que debe declarar y al 
efecto declara a los dichos procesados Juan Núñez (a) Si-
mona, Guillermo Núñez, Israel Núñez, Adela de Jesús Nú-
ñez y Gregorio Núñez, culpables simultáneamente de un de-
lito civil en perjuicio del señor Gerónimo Castillo, manifies-
to por daños corporales y morales a cuya reparación están 
obligados con arreglo a los principis de responsabilidad que 
entrañan los hechos del hombre que originan perjuicios a 
otros, y en consecuencia, declarando regular y ajustada a de-
recho la constitución en parte civil hecha en audiencia por 
el Licdo. Amable Botello, a nombre é interés del señor Geró-
fimo Castillo, que es la parte perjudicada, debe condenar, y 
al efecto condena a los referidos procesados Juan Núñez (a) 
Simona, Guillermo Núñez, Israel Núñez, Adela de Jesús Nú-
ñez y Gregorio Núñez, al pago de una indemnización de UN 
MIL PESOS ($1.000.00), moneda de curso legal, en favor 
del señor Gerónimo Castillo, condenación esta ,que se decla-
ra, solidaria entre los procesados, y que se perseguirá por 
apremio en caso de insolvencia, con una prisión compensato -
ria de UN AÑO, en consonancia con lo prescrito en el DE-
CRETO No. 2435 del Congreso Nacional de fecha 7 de Mayo 
del año 1886 ;—SEXTO:— que debe condenar y al efecto con-
dena a los mismos procesados, al pago de las costas penales 
y civiles, ordenando la distracción de las últimas en favor 
del Licdo. Amable Botella, quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad SEPTIMO: se dispone la devolución de las 
armas que se han presentado como cuerpos del delito, en la 



constan en el expediente, culpables del delito de rebelión con 
armas en perjuicio del mencionado Ministerial Gerónimo 
Castillo, de Estrados de la Alcaldía Comunal de Hi-
güey, en momentos en que éste se encontraba en el ejercicio 
legal de sus funciones, hecho cometido simultáneamente con 
e l cr i men que por esta misma sentencia se ha puesto a cargo 
del procesado Juan Núñez (a) Simona.— CUARTO: Que a la 
vista de la reconocida culpabilidad de los agentes del delito, 
debe condenarlos y al efecto los condena a sufrir, cada uno, 
DIEZ Y OCHO MESES de prisión correccional.— QUINTO: 
Que debe declarar y al efecto declara á los dichos procesados 
Juan Núñez (a) Simona, Guillermo Núñez, Israel Núñez, 
Adela de Jesús Núñez y Gregorio Núñez, culpables 
simultáneamente de un delito civil en perjuicio del 
señor Gerónimo Castillo, manifiesto por daños corporales y 
morales a cuya reparación están obligados con arreglo a los 
principios de responsabilidad que entrañan los hechos del 
hombre que originan perjuicios a otros, y en consecuencia, 
declarando regular y. ajustada a derecho la constitución en 
parte civil hecha en audiencia por el Lic. Amable Botello, a 
nombre e interés del señor Gerónimo Castillo, que es la parte 
perjudicada, debe condenar y al efecto condena a los refe-
ridos procesados Juan Núñez (a) Simona, Guillermo Núñez, 
Israel Núñez, Adela de Jesús Núñez y Gregorio Núñez, al 
pago de una indemnización de UN MIL PESOS ($1.000.00) 
moneda de curso legal, en favor del señor Gerónimo Casti-
llo condenación ésta que declara solidaria entre los procesa-
dos, y que se perseguirá por apremio en caso de insolvencia 
con' una prisión compensatoria de UN AÑO en consonancia 
con lo prescrito en el Decreto No. 2425 del Congreso Nacio-
nal de fecha 7 de mayo del año 1886.— SEXTO: Que debe 
condenar y al efecto condena a los mismos procesados, al pa-
go de las costas penales y civiles, ordenando la distracción 
de las últimas en favor del Lic. Amable Botello, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad.— SEPTIMO: Se dis-
pone la devolución de las armas que se han presentado como 
cuerpo del delito, en la especie tres machetes y un cuchillo, 
a sus respectivos dueños, por haber quedado de manifiesto 
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especie tres machetes y un cuchillo, a sus respectivos due-
ños, por haber quedado de manifiesto en la audiencia que 
con dichos instrumentos no fueron cometidos ninguno de los 
hechos a que se hace mención en anteriores ordinales"; B) 
que, disconformes con esta sentencia, interpusieron recur-
sos de apelación, tanto los acusados Juan Núñez (a) Simona, 
Guillermo Núñez, Israel Núñez, Gregorio Núñez y Adela de 
Jesús Núñez, como el Magistrado Procurador Fiscal del re-
ferido Distrito Judicial de La Altagracia, en fecha diecinue -
ve del indicado mes de Julio del año mil novecientos cuaren-
ta y cinco; C) que, la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, por su sentencia de fecha cinco del mes de octubre 
del mismo año, falló los mencionados recursos del siguiente 
modo: "FALLA:— PRIMERO: Declara bueno y válido en 
cuanto a la forma los recursos de apelación interpuestos por 
los acusados JUAN NUÑEZ (a) Simona, GUILLERMO NU-
ÑEZ, ISRAEL NUÑEZ, GREGORIO NUÑEZ y ADELA DE 
JESUS NUÑEZ, de generales conocidas y el Magistrado Pro-
curador Fiscal del D. J. de La Altagracia, contra sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia de dicho Distrito Judicial, 
de fecha 17 de junio del año 1945, cuyo dispositivo dice así:— 
PRIMERO:— Que debe declarar y al efecto declara al pro-
cesado JUAN NUÑEZ (a) Simona, cuyas generales constan 
en autos, culpable del crimen de haber ejercido violencias 
y vías de hechos contra el Alguacil de Estrados de la Alcal-
día Comunal de Higüey, señor Gerónimo Castillo en momen-
tos en que éste se encontraba en el ejercicio de sus funcio-
nes, violencias y vías de hechos que dieron por resultado 
efusión de sangre y que fueron cometidos con intención de 
dar la muerte al ofendido; hecho ocurrido el día 12 de enero 
del año 1945, en la sección "Los Ríos" de la Común de Hi-
güey.— SEGUNDO: Que a la vista de la reconocida culpa -
bilidad del agente del crimen y ponderando en su favor el 
beneficio de circunstancias atenuantes, debe condenarlo y al 
efecto lo condena a sufrir CINCO AÑOS DE RECLUSION.- 
TERCERO: Que debe declarar y al efecto declara a los nom-
brados GUILLERMO NUÑEZ, ISRAEL NUÑEZ, ADELA 
DE JESUS NUÑEZ y GREGORIO NUÑEZ, cuyas generales 



constan en el expediente, culpables del delito de rebelión con 
armas en perjuicio del mencionado Ministerial Gerónimo 
Castillo, de Estrados de la Alcaldía Comunal de Hi-
güey, en momentos en que éste se encontraba en el ejercicio 
legal de sus funciones, hecho cometido simultáneamente con 
el crimen que por esta misma sentencia se ha puesto a cargo 
del procesado Juan Núñez (a) Simona.— CUARTO: Que a la 
vista de la reconocida culpabilidad de los agentes del delito, 
debe condenarlos y al efecto los condena a sufrir, cada uno, 
DIEZ Y OCHO MESES de prisión correccional.— QUINTO: 
Que debe declarar y al efecto declara á los dichos procesados 
Juan Núñez (a) Simona, Guillermo Núñez, Israel Núñez, 
Adela de Jesús Núñez y Gregorio Núñez, culpables 
simultáneamente de un delito civil en perjuicio del 
señor Gerónimo Castillo, manifiesto por daños corporales y 
morales a cuya reparación están obligados con arreglo a los 
principios de responsabilidad que entrañan los hechos del 
hombre que originan perjuicios a otros, y en consecuencia, 
declarando regular y. ajustada a derecho la constitución en 
parte civil hecha en audiencia por el Lic. Amable Botello, a 
nombre e interés del señor Gerónimo Castillo, que es la parte 
perjudicada, debe condenar y al efecto condena a los refe-
ridos procesados Juan Núñez (a) Simona, Guillermo Núñez, 
Israel Núñez, Adela de Jesús Núñez y Gregorio Núñez, al 
pago de una indemnización de UN MIL PESOS ($1.000.00) 
moneda de curso legal, en favor del señor Gerónimo Casti-
llo condenación ésta que declara solidaria entre los procesa-
dos, y que se perseguirá por apremio en caso de insolvencia 
con' una prisión compensatoria de UN AÑO en consonancia 
con lo prescrito en el Decreto No. 2425 del Congreso Nado 
nal de fecha 7 de mayo del año 1886.— SEXTO: Que debe 
condenar y al efecto condena a los mismos procesados, al pa-
go de las costas penales y civiles, ordenando la distracción 
de las últimas en favor del Lic. Amable Botello, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad.— SEPTIMO: Se dis-
pone la devolución de las armas que se han presentado como 
cuerpo del delito, en la especie tres machetes y un cuchillo, 
a sus respectivos dueños, por haber quedado de manifiesto 
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especie tres machetes y un cuchillo, a sus respectivos due-
ños, por haber quedado de manifiesto en la audiencia que 
con dichos instrumentos no fueron cometidos ninguno de los 
hechos a que se hace mención en anteriores ordinales"; B) 
que, disconformes con esta sentencia, interpusieron recur-
sos de apelación, tanto los acusados Juan Núñez (a) Simona, 
Guillermo Núñez, Israel Núñez, Gregorio Núñez y Adela de 
Jesús Núñez, como el Magistrado Procurador Fiscal del re-
ferido Distrito Judicial de La Altagracia, en fecha diecinue -
ve del indicado mes de Julio del año mil novecientos cuaren-
ta y cinco; C) que, la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, por su sentencia de fecha cinco del mes de octubre 
del mismo año, falló los mencionados recursos del siguiente 
modo: "FALLA:— PRIMERO: Declara bueno y válido en 
cuanto a la forma los recursos de apelación interpuestos por 
los acusados JUAN NUÑEZ (a) Simona, GUILLERMO NU-
ÑEZ, ISRAEL NUÑEZ, GREGORIO NUÑEZ y ADELA DE 
JESUS NUÑEZ, de generales conocidas y el Magistrado Pro-
curador Fiscal del D. J. de La Altagracia, contra sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia de dicho Distrito Judicial, 
de fecha 17 de junio del año 1945, cuyo dispositivo dice así:— 
PRIMERO:— Que debe declarar y al efecto declara al pro-
cesado JUAN NUÑEZ (a) Simona, cuyas generales constan 
en autos, culpable del crimen de haber ejercido violencias 
y vías de hechos contra el Alguacil de Estrados de la Alcal-
día Comunal de Higüey, señor Gerónimo Castillo en momen-
tos en que éste se encontraba en el ejercicio de sus funcio-
nes, violencias y vías de hechos que dieron por resultado 
efusión de sangre y que fueron cometidos con intención de 
dar la muerte al ofendido; hecho ocurrido el día 12 de enero 
del año 1945, en la sección "Los Ríos" de la Común de Hi-
güey.— SEGUNDO: Que a la vista de la reconocida culpa-
bilidad del agente del crimen y ponderando en su favor el 
beneficio de circunstancias atenuantes, debe condenarlo y al 
efecto lo condena a sufrir CINCO AÑOS DE RECLUSION.- 
TERCERO: Que debe declarar y al efecto declara a los nom-
brados GUILLERMO NUÑEZ, ISRAEL NUÑEZ, ADELA 
DE JESUS NUÑEZ y GREGORIO NUÑEZ, cuyas generales 
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en la audiencia que con dichos instrumentos no fueron come-
tidos ninguno de los hechos que se hace mención en anterio-
res ordinales.--SEGUNDO: Modifica la sentencia apelada 
en cuanto a la pena impuesta al nombrado JUAN NUÑEZ 
(a) Simona, y juzgando por propia autoridad le condena a 
sufrir una pena de UN AÑO de prisión correccional, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes.— TERCERO: 
Revoca la sentencia apelada, en cuanto se refiere a los nom-
mbrados ISRAEL NUÑEZ, GUILLERMO NUÑEZ, ADELA 
DE JESUS NUÑEZ y GREGORIO NUÑEZ, y juzgando por 
propia autoridad los descarga del hecho que se les imputa, 
por insuficiencia de pruebas . —CUARTO: Condena a JUAN 
NUÑEZ (a) Simona, a pagar una indemnización de TRES-
CIENTOS PESOS m/ n. ($300.00), á título de daños y per-
juicios en provecho del agraviado señor Gerónimo Castillo, 
compensable por apremio corporal á razón de un día por ca-
da peso, y fija como máximo de duración de esta pena el 
tiempo de TRES MESES.— QUINTO: Condena además al 
acusado JUAN NUÑEZ (a) Simona al pago de las costas"; 

Considerando, que es contra esta sentencia que ha in-
terpuesto el señor Gerónimo Castillo, en su calidad de parte 
civil constituida, el presente recurso de casación, sobre el 
fundamento de "no encontrarse conforme"; 

Considerando, que en materia criminal, correccional o 
de simple policía, el plazo para interponer un recurso de ca-
sación, es de diez días a contar de aquel en que fué pronun-
ciada la sentencia, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 33 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que a los términos del artículo 34 de la 
misma ley, para las sentencias en defecto, este plazo empe-
zará a contarse desde el día en que la oposición no fuera ad-
misible; 

Considerando, que a pesar de que en materia penal, nin-
gún texto expresamente otorga a la parte civil constituida,  

el derecho de hacer oposición a una sentencia dictada por de- 
fecto en su contra, este derecho ha sido unánimemente seco-

' nocido por la doctrina y aplicado por la jurisprudencia, toda 
vez que el derecho de defensa es de derecho natural, y no se 
puede considerar, como  habiendo comparecido, en el sentido 
legal, aquel para quien no ha habido debates y quien no ha 

-presentado conclusiones; que, los artículos 188 y 208 del Có-
digo de Procedimiento Criminal, son por consiguiente gene -
rales, y si los artículos 186 y 187 del mismo código, no hablan 
sino de la oposición del prevenido, no es que con esto se haya 
querido designarle restrictivamente, pues ellos disponen para 
los casos más frecuentes, sin excluir las otras hipótesis que 
puedan presentarse ; 

Considerando, que en el presente caso, no consta en la 
sentencia impugnada que el señor Gerónimo Castillo, en su 
expresada calidad, presentara conclusiones por ante la Corte 
de San Pedro de Macorís, en relación con el mantenimiento 
o la reforma de la sentencia apelada, por medio de la cual s'e 
le había otorgado la suma de UN MIL PESOS, moneda de 
curso legal, a título de daños y perjuicios; que, en conse-
cuencia, la sentencia objeto del presente recurso de casa-
ción, que redujo a la suma de TRESCIENTOS PESOS dicha 
indemnización, fué dictada en defecto frente a dicho señor 
Gerónimo del Castillo, y por tanto era susceptible de oposi-
ción en la fecha del recurso de casación; 

'Considerando, que para que una sentencia pueda ser im-
pugnada por la vía de la casación, es necesario que esa sen-. 
tencia no sea susceptible de ningún recurso ordinario, como 
lo es el recurso de oposición ; 

Considerando, que, el señor Gerónimo Castillo, en su in-
dicada calidad de parte civil, interpuso el presente recurso. 
de casación el mismo día en que fué dictada la sentencia obje-
to de este recurso, es decir, antes de que se extinguiera el pla-
zo del recurso de oposición de que era susceptible, razón por 
la cual, el referido recurso de casación debe se! declarado 
inadmisible; 
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en la audiencia que con dichos instrumentos no fueron come-
tidos ninguno de los hechos que se hace mención en anterio-
res ordinales.—SEGUNDO: Modifica la sentencia apelada 
en cuanto a la pena impuesta al nombrado JUAN NUÑEZ 
(a) Simona, y juzgando por propia autoridad le condena a 
sufrir una pena de UN AÑO de prisión correccional, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes.— TERCERO: 
Revoca la sentencia apelada, en cuanto se refiere a los nom-
mbrados ISRAEL NUÑEZ, GUILLERMO NUÑEZ, ADELA 
DE JESUS NUÑEZ y GREGORIO NUÑEZ, y juzgando por 
propia autoridad los descarga del hecho que se les imputa, 
por insuficiencia de pruebas .—CUARTO: Condena a JUAN 
NUÑEZ (a) Simona, a pagar una indemnización de TRES-
CIENTOS PESOS m/n. ($300.00), á título de daños y per-
juicios en provecho del agraviado señor Gerónimo Castillo, 
compensable por apremio corporal á razón de un día por ca-
da peso, y fija como máximo de duración de esta pena el 
tiempo de TRES MESES.— QUINTO: Condena además al 
acusado JUAN NUÑEZ (a) Simona al pago de las costas"; 

Considerando, que es contra esta sentencia que ha in-
terpuesto el señor Gerónimo Castillo, en su calidad de parte 
civil constituida, el presente recurso de casación, sobre el 
fundamento de "no encontrarse conforme"; 

Considerando, que en materia criminal, correccional o 
de simple policía, el plazo para interponer un recurso de ca-
sación, es de diez días a contar de aquel en que fué pronun-
ciada la sentencia, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 33 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que a los términos del artículo 34 de la 
misma ley, para las sentencias en defecto, este plazo empe-
zará a contarse desde el día en que la oposición no fuera ad-
misil)le ; 

Considerando, que a pesar de que en materia penal, nin-
gún texto expresamente otorga a la parte civil constituida, 

á derecho de hacer oposición a una sentencia dictada por de -
fecto en su contra, este derecho ha sido unánimemente rece-

' nocido por la doctrina y aplicado por la jurisprudencia, toda 
vez  que el derecho de defensa es de derecho natural, y no se 

• puede considerar, como habiendo comparecido, en el sentido 

legal, aquel para quien no ha habido debates y quien no ha 
-presentado conclusiones; que, los artículos 188 y 208 del Có-
digo de Procedimiento Criminal, son por consiguiente gene -
rales, los artículos 186 y 187 del mismo código, no hablan 

los casos 

nleeocrsaid,s 

y más frecuentes, sin - excluir las otras hipótesis que 

de la oposición del prevenido, no es que con esto se haya 
querido 

d 

designarle restrictivamente, pues ellos disponen para 

puedcanonpsrideeseanntadroseq; 

que en el presente caso, no consta en la 
sentencia impugnada que el señor Gerónimo Castillo, en su 
expresada calidad, presentara conclusiones por ante la Corte 
de San Pedro de Macorís, en relación con el mantenimiento 
o la reforma de la sentencia apelada, por medio de la cual Se 
le había otorgado la suma de UN MIL PESOS, moneda de 
curso legal, a título de daños y perjuicios; que, en conse-

.cuencia, la sentencia objeto del presente recurso de casa-
ción, que redujo a la suma de TRESCIENTOS PESOS dicha 

. indemnización, fué dictada en defecto frente a dicho señor 
Gerónimo del Castillo, y por tanto era susceptible de oposi-
ción en la fecha del recurso de casación; 

Considerando, que para que una sentencia pueda ser im-
pugnada por la vía de la casación, es necesario que esa sen-
tencra no sea susceptible de ningún recurso ordinario, como 
lo es el recurso de oposición; 

Considerando, que, el señor Gerónimo Castillo, en su in-
dicada calidad de parte civil, interpuso el presente recurso 
de casación el mismo día en que fué dictada la sentencia obje-
to de este recurso, es decir, antes de que se extinguiera el pla-
zo addnell isreibcleurso de oposición de que era susceptible, razón por 
la cual, el referido recurso de casación debe se! declarado 
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Por tales motivos, Primero: declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por el señor Gerónimo Casti-
llo, en su calidad de parte civil constituida, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de San Pedro de Macors, de fecha 
Cinco del mes de octubre de mil novecientos cuarenta y cinco, 
cuyo dispositivo figura copiado en otro lugar del presente fa-
lle ; y Segundo: condena a dicho recurrente al nago de las 
costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.--- F. 
Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaq. E. Salazar h.— 
Raf. A. Lluberes V.— Eug. A . Alvarez—Secretario Gene-
ral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Juecse que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué fir-
mada, leída y publicada por mí, Secretario General, que cer 
tifico.— (Firmado) : Eug. A . Alvarez . 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente ; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente ; Froilán Tavares hijo, Se 
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E. 
Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Lluberés: 
Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día veintiseis del mes de febre-
ro de mil novecientos cuarenta y seis, año 102o. de la Inde-
pendencia, 83o. de la Restauración y 16o. de la Era de Tru -
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
siguiente sentencia: 

Sobre e] recurso de casación interpuesto por Pedro Ra- 
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mán Fernández, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en Sabaneta, sección de la 
Común de La Vega, portador de la cédula personal de iden-
tidad No. 8683, serie 47, contra sentencia de la Corte de Ape-
lación de La Vega de fecha treinta de mayo de mil novecien-
tos cuarenta y cinco; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada, en la 
Secretaría de la Corte a quo, en fecha dos de junio de mil no-
vecientos cuarenta y cinco; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 

Oido el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Víctor Garrido, en la lectura de su dictamen; 

Visto el Memorial de Casación suscrito por el abogado 
del recurrente, Licenciado Juan de Jesús Curiel, portador de 
la cédula personal de identidad No. 105, serie 37, sello de 
R. I. No. 3228; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 408, reformado, del Código 
Penal; 1763 y 1764 del Código Civil, y lo. y 24 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación ; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: a) que en fecha veintiseis de febrero de mil nove-
cientos cuarenticinco el Sr. Pastor F. Matos compareció por 
ante el Magistrado Procurador Fiscal de La Vega, y expuso, 
en esencia, lo que se enuncia a continuación: que presentaba 
querella contra el nombrado Pedro Ramón Fernández por 
el hecho de que "el señor Matos le entregó una propiedad 
radicada en el paraje de Los Pomos al señor Fernández, con 
un contrato en el cual este último se comprometía a entre-
garle un tercio dell producido de las cosechas, y el señor 
Fernández hizo uso del producido de la yuca cosechada y 
no cumplió el contrato hecho entre ambos"; b) que, apode- 

• 
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Por tales motivos, Primero: declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por el señor Gerónimo Casti. 
ilo, en su calidad de parte civil constituida, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, de fecha 
cinco del mes de octubre de mil novecientos cuarenta y cinco, 
cuyo dispositivo figura copiado en otro lugar del presente fa-
lle ; y Segundo: condena a dicho recurrente al nago de las 
costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.--- F. 
Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaq. E. Salazar h .— 
Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Alvarez—Secretario Gene-
ral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Juecse que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué fir-
mada, leída y publicada por mí, Secretario General, que cer-
tifico.— (Firmado) : Eug. A . Alvarei. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados' 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente ; Froilán Tavares hijo, Se 
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E. 
Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Lluberés 
Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día veintiseis del mes de febre-
ro de mil novecientos cuarenta y seis, año 102o. de la Inde-
pendencia, 83o. de la Restauración y 16o. de la Era de Tru -
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro R - 

neón Fernández, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en Sabaneta, sección de la 
Común de La Vega, portador de la cédula personal de iden-
tidad No. 8683, serie 47, contra sentencia de la Corte de Ape-
lación de La Vega de fecha treinta de mayo de mil novecien-

tos c vu sr tean teal  ya  ct  ian cdo ; 

de 

 

declaración del recurso levantada, en la 
Secretaría de la Corte a quo, en fecha dos de junio de mil no-
vecientos cuarenta y cinco; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 

Oido el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Víctor Garrido, en la lectura de su dictamen; 

Visto el Memorial de Casación suscrito por el abogado 
del recurrente, Licenciado Juan de Jesús Curiel, portador de 
la cédula personal de identidad No. 105, serie 37, sello de 
R. I. No. 3228; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 408, reformado, del Código 
Penal; 1763 y 1764 del Código Civil, y lo. y 24 de la Ley 
sobre ProCedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: a) que en fecha veintiseis de febrero de mil nove-
cientos cuarenticinco el Sr. Pastor F. Matos compareció por 
ante el Magistrado Procurador Fiscal de La Vega, y expuso, 
en esencia, lo que se enuncia a continuación: que presentaba 
querella contra el nombrado Pedro Ramón Fernández por 
el hecho de que "el señor Matos le entregó una propiedad 
radicada en el paraje de Los Pomos al señor Fernández, con 
un contrato en el cual este último se comprometía a entre-
garle un tercio del producido de las cosechas, y el señor 
Fernández hizo uso del producido de la yuca cosechada y 
no cumplió el contrato hecho entre ambos"; b) que, apode- 
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Por tales motivos, Primero: declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por el señor Gerónimo Casti-
llo, en su calidad de parte civil constituida, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de San Pedro de Macor ís de fecha 
Cinco del mes de octubre de mil novecientos cuarenta y cinco, 
cuyo dispositivo figura copiado en otro lugar del presente fa-
lte,  ; y Segundo: condena a dicho recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.--- F. 
Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaq. E. Salazar h. 
Raf. A. Lluberés V.— Eug. A. Alvarez—Secretario Gene-
ral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Juecse que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué fir-
mada, leída y publicada por mí, Secretario General, que cer-
tifico.— (Firmado) : Eug. A . Alvarez . 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente ; Froilán Tavares hijo, Sa-
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E. 
Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Lluberés 
Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día veintiseis del mes de febre-
ro de mil novecientos cuarenta y seis, año 102o. de la Inde. 
pendencia, 83o. de la Restauración y 16o. de la Era de Tru -
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro R 

món Fernández, dominicano, mayor de edad, casado, agri- 
cultor, domiciliado y residente en Sabaneta, sección de la 

Común de La Vega, portador de la cédula personal de iden- 

tidad 
	
serie 47, contra sentencia de la Corte de Ape- 

lación 	fecha treinta de mayo de mil novecien- 

tltaoidesiaócdn d Vista y cinco; 

°e  ta.  el acta de declaración del recurso levantada, en la 
Secretaría de la Corte a quo, en fecha dos de junio de mil no-
vecientos cuarenta y cinco; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 

Oido el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Víctor Garrido, en la lectura de su dictamen; 

• Visto el Memorial de Casación suscrito por el abogado 
del recurrente, Licenciado Juan de Jesús Curiel, portador de 
la cédula personal de identidad No. 105, serie 37, sello de 
R. I. No. 3228; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 408, reformado, del Código 
Penal; 1763 y 1764 del Código Civil, y lo. y 24 de la Ley 
sobre ProCedimiento de Casación ; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: a) que en fecha veintiseis de febrero de mil nove-
cientos cuarenticinco el Sr. Pastor F. Matos compareció por 
ante el Magistrado Procurador Fiscal de La Vega, y expuso, 
en esencia, lo que se enuncia a continuación: que presentaba 
querella contra el nombrado Pedro Ramón Fernández por 
el hecho de que "el señor Matos le entregó una propiedad 
radicada en el paraje de Los Pomos al señor Fernández, con 
un contrato en el cual este último se comprometía a entre-
garle un tercio del producido de las cosechas, y el señor 
Fernández hizo uso del producido de la yuca cosechada y 
no cumplió el contrato hecho entre ambos"; b) que, apode- 
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rado del caso, el Juzgado de Primera Instancia de La Vega, 
conoció de él en la audiencia pública del día doce de marzo 
de mil novecientos cuarenta y cinco, y en la del quince d e 

 dicho mes, pronunció una sentencia cuyo dispositivo dice 
así: "PRIMERO:— Que debe rechezar y rechaza, por infun.. 
dadas las conclusiones presentadas en audiencia por el Li-
cenciado Juan de Jesús Curiel a nombre del prevenido ; SE, 
GUNDO:— Que debe declarar y declara al prevenido PE. 
DRO RAMON FERNANDEZ, de generales anotadas más 
arriba, culpable del delito de abuso de confianza en agravio 
del señor Pastor F . Matos, y como consecuencia de su de' 
claración de culpabilidad, debe condenar y condena al mismo 
prevenido PEDRO RAMON FERNANDEZ, acogiendo en su 
favor amplias circunstancias atenuantes, a pagar una mul-
ta de CINCUENTA PESOS, compensable con prisión a razón 
de un día por cada peso; y TERCERO :— Que debe conde-
nar y condena al mismo prevenido PEDRO RAMON FER-
NANDEZ al pago de las costas"; e) que, no conforme con 
esta sentencia, el prevenido interpuso recurso de alzada con-
tra ella por ante la Corte de Apelación de La Vega, la cual 
estatuyó sobre el caso por su fallo de fecha treinta de mayo 
(le mil novecientos cuarenta y cinco, que es el impugnado 
ahora en casación, y cuyo dispositivo es del tenor siguiente: 
"FALLA:— PRIMERO: DECLARAR regular el recurso de 
apelación interpuesto por el nombrado PEDRO RAMON 
FERNANDEZ, contra sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, dictada en atri-
buciones correccionales; SEGUNDO: RECHAZAR por im-
procedente la petición de sobreseimiento solicitada por el 
prevenido:— TERCERO: CONFIRMAR la sentencia apela-
da dictada por el Tribunal Correccional del Distrito Judicial 
(le La Vega, en fecha quince de Marzo del año en cm so, que 
CONDENA al prevenido PEDRO RAMON FERNANDEZ, 
de generales que constan, a pagar una multa de CINC UEN-
TA PESOS, moneda de curso legal, por el delito de abuso de 
confianza en perjuicio de la señora Nanita F. Viuda Matos, 
representada por su hijo Pastor F. Matos, acogiendo en su 
favor el beneficio de circunstancias atenuantes; CUARTO: 
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DENAR al prevenido PEDRO RAMON FERNANDEZ 

.

pago de las costas de ambas instancias"; 

Considerando que, en el acta de declaración correspoir 
diente, Pedro Ramón Fernández expone que interpone su 
recurso "por no encontrarse conforme con la referida senten-
cia", con lo que dió a dicho recurso un alcance total y un sen-
tido general; y en el memorial que más tarde depositó en la 
Secretaría de esta Suprema Corte su abogado, alega que en 
ja sentencia impugnada, lo. se  violaron las-reglas de la com-
petencia y se incurrió en un exceso de poder ; 2o. se  incurrió 
en el vicio de falta de motivos; 

• 

Considerando, en primer término, que para declarar al 
recurrente culpable del delito de abuso de confianza, la Cor-
te a quo éxpone, en la decisión atacada, estos motivos: "que 
por la relación de los hechos precedentemente enumerados 
se evidencia, que el prevenido PEDRO RAMON FERNAN -
PEZ, poseía en virtud de un convenio con la señora Nanita 
F. Viuda Matos celebrado por ante la Junta Protectora de 
la Agricultura de La Vega, de fecha dos de Agosto del año 
mil novecientos cuarenticuatro, una parcela perteneciente a 
la Viuda Matos, situada en el paraje de "Los Pomos", de la 
sección rural de Sabaneta, de la Común de La Vega, de una 
extensión de ciento cuarenta tareas, destinadas al cultivo de 
yuca, figurando entre las cláusulas de dicho convenio la obli-
gación del aparcero de entregar al propietario como arren -
damiento, la tercera parte de la cosecha, la cual estaba com-
prendida en porciones de noventa y cincuenta tareas respec -
tivamente; que en Enero del año en curso, al prevenido 
liquidar su cuenta con la Compañía Yuquera, recibió todo el 
dinero que había producido la cosecha en las porciones de 
noventa tareas, las que le correspondían a él y de cincuenta 
tareas, las que le correspondían a la Viuda Matos ; que no 
obstante estar presente el querellante Pastor F. Matos, en la 
Oficina de la Yuquera cuando recibía el dinero el prevenido, 
en una cantidad de setentiseis pesos cinco centavos, resto 
del valor de la cosecha en ambas porciones, y requerirle que 
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rado del capo, el Juzgado de Primera Instancia de La Vega, 
conoció de él en la audiencia pública del día doce de marzo 
de mil novecientos cuarenta y cinco, y en la del quince de 
dicho mes, pronunció una sentencia cuyo dispositivo dice 
así: "PRIMERO:— Que debe rechezar y rechaza, por infun, 
dadas las conclusiones presentadas en audiencia por el Li-
cenciado Juan de Jesús Curiel a nombre del prevenido; SE.. 
GUNDO:— Que debe declarar y declara al prevenido PE. 
DRO RAMON FERNANDEZ, de generales anotadas más 
arriba, culpable del delito de abuso de confianza en agravio 
del señor Pastor F . Matos, y como consecuencia de su de-
claración de culpabilidad, debe condenar y condena al mismo 
prevenido PEDRO RAMON FERNÁNDEZ, acogiendo en su 
favor amplias circunstancias atenuantes, a pagar una mul-
ta de CINCUENTA PESOS, compensable con prisión a razón 
de un día por cada peso; y TERCERO:— Que debe conde-
nar y condena al mismo prevenido PEDRO RAMON FER-
NÁNDEZ al pago de las costas"; e) que, no conforme con 
esta sentencia, el prevenido interpuso recurso de alzada con-
tra ella por ante la Corte de Apelación de La Vega, la cual 
estatuyó sobre el caso por su fallo de fecha treinta de mayo 
(le mil novecientos cuarenta y cinco, que es el impugnado 
ahora en casación, y cuyo dispositivo es del tenor siguiente: 
"FALLA:— PRIMERO: DECLARAR regular el recurso de 
apelación interpuesto por el nombrado PEDRO RAMON' 
FERNANDEZ, contra sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, dictada en atri-
buciones correccionales; SEGUNDO: RECHAZAR por iin-
p•ocedente la petición de sobreseimiento solicitada por el 
prevenido ;— TERCERO: CONFIRMAR la sentencia apela-
da dictada por el Tribunal Correccional del Distrito Judicial 
de La Vega, en fecha quince de Marzo del año en cut so, que 
CONDENA al prevenido PEDRO RAMON FERNÁNDEZ, 
(le generales que constan, a pagar una multa de CINC UEN-
TA PESOS, moneda de curso legal, por el delito de abuso de 
confianza en perjuicio de la señora Nanita F. Viuda Matos, 
representada por su hijo Pastor F. Matos, acogiendo en su 
favor el beneficio de circunstancias atenuantes ; CUARTO:  

.-0ENAR al prevenido PEDRO RAMON FERNÁNDEZ  
al pago de las costas de ambas instancias"; 

Considerando que, en el acta de declaración correspon -
*diente, Pedro Ramón Fernández expone que interpone su 
recurs o "por no encontrarse conforme con la referida senten-
cia", con lo que dió a dicho recurso un alcance total y un sen-
tido general; y en el memorial que más tarde depositó en la 
Secretaría de esta Suprema Corte su abogado, alega que en 
la sentencia impugnada, lo. se  violaron las,reglas de la com-
petencia y se incurrió en un exceso de poder ; 2o. se  incurrió 
en el vicio de falta de motivos; 

• 

Considerando, en primer término, que para declarar al 
recurrente culpable del delito de abuso de confianza, la Cor-
te a quo expone, en la decisión atacada, estos motivos: "que 
por la relación de los hechos precedentemente enumerados 
se evidencia, que el prevenido PEDRO RAMON FERNAN-
DEZ, poseía en virtud de un convenio con la señora Nanita 
F. Viuda Matos celebrado por ante la Junta Protectora de 
la Agricultura de La Vega, de fecha dos de Agosto del año 
mil novecientos cuarenticuatro, una parcela perteneciente a 
la Viuda Matos, situada en el paraje de "Los Pomos", de la 
sección rural de Sabaneta, de la Común de La Vega, de una 
extensión de ciento cuarenta tareas, destinadas al cultivo de 
yuca, figurando entre las cláusulas de dicho convenio la obli-
gación del aparcero de entregar al propietario como arren -
damiento, la tercera parte de la cosecha, la cual estaba com-
prendida en porciones de noventa y cincuenta tareas respec -
tivamente; que en Enero del año en curso, al prevenido 
liquidar su cuenta con la Compañía Yuquera, recibió todo el 
dinero que había producido la cosecha en las porciones de 
noventa tareas, las que le correspondían a él y de cincuenta 
tareas, las que le correspondían a la Viuda Matos; que no 
obstante estar presente el querellante Pastor F. Matos, en la 
Oficina de la Yuquera cuando recibía el dinero el prevenido, 
en una cantidad de setentiseis pesos cinco centavos, resto 
del valor de la cosecha en ambas porciones, y requerirle que 
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liquidaran ellos, éste se negó y distrajo lo que le correspoN 
día a la sucesión Matos, conforme Convenio, esto es, la ter. 
cera parte, alegando primero que debían ir a la Oficina de la 
Junta, y luego afirmando que lo que le podía corresponde r 

 se fué en gastos, hecho que constituye la infracción previs. 
ta y sancionada por los artículos 406 y 408 reformados, del 
Código Penal"; 

Considerando que el delito de abuso de confianza, tal 

como lo define el artículo 408, reformado, del Código Penal,  
resulta de la concurrencia de los elementos siguientes : lo. 
la  preexistencia de una convención en virtud de la cual se 
hayan confiado al agente efectos o valores para hacer de ellos 
un uso determinado y a cargo de devolución; y 2o. la  distrae. 
ción o disipación fraudulentas de estos efectos o valores en 
perjuicio del propietario o poseedor ; 

Considerando, de acuerdo con los hechos establecidos 
en la sentencia y con la convención, a que dicho fallo se re-
fiere, concluida en fecha dos de agosto de mil novecientos 
cuarenta y cuatro entre los señores Nanita F. Viuda Matos 
y el señor Pedro Ramón Fernández, la cual fué denominada 
"contrato de aparcería de tierras", las partes consintieron 
en lo siguiente: 1O. en que el propietario, o sea la señora viu• 
da Matos, autorizaba al aparcero, o sea al señor Fernández,. 
"a ocupar una parcela de terreno... durante cinco meses pa-
ra dedicarla a cultivos agrícolas"; 2o. en que el aparcero en• 
tregaría al propietario como arrendamiento la tercera parte 
de los frutos cosechados ; y 3o. en que, si el aparcero no cum-
plía sus obligaciones, el propietario tendría el derecho de 
rescindir la conveñción, dando al aparcero un plazo de trein• 
ta a noventa días para entregar la propiedad ; 

Considerando que si los jueces del fondo están investi 
dos de la facultad de apreciar soberanamente el sentido y 
alcance de las cláusulas de un contrato, según resulte de la 
común intención de las partes, corresponde, en cambio, a 1 
Suprema Corte de Justicia verificar si, al determinar la na'  

ttiraieza  y los efectos jurídicos del contrato, los jueces del 
fondo  han desconocido o no su verdadero carácter, especial-
mente cuando, 

 s legales 
 puesta a cargo de una de las partes ; que, a en 

cuando, como ocurre en la especie, de las consecuen- 
gales atribuidas a lo pactado depende la existencia de 

este respecto, la Suprema Corte de Justicia debe examinar si 
lo convenido entre los señores Nanita Viuda Matos y Pedro 
Ramón Fernández tiene los caracteres jurídicos de una so-
ciedad o los de un arrendamiento, a fin de poder establecer 
si a lo que se obligó el colono con el propietario fué a partir 
con éste los beneficios de la explotación o simplemente a pa-
garle en frutos el precio del goce temporal del inmueble, o 
lo que es lo mismo, si al disponer de la totalidad de los frutos, 
el colono distrajo o disipó fraudulentamente cosas que en 
parte pertenecían a otro; 

Considerando que el contrato concluido entre la viuda 
Matos y el señor Fernández está regido, en cuanto a sus efec-
tos legales, por las disposiciones de los artículos 1763 y 1764 
del Código Civil, que estatuyen, nó sobre un contrato de so-
ciedad, sino sobre un verdadero arrendamiento, como se de-
muestra por las razones siguientes: 1) porque el contrato a 
que se refieren los dos textos mencionados ha sido colocado 
por el legislador entre los "arrendamientos de predios rús-
ticos"; 2) porque la prohibición de sub -arrendar impuesta al 
colono por el artículo 1763, carecería en todo sentido cuando 
el colono fuese considerado como socio del propietario, a no 
ser que, se le atribuyera al autor de la ley el error de haber 
confundido la facultad de sub-arrendar con la de hacer una 
cesión; 3) porque, aún en este caso, esto es, aún cuando la 
prohibición de sub-arrendar fuese considerada como una 
prohibición de ceder impuesta a un asociado, habría que ad-
mitir que el legislador ha estatuido superabundantemente 
al respecto, pues tal prohibición es de derecho común en ma-
teria de sociedad ; 4) porque el párrafo 2o. del artículo lo., 
reformado, del Código de Procedimiento Civil, que da com-
Petencia a los alcaldes para conocer de ciertos litigios rela -
tivos a inquilinatos y arrendamientos, al incluir entre éstos 
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liquidaran ellos, éste se negó y distrajo lo que le correspon, 
día a la sucesión Matos, conforme Convenio, esto es, la ter 
cera parte, alegando primero que debían ir a la Oficina de l a 

 Junta, y luego afirmando que lo que le podía corresponder 
 se fué en gastos, hecho que constituye la infracción previs, 

ta y sancionada por los artículos 406 y 408 reformados, del 
Código Penal"; 

Considerando que el delito de abuso de confianza, tal 
como lo define el artículo 408, reformado, del Código Penal 
resulta de la concurrencia de los elementos siguientes: lo, 
la preexistencia de una convención en virtud de la cual se 
hayan confiado al agente efectos o valores para hacer de ellos 
un uso determinado y a cargo de devolución ; y 2o. la  distrac-
ción o disipación fraudulentas de estos efectos o valores en 
perjuicio del propietario o poseedor ; 

Considerando, de acuerdo con los hechos establecidos 
en la sentencia y con la convención, a que dicho fallo se re-
fiere, concluida en fecha dos de agosto de mil novecientos 
cuarenta y cuatro entre los señores Nanita F. Viuda Matos 
y el señor Pedro Ramón Fernández, la cual fué denominada 
"contrato de aparcería de tierras", las partes consintieron 
en lo siguiente: fo. en que el propietario, o sea la señora viu-
da Matos, autorizaba al aparcero, o sea al señor Fernández, 
"a ocupar una parcela de terreno... durante cinco meses pa-
ra dedicarla a cultivos agrícolas"; 2o. en que el aparcero en-
tregaría al propietario como arrendamiento la tercera parte 
de ¡los frutos cosechados ; y 3o. en que, si el aparcero no cum-
plía sus obligaciones, el propietario tendría el derecho de 
rescindir la convención, dando al aparcero un plazo de trein 
ta a noventa días para entregar la propiedad ; 

Considerando que si los jueces del fondo están investi-
dos de la facultad de apreciar soberanamente el sentido y el 
alcance de las cláusulas de un contrato, según resulte de la 
común intención de las partes, corresponde, en cambio, a la 
Suprema Corte de Justicia verificar si, al determinar la Tia" 

BOLETIN JUDICIAL 	 115 

raleza Y los efectos jurídicos del contrato, los jueces del b 
fondo 

han desconocido o no su verdadero carácter, especial-
mente cuando, como ocurre en la especie, de las consecuen-
cias legales atribuidas a lo pactado depende la existencia de 
una infracción puesta a cargo de una de las partes ; que, a 
este respecto, la Suprema Corte de Justicia debe examinar si 

lo convenido entre los señores Nanita Viuda Matos y Pedro 
Ramón Fernández tiene los caracteres jurídicos de una so-
ciedad o los de un arrendamiento, a fin de poder establecer 
si a lo que se obligó el colono con el propietario fué a partir 
con éste los beneficios de la explotación o simplemente a pa-
garle en frutos el precio del goce temporal del inmueble, o 
lo que es lo mismo, si al disponer de la totalidad de los frutos, 
el colono distrajo o disipó fraudulentamente cosas que en 
parte pertenecían a otro; 

Considerando que el contrato concluido entre la viuda 
Matos y el señor Fernández está regido, en cuanto a sus efec- 
tos legales, por las disposiciones de los artículos 1763 y 1764 
del Código Civil, que estatuyen, nó sobre un contrato de so- 
ciedad, sino sobre un verdadero arrendamiento, como se de- 
muestra por las razones siguientes: 1) porque el contrato a 
que se refieren los dos textos mencionados ha sido colocado 
por el legislador entre los "arrendamientos de predios rús-
ticos"; 2) porque la prohibición de sub -arrendar impuesta al 
colono por el artículo 1763, carecería en todo sentido cuando 
el colono fuese considerado como socio del propietario, a no 
ser que, se le atribuyera al autor de la (ley el error de haber 

' confundido la facultad de sub-arrendar con la de hacer una 
cesión; 3) porque, aún en este caso, esto es, aún cuando la 
prohibición de sub-arrendar fuese considerada como una 
prohibición de ceder impuesta a un asociado, habría que ad-
mitir que el legislador ha estatuido superabundantemente 
al respecto, pues tal prohibición es de derecho común en ma-
teria de sociedad ; 4) porque el párrafo 2o. del artículo lo., 
reformado, del Código de Procedimiento Civil, que da com-
petencia a los alcaldes para conocer de ciertos litigios rela -
tivos a inquilinatos y arrendamientos, al incluir entre éstos 
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el "arrendamiento 
al colono aparcero", hace referencia e vi, 

dentemente al contrato previsto en los artículos 1763 y 1764 
del Código Civil; 5) porque se admite de modo general qu e 
las pérdidas sufridas en la explotación de las tierras dada a 

 al colono aparcero, quedan exclusivamente a cargo de éste. 
lo cual no podría ocurrir en materia de sociedad, por vi t., 
tud de lo que dispone el artículo 1855 del Código Civil; 6) p or 

 que también se admite de modo general que los actos, con, 
cernientes a la explotación, concluidos por el colono con ter, 
ceros de buena fé, son res inter alios respecto del propietario, 
y es de principio que los actos concluidos por un socio, en 
relación con los asuntos sociales, obligan a la sociedad; y 7) 
porque, según el derecho común en materia de sociedades 
éstas terminan con la muerte de cualquiera de los socios, 5: 
sería tbsurdo pretender que la muerte del colono o la del 
propietado pusiera fin al contrato regido por los artículos 
1763 y 17(54 del Código Civil, sin haber sido ello expresarnei• 
te convenido ; 

Considerando que, por lo que acaba de exponerse, se ha• 
ce manifiesto que el contrato suscrito por los señores Nanita 
viuda Matos y Pedro Ramón Fernández en fecha dos de 
agosto de mil novecientos cuarenta y cuatro, no puede ser 
calificado como el de una sociedad, sino como el de un mero 
arrendamientos; de lo cual resulta que, al disponer de los 
frutos que debía entregar a la señora viuda Matos, en pago 
del precio de dicho arrendamiento, el señor Fernández no dis-
trajo ni disipó fraudulentamente cosas que pertenecían a 
otro; que, por consiguiente, al apreciar lo contrario, y al jur 
gar al señor Fernández culpable del delito de abuso de con• 
fianza en perjuicio de la señora viuda Matos, por no haber 
entregado a ésta la tercera parte de los frutos producidos 
por las tierras dadas en colonato, la Corte a quo interpretó. 
erradamente los artículos 1763 y 1764 del Código Civil y vio-
ló el artículo 408, reformado, del Código Penal, por lo cual 
su fallo debe ser casado, sin necesidad de examinar los otros 
alegatos del recurrente; 
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Por tales motivos, Primero: casa la sentencias de la 

Co C e de Apelación de La Vega, de fecha treinta de mayo rt u 
de  mil novecientos cuarenta y cinco, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto 
ante la Corte de Apelación de Santiago, y Segundo: declara 
las costas de oficio. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray .— F. 
Tavares hijo.— Leoncio Ramo.— Joaq. E. Salazar h.— Pe-
dro Troncoso Sánchez.— Raf . A. Lluberes V.— Eug. A. 
Alvarez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A . Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por *los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Joaquín E. Salazar hijo y 
Pedro Troncoso Sánchez, asistidos del infrascrito Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 

• Trujilló, Distrito de Santo Domingo, hoy día veintiseis del 
mes de febrero de mil novecientos cuarenta y seis, año 102o. 
de la Independencia, 83o. de la Restauración y 16o. de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aquiles 
Augusto Pineda, dominicano, mayor de edad, domiciliado y 
residente en la ciudad de Azua, portador de la cédula perso-
nal de identidad número 5162, serie 10, con sello No. 4181, 

116 



11, 

el "arrendamiento al colono aparcero", hace referencia evi, 
dentemente al contrato previsto en los artículos 1763 y 1764 
del Código Civil ; 5) porque se admite de modo general qu e 

 las pérdidas sufridas en la explotación de las tierras dadas 
al colono aparcero, quedan exclusivamente a cargo de éste; 
lo cual no podría ocurrir en materia de sociedad, por vil., 
tud de lo que dispone el artículo 1855 del Código Civil ; 6) por 
que también se admite de modo general que los actos, con. 
cernientes a la explotación, concluidos por el colono con ter.. 
ceros de buena fé, son res inter alios respecto del propietario, 
y es de principio que los actos concluidos por un socio, en 
relación con los asuntos sociales, obligan a la sociedad; y 7) 
porque, según el derecho común en materia de sociedades, 
éstas terminan con la muerte de cualquiera de los socios, y 
sería absurdo pretender que la muerte del colono o la del 
propietario pusiera fin al contrato regido por (Os artículos 
1763 y 1764 del Código Civil, sin haber sido ello expresamen-
te convenido ; 

Considerando que, por lo que acaba de exponerse, se ha-
ce manifiesto que el contrato suscrito por los señores Nanita• 
viuda Matos y Pedro Ramón Fernández en fecha dos de' 
agosto de mil novecientos cuarenta y cuatro, no puede ser 
calificado como el de una sociedad, sino como el de un mero 
arrendamientos ; de lo cual resulta que, al disponer de los 
frutos que debía entregar a la señora viuda Matos, en pago 
del precio de dicho arrendamiento, el señor Fernández no dis-
trajo ni disipó fraudulentamente cosas que pertenecían a 
otro ; que, por consiguiente, al apreciar lo contrario, y al jur 
gar al señor Fernández culpable del delito de abuso de con 
fianza en perjuicio de la señora viuda Matos, por no haber,  
entregado a ésta la tercera parte de los frutos producidos 
por las tierras dadas en colonato, la Corte a quo interpretó - 

 erradamente los artículos 1763 y 1764 del Código Civil y vio" 
ló el artículo 408, reformado, del Código Penal, por lo cual 
su fallo debe ser casado, sin necesidad de examinar los otros 
alegatos del recurrente; 

Por tales motivos, Primero: casa la sentencias de la 
Corte de Apelación de La Vega, de fecha treinta de mayo 
de  mil novecientos cuarenta y cinco, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto 
ante la Corte de Apelación de Santiago, y Segundo: declara 
las costas de oficio. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.-- J. H. Ducoudray .— F. 
Tavares hijo.— Leoncio Ramo.— Joaq. E. Salazar h.— Pe-
dro Troncoso Sánchez.— Raf . A. Lluberes V.— Eug. A. 
Alvarez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A . Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente ; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente ; Joaquín E. Salazar hijo y 
Pedro Troncoso Sánchez, asistidos del infrascrito Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujilló, Distrito de Santo Domingo, hoy día veintiseis del 
mes de febrero de mil novecientos cuarenta y seis, año 102o. 
de la Independencia, 83o. de la Restauración y 16o. de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia : 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aquiles 
Augusto Pineda, dominicano, mayor de edad, domiciliado y 
residente en la ciudad de Azua, portador de la cédula perso-
nal de identidad número 5162, serie 10, con sello No. 4181, 
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el "arrendamiento al colono aparcero", hace referencia evo,, 
dentemente al contrato previsto en los artículos 1763 y 1764 
del Código Civil; 5) porque se admite de modo general q ue 

 las pérdidas sufridas en la explotación de las tierras dadas 
al colono aparcero, quedan exclusivamente a cargo de éste; 
lo cual no podría ocurrir en materia de sociedad, por vir. 
tud de lo que dispone el artículo 1855 del Código Civil ; 6) por 
que también se admite de modo general que los actos, con. 
cernientes a la explotación, concluidos por el colono con ter. 
ceros de buena fé, son res inter alios respecto del propietario, 
y es de principio que los actos concluidos por un socio, en 
relación con los asuntos sociales, obligan a la sociedad; y 7) 
porque, según el derecho común en materia de sociedades, 
éstas terminan con la muerte de cualquiera de los socios, y 

sería absurdo pretender que la muerte del colono o la del 
propietario pusiera fin al contrato regido por los artículos 
1763 y 1764 del Código Civil, sin haber sido ello expresamen-
te convenido; 

Considerando que, por lo que acaba de exponerse, se ha. 
ce manifiesto que el contrato suscrito por los señores Nanita 
viuda Matos y Pedro Ramón Fernández en fecha dos de' 
agosto de mil novecientos cuarenta y cuatro, no puede ser 
calificado como el de una sociedad, sino como el de un mero 
arrendamientos ; de lo cual resulta que, al disponer de los 
frutos que debía entregar a la señora viuda Matos, en pago 
del precio de dicho arrendamiento, el señor Fernández no dis-
trajo ni disipó fraudulentamente cosas que pertenecían a 
otro ; que, por consiguiente, al apreciar lo contrario, y al jur 
gar al señor Fernández culpable del delito de abuso de con-
fianza en perjuicio de la señora viuda Matos, por no haber 
entregado a ésta la tercera parte de los frutos producidos 
por las tierras dadas en colonato, la Corte a quo interpretó 
erradamente los artículos 1763 y 1764 del Código Civil y vio .' 
ló el artículo 408, reformado, del Código Penal, por lo cual 
su fallo debe ser casado, sin necesidad de examinar los otros 
alegatos del recurrente; 

Por tales motivos, Primero: casa la sentencias de la 
Corte de Apelación de La Vega, de fecha treinta de mayo 
de  mil novecientos cuarenta y cinco, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto 
ante la Corte de Apelación de Santiago, y Segundo: declara 

Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 

las costas addeoosf;:ci J. . 

Tavares hijo.— Leoncio Ramo.— Joaq. E. Salazar h.— Pe-
dro Troncoso Sánchez.— Raf . A. Lluberes V.— Eug. A. 
Alvarez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A . Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por 'los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente ; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente ; Joaquín E. Salazar hijo y 
Pedro Troncoso Sánchez, asistidos del infrascrito Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujilló, Distrito de Santo Domingo, hoy día veintiseis del 
mes de febrero de mil novecientos cuarenta y seis, año 102o. 
de la Independencia, 83o. de la Restauración y 16o. de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia : 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aquiles 
Augusto Pineda, dominicano, mayor de edad, domiciliado y 
residente en la ciudad de Azua, portador de la cédula perso-
nal de identidad número 5162, serie 10, con sello No. 4181, 



contra sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, 
de fecha cinco de julio de mil novecientos cuarenta y cinco, 
dictada en atribuciones correccionales ; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada en 
fecha cinco de julio de mil novecientos cuarenta y cinco ; 

Oido el Magistrado Juez Relator ; 

Oido el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Manuel M. Guerrero, en la lectura de su dicta- 

men; 

Visto el memorial contentivo de los medios en que el 
recurrente funda su recurso de casación, depositado en la Se-
cretaría General de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 
ocho de agosto de mil novecientos cuarenta y cinco ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 6 y 88 de la Constitución; 189 del 
Código de Procedimiento Civil ; 4 y 14 de la Ley 1014 del 11 
de octubre de 1935; lo., 27 apartado 5o., y 71 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta lo 
que sigue: a) que con motivo de una querella presentada por 
la señora Altagracia Nelia Florián contra el recurrente, por 
el hecho de no atender a sus obligaciones de padre con el me-
nor Juan Ramón, el monosterio público inició la acción pe-
nal, y, con ese motivo, el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Azua dictó sentencia en fecha ocho de 
mayo de mil novecientos cuarenta y cinco, cuyo dispositivo 
es como sigue: "FALLA: PRIMERO : Que debe declarar Y 
declara al nombrado AQUILES PINEDA, de generales ano-
tadas, culpable de violación a la Ley No. 1051 en perjuicio 
de un menor de nombre Juan Ramón, que tiene procreado con 
la señora Altagracia Nelia Florián, y en consecuencia lo cor 
dena a un año de prisión correccional y al pago de las cos" 

118 BOLETIN JUDICIAL 
U-1.71U1A1.4 

__SEGUNDO: que debe fijar y fija como cuota men-

s
usal que el mismo inculpado AQUILES PINEDA debe pagar 

cgn toda regularidad a partir del día 13 del mes de Marzo del 
año 1945, la suma de TRES PESOS ($3.00) para las riecesi-
dades del referido menor"; b) que, sobre el recurso de ape-
lación interpuesto por  Aquiles Augusto Pineda, la Corte de 
Apelación de San Cristóbal dictó la sentencia impugnada con 
el presente recurso de casación, con el siguiente dispositivo: 
"FALLA: PRIMERO:—  Rechazar el pedimento de reenvío 
de la presente causa formulado por el consejo de la defensa, 
tendiente a que sean citados los testigos JUSTO RAMIREZ • 
ACOSTA, LULO DE LOS SANTOS, MANUEL MESA y 
CANDELARIO ALCÁNTARA, por considerar que la pre-
sente causa se encuentra bien sustanciada ;— SEGUNDO:— 
Ordenar la continuación de su vista en la presente audien- 
cia; y TERCERO :— Reservar las costas"; 

Considerando, que el recurrente alega en la declaración 
correspondiente, que su recurso lo interpone "por no encon-
trarse conforme con la sentencia que se le ha impuesto"; y 
en el Memorial contentivo de los medios de su recurso de ca-
sación, alega los siguientes: primero: falta de base legal de 
la sentencia impugnada ; segundo: violación del artículo 189 
del Código de Procedimiento Criminal ; tercero: violación del 
apartado 5o. del artículo 27 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; cuarto: violación de los artículos 6 y 88 in fine, 
de la Constitución ; 

En cuanto al primer medio: 

Considerando, que el recurrente expone en apoyo de es-
te medio: que él hizo citar ante el juez del primer grado, 
"como testigos a descargo, a los señores Justo Ramírez Acos-
ta, Lulo de los Santos, Manuel Mesa y Candelario Alcántara", 
de los cuales "sólo comparecieron Manuel. Mesa y Candela -
río Alcántara"; que los testigos que no comparecieron en 
Primera instancia "tampoco lo hicieron, puesto que no fue-, 
ron citados, ante la Corte de Apelación"; y que, en resumen, 



y 

contra sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, 
de fecha cinco de julio de mil novecientos cuarenta y cinco, 
dictada en atribuciones correccionales ; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada en 
fecha cinco de julio de mil novecientos cuarenta y cinco; 

Oido el Magistrado Juez Relator ; 

Oido el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Manuel M. Guerrero, en la lectura de su dicta- 

men; 

Visto el memorial contentivo de los medios en que el 
recurrente funda su recurso de casación, depositado en la Se. 
cretaría General de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 
ocho de agosto de mil novecientos cuarenta y cinco; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 6 y 88 de la Constitución; 189 del 
Código de Procedimiento Civil; 4 y 14 de la Ley 1014 del 11 
de octubre de 1935; lo., 27 apartado 5o., y 71 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta lo 
que sigue: a) que con motivo de una querella presentada por 
la señora Altagracia Nelia Florián contra el recurrente, por 
el hecho de no atender a sus obligaciones de padre con el me-
nor Juan Ramón, el monosterio público inició la acción pe-
nal, y, con ese motivo, el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Azua dictó sentencia en fecha ocho de 
mayo de mil novecientos cuarenta y cinco, cuyo dispositivo 
es como sigue: "FALLA : PRIMERO: Que debe declarar Y 

declara al nombrado AQUILES PINEDA, de generales ano-
tadas, culpable de violación a la Ley No. 1051 en perjuicio 
de un menor de nombre Juan Ramón, que tiene procreado con 
la señora Altagracia Nelia Florián, y en consecuencia lo con' 
dena a un año de prisión correccional y al pago de las cos- 

uts;  —SEGUNDO: que debe fijar y fija como cuota men- 
sual que el mismo inculpado AQUILES PINEDA debe pagar 
mn toda regularidad a partir del día 13 del mes de Marzo del 
año 1945, la suma de TRES PESOS ($3.00) para las ñecesi 
dades del referido menor"; b) que, sobre el recurso de ape-
lación interpuesto por  Aquiles Augusto Pineda, la Corte de. 
Apelación de San Cristóbal dictó la sentencia impugnada con''' 
el presente recurso de casación, con el siguiente dispositivo: • 
"FALLA: PRIMERO:—  Rechazar el pedimento de reenvío 
de la presente causa formulado por el consejo de la defensa, 
tendiente a que sean citados los testigos JUSTO RAMIREZ 
ACOSTA, LULO DE LOS SANTOS, MANUEL MESA y 
CANDELARIO ALCANTARA, por considerar que la pre-
sente causa se encuentra bien sustanciada ;— SEGUNDO:—
Ordenar la continuación de su vista en la presente audien-
cia; y TERCERO:— Reservar las costas"; 

Considerando, que el recurrente alega en la declaración 
correspondiente, que su recurso lo interpone "por no encon-
trarse conforme con la sentencia que se le ha impuesto"; y 
en el Memorial contentivo de los medios de su recurso de ca-
sación, alega los siguientes: primero: falta de base legal de 
la sentencia impugnada ; segundo: violación del artículo 189 
del Código de Procedimiento Criminal; tercero: violación del 
apartado 5o. del artículo 27 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; cuarto: violación de los artículos 6 y 88 in fine, 
de la 'Constitución ; 

En cuanto al primer medio: 

Considerando, que el recurrente expone en apoyo de es-
te medio: que él hizo citar ante el juez del primer grado, 
"como testigos a descargo, a los señores Justo Ramírez Acos-
ta, Lulo de los Santos, Manuel Mesa y Candelario Alcántara", 
de los cuales "sólo comparecieron Manuel. Mesa y Candela-
rio Alcántara" ;que los testigos que no comparecieron en 
primera instancia "tampoco lo hicieron, puesto que no fue-
ron citados, ante la Corte de Apelación"; y que, en resumen, 
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la Corte de Apelación de San Cristóbal, "sin conocer y pon-
derar los testimonios juzgados esenciales por la defensa y 
para cuya audición ésta le solicitó un reenvío, rechaza este 
reenvío y declara que está bien edificada sobre los hechos 
de la causa", incurriendo por ello "en un doble vicio: el pri-
mero, en negar el derecho de la defensa, y el segundo, en des-
deñar las pruebas ofrecidas por el inculpado sin conocrlas 
en ningún sentido"; 

Considerando, que, según lo dispone el artículo 4 de la 
Ley 1014 de 1935, el tribunal que conoce de un asunto co-
rreccional puede reenviar el conocimiento de la causa para 
una próxima audiencia cuando no l -a encuentre bien sustan-
ciada ; que esta es una simple facultad, no una obligación del 
tribunal, y su ejercicio está sujeta únicamente a la aprecia-
ción soberana que haga el tribunal con respecto a (la oportu-
nidad del reenvío que se le pide ; que, en la especie, la Corte 
de Apelación de San Cristóbal expresó en la sentencia impug-
nada, como razón determinante para rechazar el pedimento 
de reenvío formulado por el recurrente, "que contrariamente 
a como lo pretende el prevenido, de las declaraciones orales 
poi él y por la querellante ahora prestadas, y de la presencia 
y exament& por la Corte del menor agraviado, así como de 
las diversas declaraciones y piezas del expediente, se des-
prenden elementos de convicción suficientes para la cabal 
edificación de esta Corte en el sentido de la correcta solu-
ción del caso ; especialmente ante la circunstancia de obrar 
en el expediente las declaraciones dadas por ante el Juez 
a quo por los referidos testigos Candelario Alcántara y Ma -
nuel Mesa, sin que ahora se haya demostrado que puedan 
declarar en una forma distinta a como allí lo hicieron, así 
como una carta de Justo Acosta (Justo Ramírez Acosta), di-
rijida al Procurador Fiscal del Tribunal a quo, afirmativa 
de que sobre el caso no sabe absolutamente nada; y de que no 
se haya precisado que Lulo de los Santos sepa nada de natu-
raleza a alterar la solución que resulta de los elementos enun -
ciados" ; 
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Considerando, que el vicio de falta de base legal con-
giste en una exposición tan incompleta o imprecisa de los 
hechos de la causa que no permita a la Suprema Corte de 
Justicia apreciar si en la sentencia impugnada se ha hecho 
o no una correcta aplicación de la ley ; que, contrariamente 
a como lo sostiene la parte recurrente, la Corte de Apelación 
de San Cristóbal ha expuesto precisa y suficientemente, en la 
sentencia impugnada, los hechos y circunstancias sobre cuyo 
fundamento denegó al recurrente la petición de reenvío de 
la causa, y esa exposición ha permitido a esta Suprema Cor-
te de Justicia comprobar que los jueces del fondo han usado 
correctamente de los poderes con que los inviste el artícu-
lo 4 de la Ley 1014 de 1935 a los fines de conceder o recha-
zar el reenvío que se les solicite; 

En cuanto al segundo medio: 

Considerando, que en apoyo de este medio, que califica 
"violación del apartado 50. del artículo 27 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación" y que es, en realidad, un alegato 
de violación al artículo 195 del Código de Procedimiento Cri-
minal, cuya sanción se encuentra en el texto mencionado por 
el recurrente, éste alega que al solicitar el reenvío de su cau-
sa para citar a los cuatro testigos mencionados "lo hizo ex-
presando que las declaraciones de esos testigos las conside-
raba como esenciales a su defensa", y que "la Corte, no 
obstante que el ministerio público no se opuso a la medida, 
la rechazó motivando su decisión en el sentido de que esos 
testigos' no se había precisado que sepan nada de naturaleza 
a alterar la solución que resulte de los elementos enuncia- 
dos"; 

Considerando, que los jueces del fondo tienen el poder 
de apreciar soberanamente tanto el valor de los testimonios 
Producidos en los debates, como asímismo la oportunidad de 
Ordenar la citación de un testigo no compareciente, en vista 

' de la utilidad de sus declaraciones en relación al estableci-
miento de los hechos de la causa ; que, en la especie, según 



¿O 	BOLET1N J U DICIAL 

la Corte de Apelación de San Cristóbal, "sin conocer y pon-
derar los testimonios juzgados esenciales por la defensa y 
para cuya audición ésta le solicitó un reenvío, rechaza este 
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rijida al Procurador Fiscal del Tribunal a quo, afirmativa 
de que sobre el caso no sabe absolutamente nada; y de que no 
se haya precisado que Lulo de los Santos sepa nada de natu-
raleza a alterar la solución que resulta de los elementos enun -
ciados"; 
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,Considerando, que el vicio de falta de base legal con-
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hechos de la causa que no permita a la Suprema Corte de 
Justicia apreciar si en la sentencia impugnada se ha hecho 
o no una correcta aplicación de la ley ; que, contrariamente 
a  como lo sostiene la parte recurrente, la Corte de Apelación 
de  San Cristóbal ha expuesto precisa y suficientemente, en la 
sentencia impugnada, los hechos y circunstancias sobre cuyo 
fundamento denegó al recurrente la petición de reenvío de 
la causa, y esa exposición ha permitido a esta Suprema Cor-
te de Justicia comprobar que los jueces del fondo han usado 
correctamente de los poderes con que los inviste el artícu-
lo 4 de la Ley 1014 de 1935 a los fines de conceder o recha-
zar el reenvío que se les solicite; 

En cuanto al segundo medio: 

Considerando, que en apoyo de este medio, que califica 
"violación del apartado 5o. del artículo 27 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación" y que es, en realidad, un alegato 
de violación al artículo 195 del Código de Procedimiento Cri-
minal, cuya sanción se encuentra en el texto mencionado por 
el recurrente, éste alega que al solicitar el reenvío de su cau-
sa para citar a los cuatro testigos mencionados "lo hizo ex-
presando que las declaraciones de esos testigos las conside-
raba como esenciales a su defensa", y que "la Corte, no 
obstante que el ministerio público no se opuso a la medida, 
la rechazó motivando su decisión en el sentido de que esos 
testigos' no se había precisado que sepan nada de naturaleza 
a alterar la solución que resulte de los elementos enuncia- 
dos"; 

Considerando, que los jueces del fondo tienen el poder 
de apreciar soberanamente tanto el valor de los testimonios 
Producidos en los debates, como asímismo la oportunidad de 
Ordenar la citación de un testigo no compareciente, en vista 
de la utilidad de sus declaraciones en relación al estableci-
miento de los hechos de la causa; que, en la especie, según 



se comprueba con el estudio de la motivación de la sentencia 
impugnada, la que fué copiada al ser examinado el primer 
medio del recurso, la Corte de Apelación de San Cristóbal 
usó legítimamente de esos poderes soberanos al negar el pe-
dimento del recurrente de que fueran citados los cuatro tes-
tigos en referencia, y, además, respondió expresamente á 
lo solicitado por el recurrente; que, estando suficientemente 
motivada la sentencia contra la cual se ha recurrido, pro-
cede rechazar este medio del recurso; 

En cuanto al tercer medio: 

Considerando, que el recurrente sostiene, en apoyo de 
este medio, que los jueces del fondo "están ligados, para la 
decisión de los asuntos que le sean sometidos, a las pruebas 
ante ellos establecidas"; que, "cuando el fiscal y el quere-
llante han ofrecido al juez elementos de prueba, sean ellos 
o no claros, precisos y fundados, el inculpado, que es la otra 
parte en el proceso, y que de acuerdo con la Consti tución tie-
ne el derecho de la defensa, tiene que tener y debe dársele la 
oportunidad correspondiente para presentar y hacer valer la 
contraprueba"; 

Considerando, que las disposiciones contenidas en el ar 
tículó 189 del Código de Procedimiento Criminal, relativas a 
la manera de administrar la prueba de los delitos, cuya vio-
lación se invoca en el presente medio, tienen que ser combi-
nadas, para su correcta interpretación, con lo estatuído en 
el artículo 14 de la Ley 1014 de 1935, según el cual "las cor-
tes de apelación pueden juzgar en materia correccional sin 
necesidad de oir testigos" ; que, por consiguiente, al decidir 
que la causa sería conocida sin necesidad de hacer citar a los 
testigos no comparecientes, la Corte de Apelación de S. Cris-
tóbal se limitó a ejercer una facultad que le confiere el ar 
tículo 14 de la Ley 1014 de 1935, sin incurrir en violación al-
guna de las disposiciones del artículo 189 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; 
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En lo que concierne al cuarto medio: 

Considerando, que en apoyo de este medio el recurrente 
impone que del contexto de los artículos 88 de la Constitu -
ción, 4 y 14 de la Ley 1014 de 1935, resulta que "si bien es 
un derecho para un tribunal reenviar una causa o no, según 
que estime que está insuficiente o bien sustanciada, tam 
bién es un derecho del inculpado, en virtud de los textos cons-
titucionales antes citados, el de solicitar ese reenvío por con-
siderar insuficientemente sustanciada su causa a falta de 
oir ciertos testigos cuyos nombres él cita, y que tienen la fi-
nalidad de poder establecer su inculpabilidad"; que, por otra 
parte, "en cuanto al artículo 4 de la Ley 1014, parece que 
tiene una aplicación general para todos los tribunales de fon-
do"; pero que la "circunstancia de ser la Ley 1014 una ley 
especial, y la de referirse dicho texto al tribunal, sin expre-
sar los tribunales o los tribunales y las. cortes de apelación, 
hace que consideremos que dicho texto no tiene aplicación 
para la corte de apelación, tanto más, cuanto que, en lo que 
respecta a las cortes, esta misma ley contiene un artículo 
14, que es el que se refiere a los reenvíos por este tribunal 
superior" ; 

Considerando que, contrariamente a como lo sostiene 
• el recurrente, la palabra "tribunales", empleada por el articula 

4 de la Ley 1014 de 1935, tiene un sentido general, y es por 
consiguiente inclusiva tanto de los juzgados de primera ins-
tancia como de las cortes de apelación, puesto que nada in-
dica que el citado texto haya entendido referirse únicamente 
a los primeros; que, por consiguiente, es preciso reconocer 
que el término "tribunales" se refiere a todos los tribunales 
que conocen de los asuntos correccionales; que, por lo tanto, 
la Corte de Apelación de San Cristóbal, al usar, en la especie, 
de la facultad que expresamente le confiere el artículo 4 de 
la ey 1014 de 1935, no pudo haber incurrido tampoco en la 
violación de los artículos 6 y 88 de la Constitución, puesto 
que ni desconoció con su actuación ningún derecho inherente 
a la personalidad humana, ni tampoco obligó al recurrente a 
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violación de los artículos 6 y 88 de la Constitución, puesto 
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Eugenio A. Alvarez, 
Secretario General 

de la Suprema Corte de Justicia. 
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hacer algo que la ley no le mandaba, ni mucho menos le in b  
pidió hacer algo que la ley le permitiera hacer; 

Considerando, que la sentencia atacada no presenta tam, 
poco ningún vicio, de forma o de fondo, distinto de los alea 
gados por el recurrente, que pudiera conducir a su casación ;  

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa. 
ción interpuesto por Aquiles Augusto Pineda, contra senten, 
cia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha cinco 
de julio de mil novecientos cuarenta y cinco, dictada en atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
otro lugar del presente fallo; y Segundo: condena dicho re, 
currente al pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.— Joaq. E. Salazar h.— Pedro Troncoso Sán-
chez .— Eug. A. Alvarez Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

Recursos de casación conocidos en audiencias públicas, 30 
Recurso de casación civil fallado, 1 
Recursos de casación correccionales fallados, 6 
Sentencias en jurisdicción administrativas, 7 
Autos designando Jueces Relatores, 10 
Autos pasando expedientes al Magistrado Procurador 
General de la República para fines de dictamen, 10 
Aútos fijando audiencias, 12 
Auto autorizando recurso de casación. 1 

Total de asuntos: 57 

Ciudad Trujillo, febrero 28, 1946. 
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Marzo 	3 	1 	7 	4 	60 	75 
Abril 	1 	1 	4 	7 	63 	76 
Mayo 	2 	 2 	7 	56 	67 
Junio 	1 	1 	2 	4 	31 	38 
Julio 	1 	2 	4 	2 	29 	38 
Agosto 	1 	 2 	8 	35 	46 
Septiembre 	3 	 2 	10 	54 	69 
Octubre 	1 	1 	 17 	54 	73 
Noviembre 	 3 	1 	19 	59 	82 
Diciembre 	2 	2 	1 	17 	66 	88 

	

18 	12 	33 	105 	635 	803 

CORTE DE APELACION DE SAN CRISTOBAL. 

1945 	 Civiles. Comer. Crimina- Correccic• Adminis. Totales: 

dales. 	les. 	nales. trativas. 

Enero 	 3 	10 	27 	40 
Febrero 	 4 	11 	10 	25 
Marzo 	2 	 2 	8 	44 	56 
Abril 	 3 	10 	26 	39 
Mayo 	1 	 1 	9 	21 	32 . 
Junio 	 1 	1 	14 	33 	49 
Julio 	 4 	.21 	50 	75 
Agosto 	1 	 1 	13 	56 	71 
Septiembre 	 4 	11 	49 	64 
Octubre 	1 	1 	7 	11 	37 	57 
Noviembre 	2 	 2 	22 	34 	60 
Diciembre 	1 	 6 	10 	58 	75 

8 	2 	38 	150 	445 

e 	11,1 14  1' 	tt 

á' 8 	° cr 	 o 

cr) (1) 

•saTAT,9 

1-á 	 • GI'ET0.1~ 

OIC>C7(130)--INIMCO-ICA111.-1 

F-1  t\D 	 I\D 	IND 	M 
00 	 Crt C, 	Ci 00 •`•• 	 Sarell0P3a1.100 

C4 Ca C> 	Cr> Cy C> C.45 C7i C7t en 
>" en LND $4,  --4 c> 	C> Crx dz,.. 

)-4 
c,4 	h, 41. 	C1 	CO ca $1, ca 

—115 	00 e,co 	oo eso es) Oo 
cn —4 oo 	o co 	co --I CD 

CORTE DE APELACION DE CIUDAD TRUJILLO 

•96I 

- Ezuerd orca 

•Sarettittli-IJI 



C) c„5 CA )ir► 	CI1 CA 00 C71 CJi C71 41. 
E∎14,  ■-4 0"1 1-4  CO 01 01 ►P 

f-+ 
1"03 •••41\,■;-.2 C71 	W>11.0.5 
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1945 	Civiles. Comer- Crimina- Correccio-  Adminis. To 

ciales. 	les. 	nales. 	trativas. 

Enero 	1 	3 	6 	68 	78 
Febrero 	2 	1 	5 	4 	60 	72 
Marzo 	3 	1 	7 	4 	60 	75 
Abril 	1 	1 	4 	7 	63 	76 
Mayo 	2 	2 	7 	56 	67 
Junio 	1 	1 	2 	4 	31 	-9 
Julio 	1 	2 	4 	2 	29 	38 
Agosto 	1 	2 	8 	35 	46 
Septiembre 	3 	2 	10 	54 	69 
Octubre 	1 	1 	17 	54 	73 
Noviembre 	3 	1 	19 	59 	82 
Diciembre 	2 	2 	1 	17 	66 	88 

	

18 	12 	33 	105 	635 	803 

CORTE DE APELACION DE SAN CRISTOBAL. 

1945 	Civiles. Comer- Crimina- Correccio-  Adminis. Totales: 

dales. 	les. 	nales. trativas. 

Enero 	3 	10 	27 	40 
Febrero 	4 	11 	10 	25 
Marzo 	2 	2 	8 	44 	56 
Abril 	3 	10 	26 	39 
Mayo 	1 	1 	9 	21 	32 
Junio 	1 	1 	14 	33 	49 
Julio 	4 	21 	50 	75 
Agosto 	1 	1 	13 	56 	71 
Septiembre 	4 	11 	49 	64 
Octubre 	1 	1 	7 	11 	37 	57 
Noviembre 	2 	2 	22 	34 	60 
Diciembre 	1 	6 	10 	58 	75 

8 	2 	38 	150 	445 
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cffitIS. 

Civiles. 	Crimina• 	Gorree.. 	Administra- Tctalec: 

	

r-4 	Cn 	he 00 kel y-4 

	

10 "O 	t■ t".• 	v-4 00 00 00 14 
1-4 

les. 	cionales. tivas. 

Habeas Corpus. p.4 

Administrativas. Cl 
	N,-1 t-..NtOt"J 

te'D 	Cl CD '11( 	t'• 00 ni,  CIP ni,  C
k
V 

Correccionales. CO 	CV v-4 0 C0 0 	 cu o t... 1-4 	v-4 	C\I 1-1 	 C'D 

mero 4 29 33 
Febrero 2 3 7 19 31 
Marzo 1 8 26 35 
Abril 2 11 29 42 
Mayo 1 11 24 36 
Junio 5 7 31 43 
julio 5 8 13 26 
Agosto 3 12 48 63 

• Septiembre 2 14 32 48 
Octubre 1 4 10 21 36 
Noviembre 2 13 29 44 
Diciembre 1 5 8 21 35 

4 33 113 322 472 

o 
011'11 E 9) Ñ. o o :---. 	ti, .2 p  a> ,, - . 	>.., •,_, 0 c  _,..., 	-. -  Cl.) Cl gn Cl 	b10 CU C.) O • . 
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r1 

10 
r4 

CO r-1 	CTI O Y.-4 N O he 00 irá 
cotr 

 
C.• t• 	r-4 00 00 00 kr3 

r.4 
Totales: 

les. 	cionales. 

Habeas Corpus. r.4 

Administrativas. ".41.0 0.1 00t■ CONy-1 	aq 	trz 
Le) cv 	tO nt(  kt»; t.- 00 d,  C10 nt< N 

CO c:r1 	c:, c.D o CITI UD 1 \I O 
y-4 y-10 r-4 C\1 	C‘I cC 

y—I 
00 
00 

Enero 4 29 33 
Febrero 2 3 7 19 31 
Marzo 1 8 26 35 
Abril 2 11 29 42 
Mayo 1 11 24 36 
Junio 5 7 31 43 
Julio 5 8 13 26 
Agosto 3 12 48 63 
Septiembre 2 14 32 48 
Octubre 1 4 10 21 36 
Noviembre 2 13 29 44 
Diciembre 1 5 8 21 35 

4 	33 	113 	322 	472 

Crimina• 	Correc. 	Administra. Tctalec: 

tivas. 

o 	 O 	
S2 

— o o c 	cl)  -0 • a> • r.  



Totales: 
1 	 . 	 • 	 . 

•44 CO CO 07 t LO 10 k O CO N CC 01 
'11. 1  ni4  kO 	 cto cD 	 t- I el< 

1211.4-  1.1143 VIVI 	',ro 

SANTO DOMINGO. 
fl 

CI Comerciales. Administrativas 	Totales: Civiles • 

G\1 00 00 0 eq 	,4-4 	t- C\1 co 
4-4 4-1 c\I 	1-4 cl 

CI 
00 
T-4 

N 00 az 0 az er,  u- CA t'•• uJ  "Zti 7-1 
1-0 	 r-I 	r-I 	 r-4 r•-1 

C- 
OZ 
1-4 

Autos fijando causas. 

	

co 	r--4 CO LC 	CC O") 

	

nr u, "Zt< 	 C0 CL) 00 C- nt4  
00 
O 
t-• 

Req. Fiscal . C\1 CO N C."1 C••• CC 1C N 00 N b- 07 N 
?-1 v-1 e-1 	 1•4 /-1 	C\I 1-1 	1-1b 

r-4 

Enero 
Febrero 
marzo 
Abril 
gayo 
Junio 
Julio 
Agosto • 
Septiembre 
Octubre 
Nciviembre • 
Diciembre 

448 
364 
184 
170 

93 
114 

15 
142 
139 
137 
92 
90 

3 
6 
3 
4 
2 
2 
7 
3 
3 
2 
7 
6 

34 
42 
42 
48 
55 
50 
55 
43 
50 
60 
50 
42 

CO 	 10 00 C> CC N 07 a, 00 
r-I 	 r-I 

485 
312 
229 
222 
150 
166 
77 

188 
192 
199 
149 
138 

2547 571 00 
CO 

1888 48 

Autos designando Jueces. C7 O r-4 "-I 00 07 00 CO 
r-1 CrJ e\I CC N CC C\.1 CC N N CO C\1 

CAMARA PENAL DEL DISTRITO DE 
SANTO DOMINGO. r-4 

,;:t4 
CO 

r-4 CC CC r•-( CrJ ntl 07 CM c:57 el) <..0 *Ir 
O T--0 r-♦ N 	10 1-1 O C) nt4 •Izt• ..;14 
r-I 	T-4 	r-‹ r-I 	1-1 	r-I r-i 

	

Crimina• 	Correr. Adminis• H. Corpus B. Fianza Totales: 

	

les. 	cionales. trativa,s. 
O 

r-I 

Decretos de Registros. 
CC O C■ 	 "Zti "O 00 N C1 00 CNC 
00 CC 00 d< nr 10 N CO  Cr t.- 07 CC 07 
1-4 	CM r-i 	r-4 r 4 N r-1 	CO 

N 

Sentencias Tribunal 
Jurisdicción Original. 

r.\I 	'TM "zti 	 LO 10 in nm 
C'0 	nt,  d4 -r14  "ZP CC CC CC nti LO 10 

O 
N 
uO 

Sentencias Tribunal 
Superior de Tierras. 

t10 C\1 u0 CO LO 00 N 	00 CM LO 
lO CI 'zi< do UD N "ZIM 	 10 

`z1, 
 LO 

LO 

1945. 

1 	186 
1 	282 
1 	261 
2 	257 

298 
244 

1 1 141 
182 
170 

1 	164 
176 

3 	180 

147 	28 
223 	42 
211 	33 
238 	9 
252 	34 
211 	28 
108 	25 
146 	30 
154 	1:) 
143 	14 
147 	21 
105 	47 

Enero 	10 
Febrero 	16 
Marzo 	16 
Abril 	8 
Mayo 	12 
Junio 	5 
Julio 	6 
Agosto 	6 
Septiembre 3 
Octubre 6 
Noviembre 8 
Diciembre 25 

;••I 	1.4 	CI)  
1.1 

o o 1 o 15 o 
• 1.4 N 	 Y1 	 CL) 

* g • 	O g., 	 .„'"1  

ci)  c.) o 
P4 

• 

P=1 	/-Di-J 1-1/CDZP 

121 	2085 	324 	1 	10 	2541 



SANTO DOMINGO. 

Civiles. 	Comerciales. Administrativas 	Totales: 

Enero 
Febrero 
›farz° 
Abril 
mayo 

Junio 
Julio 
Agosto 
Septiembre 
Octubre 
Noviembre 
Diciembre 

34 	3 	448 	485 
42 	6 	364 	312 
42 	3 	184 	229 
48 	4 	170 	222 
55 	2 	93 	150 
50 	2 	114 	166 
55 	7 	15 	77 
43 	3 	142 	188 
50 	3 	139 	192 
60 	2 	137 	199 
50 	7 	92 	149 
42 	6 	90 	138 

CAMARA PENAL DEL DISTRITO DE 
SANTO DOMINGO. 	 J 

1945 	Crimina• 	Correc- Aciminis- H. Corpus B. Fianza Totales: 

Sentencias Tribunal 
Superior de Tierras. 

Enero 
Febrero 
Marzo 
Abril 
Mayo 
Junio 
Julio 
-Agosto 
Septiembre 
Octubre 
Noviembre 
Diciembre 

les. cionales. trativas. 

10 147 28 1 186 
16 223 42 1 282 
16 211 33 1 261 
8 238 11 2 257 

12 252 34 298 
5 211 28 244 
6 108 25 1 1 141 
6 146 30 182 
3 154 15 170 
6 143 14 1 164 
8 147 21 176 

25 105 47 3 180 

121 	2085 	324 	1 	10 	2541 



160 
157 , Enero 

188' Abril 
183 	mayo 
210 	Junio 
194 	Julio 
207 	Agosto 
182 	Septiembre 

183 Febrero 
197 Marzo 

Abril 
Mayo 
Junio 
Julio 
Agosto 
Septiembre 
Octubre 
Noviembre 
Diciembre 

E , 	JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE SAN PEDRO DE MACORIS • 

1945 	 Civiles. Comer- Crimina. Correccior Adminis. 

diales, 	les, 	nales. trativas.  

ÚZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 
JUDICIAL DEL SEYBO 

Civiles. Comer- Crimina- 

ciales. 	les. 

Correccior 

nales. 

Adminis b Totales: 

trativas. 

3 59 22 84 
2 2 54 56 114 
2 1 46 37 86 
2 5 58 41 106 
3 1 4 52 30 90 
2 2 72 69 145 
5 1 54 24 84 
2 2 56 34 94 
8 4 66 38 116 

1 79 89 169 
24 4 58 88 174 

3 3 35 81 122 

56 1 29 689 609 1384 

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE AZUA 

1945 	Civiles. Crmina. Correciona- Adminis- . 	Total 

les. 	les. 	trativas. 

Febrero 
Marzo 

Enero 1 	1 	68 	80 
4 1 71 84 
4 6 70 77 
7 4 79 93 

13 1 85 98 
4 2 99 83 
9 2 76 96 
4 4 118 84 

10 102 82 
4 6 120 77 
4 	5 	100 	73 

10 	6 	83 	266 

150 	1945 

C Diciembre 
« 	' 	; 

	

365 	Octubre  

, 74 	38 	1071 	1193 	2376 	Noviembre 

Enero 	4 	 45 	13 	62 
Febrero 	12 	 2 	47 	8 	69 
Marzo 	10 	 3 	40 	17 	70 
Abril 	4 	1 	5 	55 	13 	78 
Mayo 	8 	 1 	59 	8 	76 
Junio 	9 	 6 	57 	11 	83 - 
Julio 	5 	1 	1 	68 	21 	96 
Agosto 	7 	 47 	5 	59 
Setiembre 	9 	 2 	63 	11 	85 
Octubre 	6 	 3 	57 	23 	89 
Noviembre 11 	 2 	75 	29 	117 
Diciembre 	9 	 1 	32 	63 	105 

94 	2 	26 	645 	222 	989  

1945 	 Civiles. Comer- Crimina- Correccio' Adminis. Totales: 

ciales. 	les. 	nales. 	trativas. 

Enero 	1 	 19 	21 	41 
Febreyo 	1 	 1 	12 	8 	22 
Marzo 	2 	1 	 18 	2 	23 
Abril 	2 	 1 	36 	9 	48 
Mayo

uni o 	
2 	 28 	4 	34 

Junio 
 

Julio 	
1 	 31 	6 	38 

Agosto 	
3 	 3 	21 	18 	45 

Octubre 	

4 	1 	5 	26 	11 	47 
Septiembre 3 	 3 	25 	7 	38 

: 

3 	 2 16 

Diciembre 

	

28 	49 
Noviembre 	4 	 1 	33 	15 53 

2 	 3 	26 	20 	51 

27 	3 	19 	291 	149 	489 



Enero 	1 	1 	68 	80 	150 	1945 

1945 	Civiles. Crmina. Correciona• 	 Total 

les. 	les. 	trativas. 

4 	1 84 71  

ZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 
JUDICIAL DEL SEYBO 

Civiles. 	Comer- Crimina- 	Concedo* 	Adminisb Totales: 
dales. 	les. 	nales. 	trativas. 

2 

2 
2 

3 

5 

2 
1 

58 

54 
46 

59 	22 	84 

37 
41 	106 

56 	114 
86 

3 	1 	4 	52 	30 	90 
2 	 2 	72 
5 	 1 	54 	

69 	145 
24 	84 

2 	 2 	56 	• 	34 	94 
8 	 4 	66 	38 	116 

24 1 	79 	89 	169 
4 	58 	88 	174 

3 3 	35 	81 	122 

56 	1 	29 	689 	609 	1384 i. 	JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 
; 
1 	 JUDICIAL DE SAN PEDRO DE MACORIS 

Agosto 	4 	4 	118 	84 	210 	' Junio 
Septiembre 	10 	 102 	82 	194 

Diciembre 	10 	6 	83 	266 	365 	

Julio 
Octubre 	4 	6 	120 	77 	207 

: 	 74 	38 	1071 	1193 	2376 	

Septiembre 
Agosto 

Noviembre 	4 	5 	100 	73 	182 

Diciembre 
Noviembre 

: 

Febrero 160 
Marzo 	4 	6 	70 	77 	157 	.------- 
Abril 	7 	4 	79 	93 	183 	

E 

Junio 
Mayo 	13 

4 2 
1 85 

99 	83 
98 

188 
197 	

A  nb  erirlo 
MFeabyroe r o 

Julio 	9 	2 	76 	96 	183 

F 	 JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 
1945 	 Civiles. Comer• Chalina. Correcci• 

i 	 eiales. 	les. 	ríales. 	trativas. 

Adminis. Total: 

Julio Setiembre 	9 	 2 	63 	11 	85 
Octubre 	6 3 57 	23 89 Agosto 

Septiembre 

	

11 	 2 	75 	29 	117 

	

9 	 1 	32 

Noviembre 

	

63 	105 Octubre 

, 

	

94 	2 	26 	645 	222 	989 
Diciembre 

Noviembre 	
5 	26 	11 	47 

1 	 31 	6 	38 
3 	21 	18 	45 

34 
2 

4 	

3 	25 	7 	38 
16 28 	49 

1 33 
2  

15 53 
3 	26 	20 	51 

JUDICIAL DE AZUA 

1 	 1945 	 Civiles. Comer- Crimina- Correccio -  Adminis. Totales: i : 	Enero 	4 	 45 	13 	62 
í 	 ciales. 	les. 	nales. 	trativas. Febrero 	12 	 2 	47 	8 	69 

Marzo 	10 	 3 	40 	17 	70 	Enero 
Abril 	4 	1 	5 	55 	13 	78 	Febrew 	

1 
1 	

19 	21 	41 
12 	8 	22 Mayo 	8 	 1 	59 	8 	76 	Marzo 	2 	1 	 18 	2 	23 Junio 	9 	 6 	57 	11 	83 - 	Abril 	2 	 1 	36 	9 	48 Julio 5 	1 	1 	68 	21 	96 

Ini o 

Diciembre 

27 



JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO JUDICIAL DE BARAHONA. 

U. 

g 

o 
o 

Enero 2 1 58 

Febrero 3 1 4 69 

Marzo 4 2 6 67 

Abril 3 1 4 64 

Mayo 3 1 4 78 

Junio 11 1 5 88 

Julio 9 74 

Agosto 16 1 4 68 

Septiembre 5 5 69 

Octubre 9 6 81 

Noviembre 
Diciembre 

4 
17 2 

5 
6 

103 
62 • 

86 9 50 881 

	

141 	 202 

	

80 	1 	158 

	

68 	 147 

	

70 	 142 

	

113 	1 	200 

	

122 	 227 

	

81 	 164 

	

108 	 197 

	

112 	1 	192 

	

144 	 240 

	

129 	 241 

	

74 	 161 

1242 	3 	2271 

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO JUDICIAL DE BEIILMA 

rL" 

SO
i C

tn
It

IT
I

Q
 

o 
O 

o o 

Zr

o  

 Zr 

.s
-en

A
ii

ra
v

‘I
ti

it
tr

p
v
  

Enero 1 2 43 16 
Febrero 4 1 57 13 
Marzo 10 38 36 
Abril 6 12 52 19 
Mayo 6 1 3 71 17 
Junio 13 2 77 23 2 
Julio 6 1 12 39 18 
Agosto 2 5 51 23 1 
Septiembre 2 4 50 10 
Octubre 3 5 69 13 
Noviembre 9 3 58 15 
Diciembre 5 6 56 23 

66 3 55 661 226 4 

62 
75 
84 
89 
98 

117 
77 
82 
67 
90 
85 
90 

1 	1016 
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JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO JUDICIAL DE BARAHONA. 
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2 
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ar
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Enero 
Febrero 
Marzo 
Abril 
Mayo 
Junio 
Julio 
Agosto 
Septiembre 
Octubre 
Noviembre 
Diciembre 

	

141 	 202 

	

80 	1 	158 

	

68 	 147 

	

70 	 142 

	

113 	1 	200 

	

122 	 227 

	

81 	 164 

	

108 	 197 

	

112 	1 	192 

	

144 	 240 

	

129 	 241 

	

74 	 161 . 

2 1 58 
3 1 4 69 

4 2 6 67 
3 1 4 64 
3 1 4 78 

11 1 5 88 
9 74 

16 1 4 68 

5 5 69 

9 6 81 

4 5 103 
17 2 6 62 

50 	881 	 1242 	3 	2271 

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO JUDICIAL DE BENEPA 

g
n

i:1
0 o 

sa
l  

ST
A1

11
1 

Enero 2 43 16 
Febrero 4 1 57 13 
Marzo 10 38 36 
Abril 6 12 52 19 
Mayo 6 1 3 71 17 
Junio 13 2 77 23 2 
Julio 6 1 12 39 18 
Agosto 2 5 51 23 
Septiembre 2 4 50 10 1 
Octubre 3 5 69 13 
Noviembre 9 3 58 15 
Diciembre 5 6 56 23 

66 - 	3 55 661 226 4 

62 
75 
84 
89 
98 

117 
1 	77 

82 
67 
90 
85 
90 

1 	1016 



1945 	Civiles. 	Crimina. 	:Gorree. 	Administra* Totales :  

tivas. 

Enero 	4 	1 	22 	38 	65 
Febrero 	5 	2 	22 	8 	37 , 
Marzo 	3 	1 	34 	5 	43 
Abril 	6 	3 	46 	14 	69 
Mayo 	1 	5 	30 	10 	46 
Junio 	5 	5 	20 	.14 	44 
Julio 	6 	 20 	10 	36 
Agosto 	5 	2 	18 	10 	35 
Septiembre 	8 	4 	11 	12 	35 
Octubre 	7 	1 	16 	7 	31 
Noviembre 	2 	1 	12 	5 	20 
Diciembre 	 2 	12 	4 	18 

52 	27 	263 	137 	479 

Enero 	2 	 38 	4 	44 

Febrero 	3 	 1 	47 	7 	58 

Marzo 	3 	 2 	57 	7 	69 

Abril 	4 	 4 	52 	2 	62 
Mayo 	3 	 34 	43 	80 

Junio 	3 	2 	1 	52 	43 	101 

Julio 	1 	 5 	33 	32 	71 
Agosto 	2 	1 	3 	34 	36 	76 
Septiembre 	3 	2 	2 	93 	12 	112 
Octubre 	 5 	57 	10 	72 
Noviembre 	1 	1 	6 	60 	52 	120 
Diciembre 	6 	1 	5 	68 	7 	87 

31 	7 	34 	625 	255 	952 

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL 
DISTRITO JUDICIAL DE BAHORUCO. 

1945 	Civiles. 	Crimina• 	Corrée. 	Administra- Totales:,:  

les, 	cionales. 	tivas. 

Enero 	 43 	52 	95 
Febrero 	2 	 24 	23 	49' 
Marzo 	 1 	14 	36 	51 
Abril 	l 	1 	51 	66 	119 
Mayo 	 50 	56 	106 
Junio 	 2 	90 	102 	194 
Julio 	2 	5 	19 	26 	52 ., 
Agosto 	1 	4 	58 	10 	73 ' 
Septiembre 	7 	2 	60 	10 	79 " 
Octubre 	10 	2 	43 	15 	70 '. 
Noviembre 	 3 	32 	10 	45 
Diciembre 	11 	6 	39 	12 	68 

34 	26 	523 	418 	1001 

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE TRUJILLO VALDEZ (Bani) 

1945 	 Civiles. Comer Crimina* ,Correeeio• Adminis. Totales: 

ciales. 	les. 	nales. 	trativas. 

Enero 	1 	 16 - 	7 	24 
Febrero 	5 	 49 	27 	81 
Marzo 
Abril 
	4 2 	53 	16 	75 

Mayo 	
5 	 5 	68 	16 	94 

Junio 	
1 	 2 	42 	25 	70 
9 	 7 	94 	32 	142 

Julio  41 	127 
Agosto 

5 

6 	

3 	78 
84 	49 	140 

Septiembre 	3 39 	124 
Octubre 

82 

88 	
40 	96. 

Noviembre 	
48 
64 	20 	92 

'Diciembre 	12 1 	2 	86 	56 	157 

67 	2 	21 	764 	368 	1222 

Civiles. Comer- Crimina—Correecio-  Adminis. Totales: 

ciales. 	les. 	nales. 	trativas. 



JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL 
DISTRITO JUDICIAL DE BAHORUCO. 

1945• Civiles. ,Crimina• 

les, 

COrréc. 

cionales. 

Administra* 

tivas. 

Totales:'. ,  

„„. 

Enero 43 52 95 

Febrero 9 24 23 49' 

Marzo 1 14 36 51 

Abril 1 1 51 66 119 

Mayo 50 56 106 

Junio 2 90 102 194 

Julio 2 5 19 26 52 

Agosto 1 4 58 10 73 

Septiembre 7 2 60 10 ';', 79 

Octubre 10 2 43 15 70 - ,-,:i 

Noviembre 3 32 10 45 

Diciembre 11 6 39 12 68 	., 

34 26 523 418 1001 

o 

DISTRITO JUDICIAL DE SAN RAFAEL. 
	4 -  ' 

1945.  Civiles. Crimina. 

les, 

:Gorree. 

cionales. 

Administra* 

tivas. 

Totales :  

Enero 4 1 22 38 65 

Febrero 5 2 22 8 37 

Marzo 3 1 34 5 t) 43 

Abril 6 3 46 14 69 	1 

Mayo 1 5 30 10 46 	rr 

Junio 5 5 20 .14 44 	' 

Julio 6 20 10 36 	•• 

Agosto 5 2 18 10 35 

Septiembre 8 4 11 12 35 .  

Octubre 7 1 16 7 31 	,: 

Noviembre 2 1 12 5 20 

Diciembre 2 12 4 18 	,.. 

52 27 263 137 479 	, 

JUDICIAL DE LA ALTAGRACIA. 

'1945  
Civiles. Comer- Crimina- 

ciales. 	les. 

Correccio' 

nales. 

Adminis. Totales: 

trativas. 

Enero 2 38 4 44 

Febrero 3 1 47 7 58 

Marzo 3 2 57 7 69 

Abril 4 4 52 2 62 
Mayo  3 34 43 80 

Junio 3 2 1 52 43 101 

Julio 1 5 33 32 71 

Agosto 2 1 3 34 36 76 
Septiembre 3 2 2 93 12 112 

Octubre 5 57 10 72 
Noviembre 1 1 6 60 52 120 
Diciembre 6 1 5 68 7 87 

31 7 34 625 255 952 

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE TRUJILLO VALDEZ (Bani) 

1945 	 Civiles. Comer- Crimina• .Correccio• Admints. Totales: 

ciales. 	les. 	nales. 	trativas. 

Enero 	1 	 16 	7 	24 
Febrero 	5 	 49 	27 	81 
Marzo 
Abril 	

4 	 53 	16 	75 

Mayo 	
5 	 68 	16 	94 

Junio 	
1 	 2 	42 	25 	70 

Julio 	
9 	 7 	94 	32 	142 
5 

Agosto 	
6 	

3 	78 	41 	127 
84 
82 	

49 	140 
Septiembre 	3 39 	124 
Octubre 
Noviembre 	88 	

48 	40 	96 
64 	20 	92 

'Diciembre 	12 	1 	2 	86 56 	157 

67 	2 	21 	764 	368 	1222 

rs 
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PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO JUDICIAL 
SANTIAGO. CÁMARA PENAL DEL JUZGADO DE PRIMERA 

STANCIA DEL DISTRITO JUDICIAL DE SANTIAGO. 

1945 	 Civiles. Comerciales. Administrativas. Totales: 

Enero 
Febrero 
Marzo 
Abril 
Mayo 
Junio 
Julio 
Agosto 
Septiembre 
Octubre 
Noviembre 
Diciembre 

J. 11 	 21 	32 

23 	 20 	43 
16 	1 	20 	37 
24 	 24 	48 
27 	1 	26 	54 
27 	1 	20 	48 
25 	 34 	59 
26 	 31 	57 
28 	1 	23 	52 
31 	2 	27 	60 
40 	2 	35 	77 
26 	 12 	38 

Enero 	12 	189 	15 
Febrero 	6 	219 	10 
Marzo 	6 	195 	49 
Abril 	3 	106 	21 
Mayo 	15 	234 	21 
Junio 	17 	179 	25 
Julio 	13 	158 	60 

304 	8 	293 	605 	 Agosto 	• 9 	146 	25 
Septiembre 	19 	146 	34 
Octubre 	16 	138 	60 
Noviembre 	9 	157 	45 
Diciembre 	14 	134 	17 	1 

216 
235 
250 
130 
270 
221 
231 
183 
199 
214 
213 
166 

139 	2001 	382 	1 	5 	2528 

E 
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PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO JUDICIAL 
SANTIAGO. CÁMARA PENAL DEL JUZGADO DE PRIMERA ..-111111‘1 

 INSTANCIA DEL DISTRITO JUDICIAL DE SANTIAGO. 	;¡ 

1945 	 Civiles. Comerciales. Administrativas. Totales: 

Ó 

Enero 	 11 	 21 	32 
Febrero 	 23 	 20 	43 
Marzo 	 16 	1 	20 	37 
Abril 	 24 	 24 	48 
Mayo 	 27 	1 	26 	54 
Junio 	 27 	1 	20 	48 
Julio 	 25 	 34 	59 
Agosto 	 26 	 31 	57 
Septiembre 	28 	1 	23 	52 
Octubre 	 31 	2 	27 	60 
Noviembre 	40 	2 	35 	77 
Diciembre 	26 	 12 	38 

x, 
 U. 

Enero 	12 	189 	15 
Febrero 	6 	219 	10 
Marzo 	6 	195 	49 
Abril 	3 	106 	21 
Mayo 	15 	234 	21 
Junio 	17 	179 	25 
Julio 	13 	158 	60 
Agosto 	9 	146 	25 
Septiembre 	19 	146 	34 
Octubre 	16 	138 	60 
Noviembre 	9 	157 	45 
Diciembre 	14 	134 	17 1 

216 
235 
250 
130 
270 
221 
231 

3 183 
199 
214 

2 	213 
16q 

2528 



JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL 
DISTRITO JUDICIAL DE ESPAILLAT. 

DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO '-'79 
JUDICIAL DE PUERTO PLATA. 

Civiles. Comer- Crimina- Correeelo• Adminis- Totales: 

dales. 	les. 	nales. 	trativas. 

01 

..._.... 
Enero 	 1 	2 	37 	76 	116 

Febrero 	3 	5 	56 	68 	132 

Marzo 	 7 	4 	51 	71 	1 	134 
Abril 	 3 	 73 	72 	148 

• Mayo 	 12 	2 	4 	53 	88 	159 
Junio 	 18 	2 	68 	80 	168 
Julio 	 7 	2 	3 	72 	96 	180 
Agosto 	11 	4 	72 	59 	146 
Septiembre 	8 	4 	63 	84 	159 
Octubre 	13 	1 	3 	63 	83 	163 
Noviembre 	5 	1 	5 	62 114 	187 
Diciembre 	17 	2 	3 	63 	42 	127 

	

105 	10 37 	733 	933 	1 	1819 

12 	 4 	71 
8 	 3 	59 

15 	2 	5 	63 
5 	 o' 	79 

10 	 1 	75 
15 	2 	2 	73 
19 	2 	1 	83 

7 	1 	2 	78 
14 	 6 	69 
15 	 2 	65 
16 	2 	2 	68 
12 	1 	7 	56 

148 	10 	38 	839 	219 	1254 

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE MONTE CRISTY. 

1945 	 Civiles. Comer- Crimina- Correecio' Adminis. Totales: 

viales. 	les. 	nales. 	trativas. 

Enero 	1 	 2 	29 	4 	36 
Febrero 	2 	 3 	32 	9 	46 
Marzo 	1 	 1 	47 	13 	62 
Abril 	2 	 1 	56 	12 	71 
Mayo 	2 	 1 	66 	36 	105 
Junio 	1 	 5 	58 	26 	90 
Julio 	3 	 . 1 	54 	32 	90 
Agosto 	3 o 	 2 	46 	27 	78 
Septiembre 	2 	 3 	53 	20 	78 
Octubre 	6 	 3 	64 	30 	103 
Noviembre 	7 	1 	4 	56 	33 	101 
Diciembre 	6 	 3 	26 	21 	56 

36 	1 	29 	587 	263 	916 

Enero 
Febrero 
Marzo 
Abril 
Mayo 
Junio 
Julio 
Agosto 
Septiembre 
Octubre 
Noviembre 
Diciembre 

13 
18 
13 
17 
11 
22 
26 
10 
23 
23 
27 
16 

100 
88 
98 

104 
97 

114 
131 
98 

112 
105 
115 
92 



O DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE PUERTO PLATA. JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL 

DISTRITO JUDICIAL DE ESPAILLAT. 
Civiles. Comer Crimina- Concedo -  Adminis. Totales: 

diales. 	les. 	nales. 	trativas. 
1945  

o 

Enero 	 1 	2 	37 	76 	116 

Febrero 	3 	5 	56 	68 	132 

Marzo 	 7 	4 	51 	71 	1 	134 
Abril 	 3 	 73 	72 	148 
Mayo 	 12 	2 	4 	53 	88 	159 

Junio 	 18 	2 	68 	80 	168 
Julio 	 7 	2 	3 	72 	96 	180 
Agosto 	11 	4 	72 	59 	146 
Septiembre 	8 	4 	63 	84 	159 
Octubre 	13 	1 	3 	63 	83 	163 
Noviembre 	5 	1 	5 	62 114 	187 
Diciembre 	17 	2 	3 	63 	42 	127 

	

105 	10 37 733 	933 	1 	1819 

Enero 12 4 71 13 100 

Febrero 8 3 59 18 88 

Marzo 15 2 5 63 13 98 

Abril 5 3 79 17 104 

Mayo 10 1 75 11 97 
Junio 15 2 2 73 22 114 
Julio 19 2 1 83 26 131 
Agosto 7 1 2 78 10 98 
Septiembre 14 6 69 23 112 
Octubre 15 2 65 23 105 
Noviembre 16 2 2 68 27 115 
Diciembre 12 1 7 56 16 92 

148 	10 	38 	839 	219 	1254 

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 

1945 	 Civiles. Comer- Crimina- Correccio- Adminis. Totales: 

diales. 	les, 	nales. 	trativas. 

Enero 	1 	 2 	29 	4 	36 
Febrero 	2 	 3 	32 	9 	46 
Marzo 	1 	 1 	47 	13 	62 
Abril 	2 	 1 	56 	12 	71 
Mayo 	2 	 1 	66 	36 	105 
Junio 	1 	 5 	58 	26 	90 
Julio 	3 e) 	 1 	54 	32 	90 
Agosto 	3 	 2 	46 	27 	78 
Septiembre 	2 	 3 	53 	20 	78 
Octubre 	6 	 3 0 	64 	30 	103 
Noviembre 	7 	1 	4 	56 	33 	101 
Diciembre 	6 	 3 	26 	21 	56 

	

36 	1 	29 	587 	263 	916 



JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL 

DISTRITO JUDICIAL DE LIBERTADOR (Dajabón). 

: sareloy cYD 00 cyz IrD VZ CV) Cl C) 00 UD LCD CX) 
10 CV G-z N CV CD 	'zti CYZ 	r-i 
Z:\1  CYD CV CYD 	CYJ in CV N N CV CV 

1945• 	 Civiles. 

Crp 

co Crimina• 	Correc. 	Administra-  Totales :  

les. 	cionales. 	Uvas. 

- snd.10D seacreH 7-4 

oo oo 	oo c.t) oo 	n c> vz o o LCD 	..1«+ cc> co 	Cz •senpualsTunnpv 	7-.-1 	TI TH 	CYZ 

•sainuapoonob 
C"'J uJ oso o O oo -zr o e c) cyz c.) 

Cc) c.c) O "zfi O() C.: ,  CO CYJ O C,  G7 
7-1 7-1 7-4 CV CV r-i 	T-4 r-1 7•1 

Enero 	1 	 17 	, 21 	39 

Febrero 	2 	 16 	19 	37 

Marzo 	 1 	17 	13 	31 
Abril 	2 	1 	15 	37 	55 

Mayo 	1 	1 	24 	19 	45 

Junio 	2 	2 	17 	22 	43 

Julio 	2 	 1. 	17 	20 	40 

Agosto 	2 	1 	14 	22 	39 

Septiembre 	 1 	18 	13 	32 
Octubre 	5 	1 	6 	20 	32 
Noviembre 	 2 	17 	26 	45 
Diciembre 	1 	2 	15 	41 	59 

E 

nti LCD C.C. en eS) 	CO CID "1/4  al O c- 
 r-4 

o 

r-4 	I-1 

CZ r-1 7-1 CTZ e.SD —CY3 	"zt,  N I"- CYZ 
r•1 7-4 7-1 7-1 7-1 7-4 1-1 7-1 1-1 C\1 r-1 Y-1 	00 

7-1 

c) 
._,z 	,n  o 	 g cp e  -o o — 1.4 q  e o cu o o o ,.., 11 .9, -0 ..2) a) 

.,=, o ' 	4-) 	-.4  — cu 	5-' t.; o .,?, 
P-QPT.-t1 	►--a ,-D-ticnOZP 



-----"11111111 

11; 
JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL 

DISTRITO JUDICIAL DE LIBERTADOR (Dajabón). 

:sai•uloj, CYD 00 CYZ 	CYD 00 N O 00 r..0 LCD 00 
CC> C‘i 	N N 0 	"1,  CO T-4 r-1 

CYD 	CYD "711  CYD LCD CV N N CV N 

1945' 	Civiles. 
CO 
C.C) 
Co Crimina • 	Gorree- 	Aelnlínistra-  Totales: 

les. 	cionales. 	tivas. 

Enero 	1 	 17 	, 21 	31" 

Febrero 	2 	 16 	19 	37 

Marzo 	 1 	17 	13 	31 

Abril 	2 	1 	15 	37 	55 

Mayo 	1 	1 	24 	19 	45 

Junio 	2 	2 	17 	22 	43 

Julio 	2 	1 	17 	20 	40 

Agosto 	2 	1 	14 	22 	39 

Septiembre 	 1 	18 	13 	32 
t 	Octubre 	5 	1 	6 	20 	32 

1 	Noviembre 	 2 	17 	26 	45 
t 
i 	

Diciembre 	1 	2 	15 	41 	59 

E 	 18 	13 	193 	273 	487 

r-f •sndaop Tenni 

• SCA I C.I1SIUtT IpV 
o cc co N co cfl oo . 4 co CC O C\1  
0 CYJ C> 	UD C-z ‘4 CZ 00 00 C:r› C=> 
T-4 	r-f r-1 1-1 	CO 

ou~ 000000-7roelor ~  •71‹ c0 c0 c:> n:11 oo o c....o co o o 
r-4 r-4 N 	 CV 	 r1 

CV 
00 

r4 

r-4 
C> 
C'e" 

-o in cc cs) CO t•-■ C•D CID "ZM 	C> 
r-1 

C> 
e- 

N 

O C-z 	 C.C> 	C?..3 "‘zt< `O CV C..• I co 
r-1 r-4 T-1 	r1 r-I v-4 /-1  CV 1-4 r-f II 00 

r-I 

(1) 

gHT 
CI) (-! 
1-4  

	

N = 	 ca :47> 	• •-■ • 
g • ° 

	

rC:/ 	 big cu c.) O 


	Portadas Boletin Judicial 1940-1949 74
	Febrero
	PRELIMINARES
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5

	01_propiedades_dominicanas,_c._por_a
	1_manuel_r._sosa_vassallo
	02_j._r._cordero_infante
	03_anadina_payano
	04_geronimo_castillo
	05_pedro_ramon_fernandez
	06_aquiles_augusto_pineda
	FINAL
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7
	Page 8
	Page 9
	Page 10
	Page 11
	Page 12
	Page 13
	Page 14
	Page 15
	Page 16
	Page 17
	Page 18
	Page 19
	Page 20
	Page 21
	Page 22
	Page 23
	Page 24
	Page 25
	Page 26
	Page 27
	Page 28
	Page 29
	Page 30
	Page 31
	Page 32
	Page 33
	Page 34
	Page 35
	Page 36
	Page 37
	Page 38
	Page 39
	Page 40
	Page 41
	Page 42
	Page 43
	Page 44
	Page 45
	Page 46
	Page 47
	Page 48
	Page 49
	Page 50
	Page 51
	Page 52
	Page 53
	Page 54
	Page 55
	Page 56
	Page 57
	Page 58
	Page 59

	RESUMEN DE SENTENCIAS
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7
	Page 8
	Page 9
	Page 10
	Page 11
	Page 12
	Page 13
	Page 14
	Page 15
	Page 16
	Page 17
	Page 18
	Page 19





